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NICOLAS ZOLEZZI BRIONES

Derecho Minero

Del “Manual de Derecho de Minería” de Sergio Gómez Nuñez

La actividad minera

Cuando el hombre, en sus orígenes, descubrió la utilidad de los minerales y su empleo como metales en la vida diaria, nunca más se apartó en su búsqueda y, por el contrario, junto con incrementar sus múltiples aplicaciones dio importantes pasos para el hallazgo de mu​chos otros.

Los adoptó para sus necesidades más elementales: utensilios, puntas de flecha o lanzas, corazas, etc., y también cómo adorno y elementos de intercambio.

La actividad minera, atendido lo primario del hombre prehis​tórico, fue muy rudimentaria al comienzo, logrando lentamente su desarrollo posterior a la luz del crecimiento de las necesidades de la sociedad.

Así, en el devenir de la historia y del crecimiento de los pueblos, se originaron importantes explotaciones mineras tanto en Asia como en Europa. Principalmente llama la atención la actividad minera en la Península Ibérica, explorada y explotada sucesivamente Por los iberos, luego por los celtas, fenicios, cartagineses, romanos y árabes.

Nos dice Carbonell, al hablar de la minería de España. “Natural es, pues, que la riqueza minera de nuestro suelo excitara a la codicia de otros pueblos más adelantados, y que las invasiones se sucedieran en los tiempos antiguos. No consta, por lo menos, que los indígenas opusieran resistencia abierta a la admisión de los primeros invasores, que sin duda acertaron a deslumbrarlos con los productos y artefactos, dijes y bagatelas, que de su país les trajeron y les dan a cambio y true​que de otras más primitivas riquezas, no conociendo, entonces, aquellos hombres rústicos y groseros el valor respectivo de aquéllos y de éstas. Tal fue en posteriores tiempos la conducta de estos mismos españoles, ya civilizados, con los habitantes del nuevo mundo”.

Así, la riqueza minera no sólo fue factor de utilidad y desarrollo. sino que frecuentemente causa de guerras y motor de descubrimientos y conquistas.

Constituye tina de las causas más importantes del descubrimien​to y posterior conquista de América, de la expansión del dominio es​pañol y, finalmente, del origen del descubrimiento de Chile y su con​quista.

Pero es de justicia reconocer que desde mucho antes de la llega​da de los españoles hubo en América precolombina una rica y variada actividad minera que inclusive derivó a un interesante trabajo me​talúrgico y de orfebrería, especialmente del oro, plata, cobre y platino.

Situación que también existía en Chile, particularmente acrecen​tada por la influencia ejercida por la paulatina expansión del Imperio Inca en nuestro territorio.

Con el afincamiento de los españoles se explotaron diversos lava​deros de oro en Marga‑Marga, Quilacoya, Imperial, Villarrica, Madre de Dios, Osorno y Ponzuelos.

Se estima que siendo el oro la principal explotación minera que buscaban los españoles, la producción en promedio entre 1545 y 1560 fue de, 2.000 kilogramos anuales y de sólo la mitad entre 1560 y 1600.

Hacia esa misma época, la actividad bélica generada por la con​quista y la utilización de las minas de cobre ya conocidas por los in​dígenas dieron origen, aunque en una muy 

baja escala, a la explotación de este mineral, especialmente proveniente de las minas de Puquios, Ojancos y otros yacimientos de Chuquicamata. De igual manera, la plata empezó a tener importancia a partir de 1692 con el descubrimiento de la mina San Pedro Nolasco.

Con esta explotación se hace cada vez más necesario contar con un adecuado abastecimiento de azogue, esto es, de mercurio, imprescindible para realizar la operación de amalgamación de la plata, proce​dimiento que también, pero en menor escala, se ocupaba con el oro.

En gran medida estas necesidades fueron resueltas, con la inicia​ción de la explotación de las minas de azogue de Punitaqui en 1787.

De acuerdo a una estadística, a comienzo de 1800 había en Chile más de 165 minas: 67 de oro, 35 de plata, 61 de cobre y 2 de azogue.

En ese siglo, con el descubrimiento de Agua Amarga en 18 11, Arqueros en 1825, Chañarcillo en 1832 y Caracoles en 1870, junto a otras minas, como Lomas Bayas, Tres Puntas, Rosilla, se incrementa fuertemente la producción de plata.

El cobre recibió también un importante impulso con la incorpo​ración de las ricas minas de Tamaya en 1852 y otras provenientes de Chañaral, Caldera, Copiapó, La Higuera, La Serena (Brillador) y Andacollo; pero principalmente gracias a la creación de industrias fundi​doras de cobre, como la de Lambert en La Serena en 1831, a la que le siguieron la fundación de Guayacán en 1858 y Tongoy, así como la de Lirquén y Lota en el sur, se hizo posible su consolidación defi​nitiva.

De esta manera, Chile se convirtió en uno de los principales ex​portadores de cobre del mundo.

Necesaria para el desarrollo metalúrgico fue la incorporaci6n de la producción, del carbón en la minería no metálica, iniciada en el sur del país aproximadamente en 1842. Importante, tanto para la activi​dad de las fundiciones como para el movimiento marítimo y de ma​quinarias en general.

Pero es la explotación del salitre la que le da signo y marca al siglo XIX, en que el destino minero del país surge con mayor vigor.

Conocido desde épocas prehispánicas como fertilizante y utili​zado posteriormente por los españoles para la fabricación de pólvora, comienza su explotación a comienzos del siglo XVIII y se hace indus​trialmente a partir del siglo XIX, alcanzando un gran auge con poste​rioridad a la Guerra del Pacífico, que permitió el crecimiento de grandes e importantes oficinas, salitreras.

El siglo XX sorprende al país como el principal productor de sa​litre, situación que comienza a declinar hacía 1930 y que sólo con la incorporación de avanzada tecnología en los años recientes puede perfilarse en una nueva diversificación y desarrollo.

El presente siglo marca, en cambio, el auge del cobre, con la in​corporación de los yacimientos de El Teniente en 1906, Chuquicama​ta en 1913, Potrerillos en 1920, El Salvador en 1959 y Andina en 

1970, que originaron la denominada Gran Minería del Cobre. Original​mente en manos privadas, luego nacionalizados en 1971, han puesto al país como primer productor de este metal en el mundo,

Durante este siglo, el carbón, hierro y petróleo alcanzaron tam​bién importantes cotas de producción, a los que se han agregado mu​chísimos otros: molibdeno, plata, manganeso, yodo, azufre, etc. Entre los cuales cabe destacar el importante incremento del oro.

Actualmente, las perspectivas y proyecciones que existen, fruto de las crecientes exploraciones, arrojan excelentes posibilidades en la minería metálica y no metálica, 

especialmente en cobre, oro, plata y litio, del que Chile posee una de las principales reservas del mundo, lo que permitirá seguir manteniendo al país dentro de la senda minera en que de una u otra manera la historia lo ha situado.

Normas legales aplicables a la actividad minera

Antecedentes históricos

España, nuestro obligado referente histórico, tuvo en sus comienzos una importante actividad minera, la que fue incrementándose paulatinamente con las invasiones de que fue presa, así como por las conquistas y colonizaciones que emprendió posteriormente.

Se explica así que en la Península Ibérica se hiciera cada vez más necesaria la implantación de disposiciones legales que regularan esta actividad, por lo que fueron diversos los cuerpos legales que se abocaron a ella.

A modo de referencia, cabe citar el Fuero de! Nájera, dictado en 1076; la ley de las Siete Partidas, de Alfonso X llamado el Sabio, que comenzaron a regir en 1265; el Ordenamiento de Alcalá, de Alfonso XI, de 1348; las leyes de don Juan I u Ordenanzas Reales de Castilla o Viejas Ordenanzas en 1485, a las que les siguieron posterior​mente las Ordenanzas de Valladolid, de doña Juana, dictadas en 1559; las Ordenanzas del Nuevo Cuaderno, puestas en vigencia en 1584, bajo el reinado de Felipe II.

Luego del descubrimiento de América y durante su conquista se dictaron especialmente para los nuevos territorios las Ordenanzas de Toledo en 1574, los Ordenanzas del Perú en 1683, siendo las más importantes las Ordenanzas de Nueva España o de México dictadas en 1783 y que comenzaron a regir en Chile dos años más tarde.

De alguna manera, todos y cada uno de los cuerpos legales cita​dos permitieron ir mejorando y adecuando dichas normas a las cre​cientes necesidades de la minería y, por otra parte, constituyen los antecedentes jurídico‑históricos de lo que llegó a ser nuestra legisla​ción patria,

Legislación nacional

Con posterioridad a la independencia de Chile, y en atención a que el país no dictó ningún cuerpo legal que rigiera la actividad mine​ra, continuó vigente y aplicándose la legislación española constituida por las Ordenanzas de Nueva España, las que fueron sancionadas ofi​cialmente en 1833, estableciéndolas como ley de la República a fin de evitar dudas acerca de su validez.

Sólo en 1857, cuando se puso en vigencia el Código Civil, el pri​mer código dictado en nuestro país luego de la emancipación, encon​tramos entre sus disposiciones el primer precepto de carácter general y diversas otras normas relativas a la minería.

Disponía el artículo 591 de dicho cuerpo legal: "El Estado es dueño de todas las minas de oro, plata, cobre, azogue, estaño, piedras preciosas y demás sustancias fósiles, no obstante el dominio de las corporaciones o de los particulares sobre la superficie de la tierra en cuyas entrañas estuvieren situadas.

Pero se concede a los particulares la facultad de catar y cavar en tierras de cualquier dominio para buscar las minas a que se refiere el precedente inciso, la de, labrar y beneficiar dichas minas, y la de dis​poner de ellas como dueños, con los requisitos y bajo las reglas que prescribe el Código de Minería".
El Código de Minería a que se hacía referencia en esta norma no llegó a dictarse sino hasta 1874, fecha en que entró en vigencia como primer cuerpo legal chileno que: regía esta materia.

En 1888 se dictó un nuevo Código de Minería, que derogó el anterior, rigiendo por más, de cuarenta años.

Reemplazado en 1930 por un nuevo Código, que tuvo una efímera vida.

El 30 de agosto de 1932 se dictó el Código de Minería que reguló esta actividad por poco más de medio siglo, y que sólo fue dero​gado en 1983 por el actual

No obstante la importancia que la minería tenía para el país, hasta 1971 no existió ningún precepto jurídico de rango constitucio​nal que se ocupara de ella. 

La Ley Nº 17.450, de l6 de julio de 1971, que modificó la Constitución Política de 1925, puso término a tan larga omisión y legisló latamente sobre el régimen de propiedad minera, sus concesiones y dispuso la nacionalización de las empresas de la Gran Minería del Cobre.

Consolidaron dicha nacionalización los Decretos Leyes Nº 601, 710 y 821, todos de 1974, y el Decreto Ley Nº 1167, de 1975, los que, además, introdujeron modificaciones a la Constitución Política del Estado.

El Acta Constitucional Nº 3, puesta en vigencia por el Decreto Ley Nº 1552, de 1976, mantuvo en vigor la casi totalidad de las disposiciones de la Constitución Política de 1925 relativas a la minería, conforme lo dispuso su artículo 4º transitorio.

El ordenamiento jurídico minero en actual vigencia

Normas legales

La Constitución Política de1 Estado promulgada en 1980 contiene las normas fundamentales y las bases generales aplicables a la minería chilena, las que, con algunas variantes, son las mismas aprobadas en 1971 y mantenidas en vigencia por el Acta Constitucional Nº 3, de 1976. Las encontramos en el artículo 19 Nº 24 de la Cons​titución y en las disposiciones segunda y tercera transitorias dc1 mis​mo cuerpo legal.

La misma Constitución dispuso que una ley orgánica constitucional estableciera y regulara diversos aspectos contenidos en ella, lo que se cumplió con la dictación de la Ley Nº 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, de 21 de enero de 1982, que entró en vigencia juntamente con el Código de Minería, conforme fue modificado y dispuesto por la Ley Nº 18.246, de 24 de septiem​bre de 1983.

Por Ley Nº 18.248, de 14 de octubre de 1983, se dictó el ac​tual Código de Minería, que comenzó a regir sesenta días después, esto es, el 13 de diciembre de 1983.

Posteriormente, por Decreto Nº 1 del Ministerio de Minería, pu​blicado en el Diario Oficial de 27 de febrero de 1987, se dict6 el Reglamento del Código de Minería, que entró de inmediato en vigor, derogando el anterior, con excepción de algunas de sus disposiciones.

Finalmente, las Leyes Nº 18.681, de 31 de diciembre de 1987, y Nº 18.941, de 22 de febrero de 1990, modificaron el Código de Mi​nería y el Decreto Supremo Nº 4 de Minería, publicado en el Diario Oficial el 2 de mayo de 1989, que modificó el Reglamento de dicho Código.

De manera, pues, que la legislación minera actualmente vigente está constituida por las normas relativas a esta materia contenidas en la Constitución Política de 1980, la Ley Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, el Código de Minería de 1983 y el Reglamento del Código de Minería de 1987.

A estas disposiciones habrá que agregar aquellas tocantes a la minería contenidas en otros cuerpos legales y aquellas dictadas para el ramo, como, por ejemplo, el Reglamento de Seguridad Minera, apro​bado por Decreto Supremo Nº 72 de Minería, publicado en el 

Diario Oficial de 27 de enero de 1986, la Ley Nº 12.680, de 1957, que fija normas para la venta e inscripción de acciones mineras; el Decreto Supremo Nº 39 de Minería, publicado en el Diario Oficial de 7 de diciembre de 1985, que establece el procedimiento para la aplicación del artículo 6º transitorio del Código de Minería; el Decreto Supremo Nº 141 de Minería, publicado en el Diario Oficial de 25 de febrero de 1989, que contiene el Reglamento del artículo 7º Transitorio del Código de Minería, el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 de Minería, publicado en el Diario Oficial de 30 de marzo de 1987, que fija el tex​to refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley Nº 1.089, de 1975, que establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y explotación a beneficio de yacimientos de hidrocarburos, a los que habría que agregar, entre otros, los diversos cuer​pos legales que crean y reglan, el Ministerio de Minería, el Servicio Na​cional de Geología y Minería, la Empresa Nacional de Petróleo, la Corporación Nacional del Cobre de Chile, la Comisión Chilena del Cobre y la Comisión Chilena de Energía Nuclear

Derecho minero

Todos los cuerpos legales o normas jurídicas complementarias referidos reflejan y desarrollan los principios básicos que constituyen, dan forma y contenido al Derecho Minero.

El Derecho Minero viene a ser, precisamente, el conjunto de normas jurídicas aplicables a la exploración, explotación y beneficio de las sustancias minerales y que regula la actividad de los concesiona​rios y de la minería en general.

Derecho que, además, se complementa, al igual que las otras ra​mas del Derecho, por la jurisprudencia de los tribunales de justicia, la opinión de los tratadistas y demás fuentes que le son propias a cualquiera disciplina jurídica.

Generalidades:

Concepto de mina:

· “Es un deposito natural (distinto del artificial) donde se encuentran los minerales” (concepto básico)

· “Es un criadero de minerales de útil explotación” (concepto del diccionario de la real lengua española)

· “Es un deposito natural de minerales susceptibles de explotación, ósea, con aptitud para ser explotables económicamente” (concepto de Samuel Lira)

· “La estructura humana necesaria para la explotación del deposito natural de minerales”.
El punto característico de estos conceptos se encuentra en el énfasis económico que se hace del concepto de mina, así  se habla de mina cuando existe una cantidad suficiente de minerales para ser explotados.

Tipos de mina:

Son las formas en que se presentan las minas en la naturaleza. Los distintos tipos y su definición quedan entregados a la geología. La más importante clasificación es la que distingue entre:
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1. Los criaderos regulares son estructuras geológicas más o menos uniformes.

· Las  mantas o capas  son paralelas a la forma de la tierra.

· Las vetas o filones se encuentran en forma vertical a la tierra, producto de desplazamientos de la tierra en los cuales se han depositado minerales. Esta es la tendencia de la pequeña minería.

2. Los  criaderos irregulares son estructuras que geológicamente no son uniformes.

3. Los depósitos son acumulaciones de minerales por descomposición de rocas y criaderos. Se producen por factores como el agua y el viento.

· Los  salares son acumulaciones de sustancias minerales que normalmente forman lagos, lagunas y que por decantación se produce la evaporación del agua que formando  salares (costras).

· Los  placeres son producto de un arrastre de minerales varios que se depositan en mares o ríos y se explotan por sistemas de lavaderos.

Características de la mina:

· Se encuentra en un lugar oculto

· Necesita de exploración

· Antes de ser descubiertas son cosas, después pasan a ser bienes.

· Son agotables, por ello se extraen de ella productos

· En ella se confunden variados minerales

· En nuestra legislación los minerales no son necesariamente del dueño del suelo

Actividad minera:

“Es un complejo conjunto de operaciones o actividades destinadas a la exploración, la explotación y el beneficio de minerales”.

De esta forma existen tres fases en la actividad minera:

1. Exploración

2. Explotación

3. Beneficio.

4. Hoy en día, por razones de tipo medioambientales se agrega una cuarta, cual es, la fase de cierre.

1. Exploración, implica la realización de los estudios necesarios para la ubicación de una mina, por ejemplo tomar muestras por cualquier medio técnico o humano.

En Chile la actividad exploratoria es muy activa, así  la ausencia de exploración de hoy posee repercusiones en el futuro. Dentro de la etapa de exploración puede incluirse el reconocimiento, pero que no debe confundirse con la exploración. Así el reconocimiento incluye un estudio de factibilidad de la mina, su diseño para así aprovechar de mejor forma la mina, por ejemplo con plantas de refinería, la determinación de tipo de beneficio. También implica determinar la ley del mineral y la cantidad a extraer en un periodo global. Después de 4 o 5 años de exploración se llega al reconocimiento, el que se encarga a una empresa especializada la cual, junto con los ingenieros de la empresa minera determinan la construcción de la mina adecuada, el sistema de extracción conveniente, el tipo de beneficio, el estudio de impacto ambiental, etc.

2. Explotación es la actividad más característica de la minería, está destinada a arrancar sustancias y extraerlas a la superficie.

Se explota a través de distintas labores mineras, así algunos de los elementos comunes son:

· Socavón: Es un ingreso por un túnel paralelo a la horizontal, por algún punto que no tiene otra salida; 

· Pique: Perforación vertical en la mina para ingreso a ella.

· Chimeneas: Ventilación de tipo vertical

· Chiflón: Socavón inclinado

· Galerías: Comunicaciones internas que conducen  a los lugares de trabajo.

3. El beneficio consiste en separar las sustancias útiles de las inútiles, esto se hace en plantas o fundiciones.

Son tipos de beneficio los siguientes:

· Vía ígnea o plurimetalúrgico, por fuego; lo inútil es denominado escoria.

· Hidrometalúrgica o por vía hídrica, esta es por agua; lo inútil es el relave. Puede ser por sistema de flotación o de lixiviación en pila.

Rol de la Constitución en el desarrollo de la actividad minera:

Se pretendió asegurar el desarrollo minero, tanto como un interés público como en la actividad de los privados, utilizando  un principio económico en que los activos que se desarrollan hoy son más valiosos de los que se utilizarán en 10 años más.

Se pensó además en atraer a la actividad privada a invertir, con suficientes garantías de inversión. Tanto es así, que se consagran nuevos principios, regulados en el Compendio del Banco Central Art.14:

· La no discriminación entre empresas chilenas y extranjeras.

· La existencia de reglas estables en tributación y orden cambiario.

· La garantía del contrato ley.

Concepto de  derecho minero:

“ Es un conjunto de principios y preceptos especiales que rigen las concesiones exclusivas para explorar o para explotar las sustancias minerales susceptibles de aprovechamiento para cualquier persona, regulando su constitución, naturaleza, ejercicio y extinción, como también algunos de los actos, contratos y litigios que se refieren a ellas (sustancias minerales) y a la industria minera o actividad minera” (Juan Luis Ossa.)

De este concepto se desprenden las siguientes características:

· En derecho minero no es público ni privado, su carácter es mixto. Así:

· La CPR la da una regulación de derecho público

· Las normas de concesiones se encuentran en la LOC y en el Código de Minería, produciéndose una regulación de carácter privada

· Posee normas procesales propias, lo que demuestra que es un derecho especial.

· Existen dos tipos de concesiones: Para explorar y para explotar.

· Existen sustancias susceptibles de aprovechamiento por:

· El dueño del terreno superficial

· El estado

· Cualquier persona

Este concepto, además, se preocupa de cuatro grandes aspectos:

1. Titular de la riqueza minera:

En la CPR se dice que el Estado es el dueño de todas las minas independientemente del dueño del terreno superficial. Existe una relación objeto v/s sujeto.

2. Aprovechamiento la riqueza minera:

Por regla general, aprovecha la riqueza quien tiene a su favor una concesión minera. Por excepción, la aprovecha sólo el Estado o el dueño del terreno.

3. Regula la forma en que el concesionario conserva su derecho:

Este punto es el denominado “régimen de amparo”, el que determina el criterio que ha de aplicarse para estimar que un determinado concesionario habrá de conservar su dominio minero; así históricamente se han establecido varios criterios, entre ellos están los siguientes:

· Número determinado de trabajadores por época del año

· Determinados niveles de producción 

· Pago de una patente o contribución que justifique el otorgamiento de la concesión. Es este último criterio el que opera en Chile desde 1888.

4. Permite regular actos y contratos propios de la actividad minera: Por ejemplo; el avío, la promesa unilateral, etc.

Sujetos que intervienen en la actividad minera:

· El Estado como dueño de la mina.

· Los particulares como concesionarios.

· Los particulares como dueños de  los terrenos superficiales.

· Los terceros vinculados a la actividad minera.

Principios que orientan el derecho de minería:

· El aprovechamiento de las sustancias minerales como imperativo del estado de carácter jurídico, por ello debe darse seguridad jurídica al explorador y al explotador

· La propiedad minera es distinta ala propiedad del terreno superficial

Ley 16.425,  chilenización del cobre:

Como un fenómeno anterior a la nacionalización, existió la chilenización del cobre mediante la Ley 16.425. Esta ley pretendió:

· Duplicar la producción del cobre por medio de franquicias a las compañías, las cuales con los beneficios obtenidos podrían invertir; lo cual no se logró, ya que las compañías extranjeras aprovecharon las franquicias y no hubo reinversión y si esta existió fue ínfimo.

· Añadir valores agregados aquí en Chile para obtener mayores recursos, y así también permitir la participación a estado en la comercialización del cobre

· Alcanzar la participación minera del estado por medio de la compra del 49% de las compañías mineras.

El Estado comienza con las negociaciones, obteniendo resultados con la Kennecott, pero no con la Anaconda. Surgen así los “convenios del cobre”. En Junio de 1969 se firma los acuerdos del cobre  con la Anaconda, adquiriendo el estado el 51% de Chiquicamata y El Salvador, naciendo compañías mixtas. Se paga a Chuquicamata por utilidades futuras, en pagos a largo plazo la suma de 184 millones de dólares.

Ley 17.450, nacionalización del cobre:

Los objetivos  de esta ley fueron:

· Establecer la nacionalización como instrumento político el estado

· Incorporar un  nuevo concepto de dominio del estado sobre las minas

· Nacionalizar la gran minería del cobre

Su creación se debe principalmente a los conceptos nacionalizantes del Estado existentes en  los años 60, conceptos que constituían el motor del progreso social y económico del país. Un ejemplo de ello en Chile, fue la reforma agraria, la que se extendió  a la minería. Como un elemento adicional, se concibió en Chile que en materia minera no se recibían los suficientes beneficios, razón por la cual la norma del CC, en cuanto al dominio de las minas por parte del estado, resultaba un tanto ilusoria. Esta idea fue más evidente por el poder de las compañías USA y su tratamiento discriminatorio con los trabajadores USA y los chilenos, lo que llevo a periodos de fuerte inestabilidad.

La nacionalización del cobre produce tres grandes  efectos:

1) Integra a la CPR la nacionalización, o sea, pasar una o más empresas del dominio particular al dominio del estado. Su fundamento se encuentra en un interés colectivo, social. Se suele discutir entre nacionalización y expropiación, y suelen ser confundidas, pero son cuestiones totalmente distintas:

· La expropiación comprende la indemnización del daño, razón por la cual los montos involucrados son de magnitud porque se pretende dejar sin daño al afectado.

· La nacionalización no comprende la indemnización, sólo una compensación, no va envuelto el concepto de daño, por ello las cantidades de dinero no son grandes.

2) La nacionalización de las empresas mineras, pasando a manos del Estado el porcentaje de propiedad que aún tenían los particulares sobre la minería (49%). El Contralor General de la República debía determinar el monto de las indemnizaciones, para ello sólo consideró el valor libro, estimándose que procedían las indemnizaciones sólo para los minerales de Exótica y Chuquicamata. 

Así durante el proceso de nacionalización lo que se indemniza será el valor de libros, que es sustancialmente menor al valor de flujos, ósea, a la capacidad  de generar utilidades durante los años futuros. Esta situación genera problemas aún mayores si se considera que el valor contable de los activos era bajísimo debido a la depreciación, llegando al extremo de señalar que por Chuquicamata y El Salvador no había nada que indemnizar.

Con el Golpe militar, se solucionan los conflictos para abrir el país a la inversión extranjera, especialmente con la dictación del DL 600 de inversión extranjera; se aprueban además las transacciones del cobre mediante el DL 601 del año 1974, poniendo fin a estos juicios de París. Los pagos que ahí  se acuerdan se prolongaron hasta 1980. Con la  ley 19.137 se permite a CODELCO asociarse con privados, evitando las discusiones sobre la privatización del cobre. Un ejemplo lo constituye el mineral de El Abra que produce casi 60 mil toneladas métricas anuales.

3) Se modificó el régimen del dominio minero, estableciendo un dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible del Estado sobre todas las  minas. Se establece un régimen administrativo de concesiones, antes era un dominio particular de las minas que eran otorgadas por los tribunales de justicia. Detrás de estas modificaciones se encuentra la idea del estado socializante.

Es con la CPR de 1980 (art.19 Nº24/5 a 10 y art.2 transitorio) que se establecen las concesiones otorgadas por la autoridad judicial, establecida además por ley y con los requisitos señalados en ella (Art.19 N°24 inc.6-10 y Art.2 transitorio). Por otro lado, la regulación CPR se va a complementar con la dictación de la LOC 18.097 “Ley de concesiones mineras” del 21.01.1982, que desarrolla las bases establecidas en la constitución y el dominio minero. Esta regulación queda completa con la dictación del código de minería el 14.10.1983 que entra en vigencia el 13.12.1983,  al que debe agregarse el reglamento de minería del 27.02.1987.

Principales características del Código de Minería de 1983:

· La constitución de concesiones por vía judicial y no administrativa

· Un reforzamiento  en la concesión de exploración

· Elimina la distinción entre concesiones por sustancias metálicas y sustancias no metálicas

· Aumenta el número de sustancias denunciables

· Establece mejores mecanismos de publicidad de las concesiones

· Otorga normas para la solución de conflictos

· Introdujo sistemas más perfectos de ubicación de concesiones, de modo tal que prevé para  el pequeño minero una señalización por hectárea para efectos de la manifestación, y para la concesión definitiva  plantea la necesidad de señalar coordenadas UTM (unidades transversales de Mercator).

La regulación que hace la Constitución de la actividad minera se encuentra en el artículo 19 Nº 24, en sus incisos 6º a 10º, así cada uno de estos incisos prescribe:

Art.19 N°24/6 CPR:

“El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de  las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos  a las obligaciones y limitaciones que la ley señale, para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de  dichas minas”
· “El Estado tiene el dominio...”Al respecto, hay que distinguir entre el dominio patrimonial (usar, gozar y disponer) y el dominio eminente, es decir, aquel que se tiene para resguardar y concederlo a terceros. Se discutió por el constituyente de 1980 (desde 1932 por la nacionalización del cobre); de lo que se concluyó que los yacimientos siempre habían sido chilenos. Constitucionalmente “tiene” implica pasado, presente y futuro; así el Estado chileno era dueño “heredero” de la Corona española. Finalmente, el constituyente concluyó que el dominio era patrimonial, de lo cual se concluye que, por razones de seguridad, se detalla tanto en las calidades que este dominio estatal tiene.

· “...absoluto”. No sujeto a condiciones, limitaciones ni gravámenes; de una manera independiente, en otras palabras, aquel que cuenta con los tres atributos cásicos del dominio: usar, gozar y disponer.
· “...exclusivo...”. Con exclusión de cualquier otro titular.

· “...inalienable...”. No se puede enajenar (hacer ajeno), ya que es parte de la soberanía del Estado.

· “...imprescriptible...”. No se pierde ni disminuye con el transcurso del tiempo. Nadie puede ganar por prescripción (ni el Estado perderlo) el dominio que el Estado tiene sobre las minas.

· “...covaderas...”. Depósitos excrementicios de aves guaníferas, que desde antaño se han explotado, por su alto contenido de nitrógeno, para fertilizante. Comprende el guano blanco o nuevo y el rojo o de mayor antigüedad. 

· “...arenas metalíferas...”. Son concentraciones de partículas o trozos de metal nativo o combinado, no consolidados, que provienen de la destrucción, desintegración o erosión de rocas sólidas o vetas, y que han sido transportadas hasta el lugar donde se acumulan. Por tanto no son yacimientos.

· “...salares...”. Depósitos de sales superficiales que, generalmente, provienen de la evaporación del agua y constituyen una especie de costra salina cuyo espesor es variable. Pueden ser artificiales.

· “...depósitos de carbón...”. No se incluye el vegetal por cuanto es producido por el hombre. Están constituidos por compuestos orgánicos combustibles de composición química compleja con distintas cantidades de materias minerales que producen cenizas.

· “...e hidrocarburos...”. Al igual que el guano no son especies minerales, pero por su importancia siempre han sido considerados como tales.  Se comprenden en éstos los hidrocarburos en estado sólido (asfalto), líquido (petróleo) y gaseoso (gas butano).

· “...demás sustancias fósiles...”. En materia minera esta expresión es equivalente a “otros minerales”; por lo que se refiere a cualquier sustancia, de cualquier origen (orgánico o inorgánico) o cualquier clase de mineral.

· “...con exclusión de las arcillas superficiales...”. Esto obedece a que las arcillas  son superficiales y se encuentran en casi todos los terrenos agrícolas del país. La exclusión de estas arcillas del dominio del Estado responde a un criterio practico de protección a la actividad agropecuaria, ya que, en caso contrario los agricultores se encontrarían en un estado de indefensión frente a eventuales concesiones mineras. En todo caso, el carácter de “superficiales” se debe determinar caso a caso, ya que si estas arcillas no son superficiales son consideradas minas, incluyéndose en el dominio estatal.

· “...no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas.”. De este modo, en dos lugares existen dos propiedades distintas; no importa de quien es el suelo, “sus entrañas”, sin importar su profundidad, son minas, por ende son del Estado. Al respecto, en otras legislaciones, el minero no tiene preferencia frente al dueño del suelo; en Chile, en cambio, de acuerdo a la Constitución Política el minero tiene preferencia por sobre el dueño de la propiedad superficial.

· “Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.”. Estas limitaciones y obligaciones no son otra cosa que servidumbres.

Art.19 Nº24/7 CPR:

“Corresponde a la ley determinar que sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados  los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación. Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos  e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso  de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión”.

· “Corresponde a la ley determinar que sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación.”. La ley debe determinar que sustancias pueden ser objeto de concesiones, pero exceptúa desde ya determinadas sustancias, lo que constituye la denunciabilidad o concesibilidad de sustancias minerales. Debe siempre tenerse presente que por mandato constitucional los hidrocarburos líquidos y gaseosos no son concesibles.
· “Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional”. Se discute cual ley es la que debe ser orgánica constitucional: la que determina la duración, la que determina los derechos y obligaciones o la que determina las sustancias concesibles.

· “La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento.”. La idea es que el concesionario trabaje sus minas, cumpla con la explotación de éstas, a lo cual surge la interrogante respecto de cómo un particular puede satisfacer el interés público.

· “Su régimen de amparo...”. El amparo es la forma en que la persona (concesionario) cumple con su concesión; el régimen de amparo es un sistema en virtud del cual se fijan determinadas condiciones que, cumplidas, facultan al concesionario para continuar en el dominio de su concesión, es una especie de condición resolutoria tácita. Este sistema tiende indirectamente a dar cumplimiento a la función social. Antiguamente la obligación de amparar estaba representada por el trabajo, cuyo parámetro se fija en razón del número de trabajadores, la cantidad de mineral extraído, el hecho de hacer inversiones en la mina, etc. Para objetivizar esta materia se estableció un catálogo. El problema que presenta este amparo, es el hecho que la calificación queda entregada a la discrecionalidad de la autoridad administrativa. El incumplimiento de esta obligación acarreaba la sanción del despueble. Actualmente, la obligación de amparar está representada por el pago de una patente proporcional que se paga en relación a las hectáreas que comprende la concesión. El incumplimiento de esta obligación acarrea la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión.

· “...será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación...”. De esta forma, la Constitución deja la posibilidad de que se ampare por trabajo o patente, lo que, en definitiva, determinará el legislador.

· “...y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión.”. Es complejo determinar cual es el sentido de cada una de estas expresiones.

· “En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.”. 
Art.19 Nº24/8 CPR:

“Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho“.

En otras palabras, extinguir o caducar las concesiones y resolver cualquier controversia que se suscite al respecto es de competencia judicial, sin proceder, por tanto, intervención administrativa alguna.

Art.19 Nº24/9 CPR:

“El dominio del titular sobre su concesión minera está protegida  por la garantía constitucional de que trata este número”

Si bien el particular (concesionario) no es duieño de la mina, si lo es de la concesión y es respecto de el dominio que se tien sobre ésta que existe protección constitucional del dominio; de esta forma, el concesionario no puede ser privado de la concesión en sí, ni de ninguno de sus atributos, sino en virtud de una ley general o especial que autorice la expropiación, por causa de utilidad pública o de interñés nacional, calificada por el legislador. En dicho evento, el concesionario tiene derecho a ser indemnizado por el daño patrimionial que efectivamente se le cause.

Art.19 Nº24/10 CPR:

“La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, podrán ejecutarse directamente por el estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente  del a República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas  marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme  a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional”.

En este inciso se hace referencia a las sustancias que son concesibles y no concesibles. Las concesibles pueden ser explotadas por particulares previa concesión judicial; las no concesibles (hidrocarburos líquidos y gaseosos y el litio) pueden ser explotadas por: el Estado (a través de un Ministerio o algún organismo ad hoc), las empresas del Estado, por concesiones administrativas y por contratos especiales de operación, cumpliendo los requisitos  y las condiciones fijadas por el residente de la república.

Señala aquellos lugares en los cuales no es posible el desarrollo minero, las que son aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y zonas que conforme a la ley se consideran de importancia para la seguridad nacional.

Del “Manual de Derecho de Minería” de Sergio Gómez Núñez

Situación del propietario superficial:

Para efectos mineros se distinguen claramente el dominio sobre el predio superficial y el dominio del subsuelo. Ambos son distintos: el primero lo ejerce el titular respecto de la superficie, sobre lo que se denomina "el casco", en tanto que el Estado lo ejerce en el subsuelo, cuando existen sustancias minerales, es decir, donde hay mina. El derecho a aprovechar las sustancias minerales que existan es ejercido por el Estado o por los particulares en la forma y condiciones que establece la ley.

La declaración de la Constitución en orden a que el Estado tiene el dominio de todas las minas, no obstante la propiedad de. las personas naturales o jurídicas sobre, los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas, deja claramente establecida esta dualidad (art.19 Nº 24 inciso 60 de la Constitución Política).

Esta aparente dualidad de dominio, uno sobre el terreno super​ficial y el otro respecto del subsuelo, puede ser ejercida, y de hecho es así, en la mayoría de los casos, por dos propietarios diferentes.

Para evitar una incuestionable colisión de intereses derivada de esta circunstancia y permitir una conveniente explotación, la Constitución ha dispuesto que los predios 

superficiales
estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas (art.19 Nº 24 inciso 60 parte final de la Constitución Política del Estado).

De esta manera la ley ha querido zanjar las eventuales dificulta​des y lograr una plena y efectiva coexistencia de dos dominios.

Así, el concesionario minero y el titular de un establecimiento de beneficios tienen derecho a imponer servidumbres sobre el predio superficial y el dueño del predio tiene derecho a que le sean indemni​zados los perjuicios que tal imposición le irrogue.

En estas circunstancias, el predio superficial cumple un interés público impuesto por la Constitución Política y que se refiere precisamente a las limitaciones  y obligaciones que, derivan de la función social a que está naturalmente sometida la propiedad.

En todo caso, es conveniente recalcar que, de las tres fases que comprende la actividad minera: exploración, explotación y beneficio, son escasas las disposiciones legales contenidas en la legislación minera que se ocupan del beneficio. La norma referida es una de ellas.
Las sustancias minerales:

Aspecto básico de la política minera es delimitar las sustancias a las que se le atribuirá la calidad de minerales y cuales serán excluidas. Determinadas que sean las sustancias minerales, deben clasificarse en orden a determinar cuales serán reservadas del Estado y cuales son susceptibles de propiedad privada. De este modo, la ley clasifica las sustancias minerales en tres, a saber:


1. Sustancias minerales concesibles (denunciables).

2. Sustancias minerales no concesibles (no denunciables).

3. Sustancias que no se consideran minerales por ley.

De acuerdo al art.19 Nº24/7 CPR corresponde a la ley determinar las sustancias minerales concesibles. A este mandato el artículo 5 del Código de Minería pretende dar cumplimiento, pero esta norma no especifica, no determina o no hace un listado de las sustancias minerales concesibles; lo que si hace es señalar las sustancias minerales concesibles por exclusión, dado que todas las sustancias minerales son concesibles excepto las que la ley declara inconcesibles; declaración que realiza el artículo 3 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras; que no son otras que los hidrocarburos líquidos y gaseosos y el litio.

1. Sustancias minerales concesibles:

“Son concesibles, o denunciables, las sustancias minerales metálicas y no metálicas y, en general, toda sustancia fósil, en cualquier forma en que naturalmente se presente, incluyéndose las existentes en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional a las que se tenga acceso por túneles desde tierra”. (art.5 CM y art.3/2 LOC concesiones mineras).

De esta forma, se consideran concesibles:

· Las sustancia metálicas y no metálicas.

· Toda sustancia fósil, cualquiera sea la forma en que naturalmente se presente. Fósil, entonces comprende sustancias de origen orgánico e inorgánico y, en general, cualquier mineral.

· Toda sustancia mineral existente en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional a las que se tenga acceso por túneles desde tierra.

“Las sustancias minerales concesibles contenidas en desmontes, escorias o relaves, abandonadas por su dueño, son susceptibles de concesión minera junto con las demás sustancias minerales concesibles que pudieren existir en la extensión territorial respectiva”. (art.3/3 LOC copncesiones mineras).

Respecto a los desmontes, escorias o relaves hay que decir que estos no se presentan en forma natural constituyendo depósitos de sustancias minerales.

“Los desmontes son cosas accesorias de la pertenencia de que proceden, y los relaves y escorias lo son del establecimiento de beneficio de que provienen. 

Extinguida la pertenencia, o abandonado el establecimiento, podrá constituirse concesión sobre las sustancias minerales concesibles que los desmontes, relaves o escorias contengan, conjuntamente con las demás sustancias minerales denunciables que pudieren existir dentro de los límites de la concesión solicitada. Con todo, no se podrá hacer uso de este derecho sino cuando los desmontes, relaves o escorias se encuentren en terrenos abiertos y francos. 

Cuando los desmontes o los relaves o escorias pasen a estar en la situación prevista en el inciso segundo, y se encuentren dentro de los límites de una pertenencia, accederán a ésta.” (art.6 CM).

De lo anterior, se puede establecer que desmontes, relaves y escorias responden a cosas accesorias, a desechos, siendo sus características las siguientes:

· Los desmontes son cosas accesorias a la pertenencia de que proceden y están formadas por mineral que no sirve, por material esteril mezclado con material de ley o baja ley.

· Los relaves son cosas accesorias al establecimiento de beneficio de que provienen y están formados por el mineral que sobra cuando se le trata por vía humeda; se eliminan como liquido y son depositados en tranques de relave.

· Las escorias son cosas accesorias al establecimiento de beneficio de que provienen y están compuestos por el material sobrante cuando el mineral es tratado por vía ígnea.

Los desmontes, escorias o relaves sólo son concesibles cuando la pertenencia de que proceden se ha extinguido o ha sido abandonada; siempre que se encuentren en terrenos abiertos (no cercados) y francos (libres, aquellos en que no esxite propiedad minera). Si estos terrenos no son francos acceden a la pertenencia; si no están abiertos el desmonte, relave o escoria es considerado como un bien mueble de propiedad particular del dueño del terreno.

Se les da un tratamiento similar a las minas a estas cosas accesorias, por cuanto también contienen material y perfectamente alguien puede interesarse en explotarlo; pero, si la concesión minera se otorga respecto de todas las sustancias minerales concesibles que existan en el subsuelo, ¿cómo son con concesibles los desmontes, relaves y escorias que se encuentran en el suelo? Son concesibles por cuanto el legislador asume, para estos efectos, que el suelo “está en el límite del desmonte, relave o escoria”, tal como se desprende visualmente. En todo caso, la manifestación no se hace sobre los desmontes, relaves o escorias, sino que respecto de las sustancias minerales concesibles que en éstos se encuentran.

Tratándose de escorias y relaves el establecimiento de beneficio debe estar abandonado, pero ¿cuándo lo está? Al respecto la ley no da ninguna señal, por lo que es una cuestión de hecho que debe determinarse caso a caso, que además, no es dificil de probar: que no viva nadie, que no hayan ciudadores, que las instalaciones estén maltratadas por el tiempo, etc.

De todo lo anterior, puede concluirse que los desechos mineros también están regulados por la legislación minera.

Ahora bien, ¿qué pasa si explorando una concesión se encuentran sustancias no concesibles por ley?, al respecto responde el artículo 9 del Código de Minería.
“Podrá constituirse concesión minera sobre las sustancias concesibles de un yacimiento, aunque éste contenga también sustancias no concesibles. 

Se deberá comunicar al Estado la existencia de las sustancias no concesibles que se encuentren con ocasión de la exploración, de la explotación o del beneficio de las sustancias procedentes de pertenencias. El Estado podrá exigir a los productores que separen, de los productos mineros, la parte de las sustancias no concesibles que tengan presencia significativa en el producto, es decir, que sean susceptibles de ser reducidas o separadas desde un punto de vista técnico y económico, para entregársela o para enajenarla por cuenta de él. Mientras el Estado no formule esa exigencia al productor, se presumirá de derecho que las sustancias no concesibles contenidas en los productos mineros respectivos no tienen presencia significativa en ellos. 

El Estado deberá reembolsar, antes de la entrega, los gastos en que haya incurrido el productor para efectuar la reducción y entrega y, además, deberá costear ras modificaciones y las obras complementarias que fuere necesario realizar para operar la reducción o separación en el país, caso en el cual también pagará las indemnizaciones de los perjuicios que se ocasionen con motivo de la realización de esas modificaciones y obras complementarias. Estas últimas obras serán de propiedad estatal. 

El incumplimiento de las obligaciones que este artículo impone a los productores les hará incurrir en una multa, que aplicará el juez, sujeta, en lo demás, a las normas del artículo 11. 

En todo caso, si se enajenan sustancias no concesibles cuya entrega haya exigido el Estado conforme al inciso segundo, el monto de la multa será la cuarta parte del valor de las sustancias enajenadas, sin perjuicio de la obligación de entregarle su precio sin deducción alguna. 

Las referencias al Estado de este artículo se entenderán hechas a la Comisión Chilena de Energía Nuclear, tratándose del litio; y al Ministerio de Minería, tratándose de hidrocarburos líquidos o gaseosos. Todas las cuestiones que suscite la aplicación de este artículo serán resueltas por el juez respectivo.” (art.9 CM).

La ley orgánica de concesiones mineras, establece como de valor estratégico a todos los productos minerales con presencia significativa de torio o uranio; productos que son concesibles, pero su comercialización y disponibilidad se encuentran limitadas por el derecho de primera opción de compra que tiene el Estado respecto de éstos.

“Todo concesionario minero, en cuanto tal, tiene la obligación de sujetarse a las normas relativas al derecho del Estado de primera opción de compra, al precio y modalidad habituales del mercado, de los productos minerales que esta ley declare de valor estratégico por contener determinadas sustancias en presencia significativa. 

El Código de Minería establecerá la forma, oportunidad y modalidades como el Estado podrá ejercer este derecho; las sanciones por las infracciones en que se incurra, y la forma de resolver las dificultades que surjan. 

Son de valor estratégico los productos minerales en los que el torio o el uranio tengan presencia significativa. Para los efectos de este artículo y del siguiente, se entiende que una sustancia tiene presencia significativa dentro de un producto minero, cuando es susceptible de ser reducida desde un punto de vista técnico y económico”. (art.15 LOC concesiones mineras)

En la legislación anterior, el torio y el uranio eran reservados para el Estado, pero por falta de dinero se prefirió establecer un sistema en el que sean estos elementos “buscados” por los particulares y que éstos luego se los vendan al Estado; procedimiento el cual se encuentra regulado en el artículo 10 del Código de Minería, procedimiento que es distinto, dependiendo si se trata de un productor esporádico o de un productor permanente.

“El Estado tiene, al precio y modalidades habituales del mercado, el derecho de primera opción de compra de los productos mineros originados en explotaciones mineras desarrolladas en el país en los que el torio o el uranio tengan presencia significativa. 

Si estos productos se obtienen esporádicamente, su productor deberá comunicar su obtención a la Comisión Chilena de Energía Nuclear a fin de que ésta pueda ejercer aquel derecho por cuenta del Estado, y le señalará la cantidad, calidad y demás características del producto, su precio de mercado y la forma, oportunidad y lugar de su entrega. Esta comunicación constituirá una oferta de venta con plazo de espera y obligará a no disponer del producto durante los tres meses siguientes a la fecha de su recepción. 

La Comisión podrá aceptar o rechazar libremente la oferta, en todo o parte. Si la aceptare, indicará un plazo, no mayor de dos meses contado desde la respectiva entrega de productos, en el cual se pagará su precio. 

La oferta caducará si no es aceptada dentro de los tres meses de espera. Con todo, la oferta no caducará si, dentro de este plazo, la Comisión pide al juez que, con citación del productor, designe un experto para que éste, como tercero, establezca el precio y las modalidades de la compraventa. La Comisión dispondrá de un mes, desde que el experto le comunique su resolución, para aceptar, en todo o parte, la oferta en los términos establecidos por el experto. Si no lo hace en ese plazo, caducará la oferta. 

Si estos productos se obtienen en forma habitual, su productor, a más tardar en septiembre de cada año, comunicará a la Comisión sus programas mensuales de producción estimados para el año calendario siguiente, a fin de que ésta pueda ejercer, por cuenta del Estado, el derecho de primera opción de compra. El productor también dará cuenta a la Comisión, de inmediato, de todas las variaciones que experimenten esos programas. La comunicación, que deberá contener todas las menciones indicadas en el inciso segundo, constituirá una oferta de venta con plazo de espera y obligará a no disponer del producto de cada mes hasta el último día del mes de su obtención. 

La Comisión podrá aceptar o rechazar libremente la oferta, en todo o parte. Si la aceptare, el precio de cada entrega se pagará dentro de los dos meses siguientes a ella. 

La oferta caducará si no es aceptada dentro del plazo establecido en el inciso sexto. En lo demás, se aplicarán las normas del inciso cuarto”. (art.10 CM).

Del estudio del artículo anterior, puede sintetizarse el procedimiento contenido en éste del siguiente modo:

a. Producción esporádica:

· El minero debe comunicar a la Comisión Chilena de Energía Nuclear (organismo que, en representación del Estado, puede ejercer el derecho de primera opción de compra).

· La comunicación debe hacerse dentro de un periodo prudente y a la mayor conveniencioa del productor; la ley nada dice al respecto. Debe ser prudencial en orden a evitar la aplicacuión de sanciones.

· Contenido de la comunicación:

· Cantidad del producto. 

· Calidad del producto. 

· Otras características del producto. 

· Precio de mercado. 

· Forma, oportunidad y lugar de la entrega. 

· Efectos jurídicos de la comunicación: constituye una oferta de venta con lazo de espera; obliga al productor a no disponer del producto durante tres meses desde la recepción de la comunicación.

· Aceptación de la oferta:
· Debe aceptarse demntro de los tres meses de espera antes mencionados, en caso contrario caduca la oferta.

· Si acepta derechamemente debe indicar un plazo no mayor a dos meses, desde la entrega, para pagar el precio.

· Puede pedir, dentro de los tres meses, al juez, con citación del prodcutor, designación de un experto (no es un perito), quien como tercero establecerá precio y modalidades de la compraventa; caso en el cual no caduca la oferta. Desde que el experto comunique suresolución a la Comisión, ésta cuenta con un mes para aceptar en todo o parte; si no lo hace caduca la oferta.

· Rechazo o caducidad de la oferta. Los efectos son los mismos: el productor es libre de disponer y comercializar el prodcuto.
b. Producción habitual: 
· El minero debe comunicar a la Comisión Chilena de Energía Nuclear (organismo que, en representación del Estado, puede ejercer el derecho de primera opción de compra).

· La comunicación debe hacerse, a más tardar, en septiembre de cada año.

· Contenido de la comunicación:

· Cantidad del producto. 

· Calidad del producto. 

· Otras características del producto. 

· Precio de mercado. 

· Forma, oportunidad y lugar de la entrega. 

· El productor está obligado a informar sus programas mensuales de producción estimados para el año calendario siguiente. Así como a dar cuenta, inmediatamente, de cualquier variación de éstos.

· Efectos jurídicos de la comunicación: constituye una oferta con plazo de espera, el productor se obliga a no disponer del prodcuto de cada mes, hasta el último día del mes de su obtención.

· Aceptación de la oferta: 

· Debe aceptarse dentro de dos meses, en caso contrario caduca la oferta.

· Si acepta derechamemente debe pagar el precio dentro de los dos meses siguientes a la oferta.

· Puede pedir, dentro de los dos meses, al juez, con citación del productor, designación de un experto (no es un perito), quien como tercero establecerá precio y modalidades de la compraventa; caso en el cual no caduca la oferta. Desde que el experto comunique suresolución a la Comisión, ésta cuenta con un mes para aceptar en todo o parte; si no lo hace caduca la oferta.

· Rechazo o caducidad de la oferta. Los efectos son los mismos: el productor es libre de disponer y comercializar el prodcuto.
Tanto el productor habitual como el esporádico, de acuerdo a lo antedicjçho están sujetos a un aserie de obligaciones, cuyo incumplimiento implica el ser sancionados con el pago de una multa, a beneficio fiscal, hasta por el valor de mercado de los productos de que se trate; se aplicará el monto máximo de la multa si el incumplimiento consistió en enajenar los productos a terceros en el plazo en que la Comisión podría haber ejercido el derecho de primera opción de compra. Esta multa que tiene mérito ejecutivo es impuesta, administrativamente, por la Comisión. De la resolución que la impone puede reclamarse ante la Corte de Apelaciones respectiva dentro del plazod de diez días, contados desde su notificación, previa consignación a la orden de la Corte del 10% de la multa. La Corte confiere traslado por seis días a la Comisión, evacuado éste, la Corte oirá el dictam,en de su Fiscal, luego traerá los autos en relación, para proseguir su tramitación de acuerdo a las reglas de apelación de los incidentes. Desechada que sea la reclamación la consignación queda a beneficio fiscal.

“El incumplimiento de las obligaciones que le impone el artículo precedente sujetará al productor al pago de una multa, a beneficio fiscal, hasta por el valor de mercado de los productos de que se trate. 

Si el incumplimiento consiste en que ellos se han enajenado a terceros dentro del plazo en que la Comisión tiene el derecho de primera opción de compra, se aplicará precisamente el monto máximo de la multa. La Comisión aplicará administrativamente la multa, y su resolución tendrá mérito ejecutivo. 

Contra ella podrá reclamarse ante la Corte de Apelaciones dentro del plazo de diez días, contado desde su notificación, acompañando boleta de consignación a la orden de la Corte por el diez por ciento de la multa. La Corte dará traslado por seis días a la Comisión. Con su respuesta o en su rebeldía, la Corte oirá el dictamen de su Fiscal y luego se traerán los autos en relación. 

En lo demás, se procederá conforme a las reglas sobre la apelación de los incidentes. Desechada la reclamación, la suma consignada quedará a beneficio fiscal.”(art.11 CM).

Ahora bien, en los artículos precedentes y en los temas que éstos tratan se presentan dos conceptos de modo recurrente y que son de suma importancia, cuyo significado es el siguiente:

· Presencia significativa (en un producto minero). Si es susceptible de ser reducida o separada desde un punto de vista técnico y económico, cuando el mayor costo total que impliquen su recuperación mediante procedimientos técnicos de aprobada aplicación, su comercialización y su entrega, sea inferior a su valor comercial. (art.12/1 CM y art.15/f LOC)

· Producto minero. Toda sustancia mineral ya extraída, aunque no haya sido objeto de beneficio. (art.12/2 CM)

Exploración y explotación de las sustancias minerales concesibles:

Entonces, a modo de conclusión y adelantando algunos conceptos, puede afirmarse, respecto de las sustancias minerales concesibles, que su exploración y explotación sólo puede hacerse en virtud de concesiones mineras que se constituyen por un procedimiento judicial. 

Para ser titular de una concesión, junto a cumplir todos los requisitos y gestiones judiciales debe cumplirse con la función social que justifica su otorgamiento, esto es, ampararla, lo que se traduce en el pago de una patente minera.

La única limitación a explorar y explotar estas sustancias es el derecho preferente del Estado de opción de primera compra respecto de los materiales estratégicos, en los que el torio y el uranio tenga presencia significativa, limitación que únicamente entraba su comercialización.

Si el Estado ejerce su facultad de explorar con exclusividad o explotar sustancias minerales concesibles, debe actuar por medio de empresas, respecto de las cuales sea dueño o tenga participación; empresas que, al igual que los particulares, deben constituir o adquirir la respectiva concesión minera.

2. Sustancias minerales no concesibles:

Esta materia es tratada en el artículo 19Nº24/7 CPR, en el artículo 3/4 de la LOC sobre concesiones mineras y en el artículo 7 del Código de Minería.

“Corresponde a la ley determinar que sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados  los hidrocarburos líquidos o gaseosos, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación.” (art.19Nº24/7 CPR)
“No son susceptibles de concesión minera los hidrocarburos líquidos o gaseosos, el litio, los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional ni los yacimientos de cualquier especie situados en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional con efectos mineros, sin perjuicio de las concesiones mineras válidamente constituidas con anterioridad a la correspondiente declaración de no concesibilidad o de importancia para la seguridad nacional. “ (art.3/4 LOC)

“No son susceptibles de concesión minera los hidrocarburos líquidos o gaseosos, el litio, los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional ni los yacimientos de cualquier especie situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional con efectos mineros, sin perjuicio de las concesiones mineras válidamente constituidas con anterioridad a la correspondiente declaración de no concesibilidad o de importancia para la seguridad nacional.” (art.7 CM)
Los dos últimos artículos establecen una excepción a la inconcesibilidad, en orden a respetar las concesiones mineras válidamente constituidas con anterioridad a la declaración de no concesibilidad o de importancia para la seguridad nacional, ya que, en caso contrario, constituiría una excepción.

Por lo tanto, puede afirmarse que las únicas sustancias inconcesibles son los hidrocarburos líquidos y gaseosos y el litio; no obstante lo anterior, existen sustancias que, siendo naturalmente concesibles, devienen en inconcesibles por el lugar geográfico en que están situadas. Junto a las sustancias y casos anteriores de inconcesibilidad que expresamente contempla la legislación minera; existe otro caso más que se deduce, a contrario sensu, de nuestra legislación y que está contemplado en los artículos 3/2 de la LOC y 5 del Código. Toda vez que si en los yacimientos, de cualquier especie, que se encuentren en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional, no se tiene acceso a las sustancias minerales por túneles desde tierra, éstas no serán concesibles.

“Son concesibles, y respecto de ellas cualquier interesado podrá constituir concesión minera, todas las sustancias minerales metálicas y no metálicas y, en general, toda sustancia fósil, en cualquier forma en que naturalmente se presenten, incluyéndose las existentes en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional que tengan acceso por túneles desde tierra. “ (art.3/2 LOC).

“Son concesibles, o denunciables, las sustancias minerales metálicas y no metálicas y, en general, toda sustancia fósil, en cualquier forma en que naturalmente se presente, incluyéndose las existentes en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional a las que se tenga acceso por túneles desde tierra.” (art.5 CM)

Así las cosas, son sustancias minerales no concesibles, naturalmente o por su ubicación:

· Hidrocarburos líquidos o gaseosos. Petróleo, bencina.

· Litio.

· Yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional.

· Los yacimientos de cualquier especie, situados, en todo o parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional con efectos mineros. La declaración legislativa debe señalar en forma expresa que es “con efectos mineros”.
· Los yacimientos de cualquier especie, situados en el subsuelo de las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional, a las que no se tenga acceso por túneles desde la tierra.

El hecho de que un yacimiento contenga sustancias minerales no concesibles no obsta a que pueda constituirse una concesión minera sobre las sustancias concesibles que en éste se encuentren. Pero si se encontrasen sustancias no concesibles en presencia significativa, el minero (productor) debe dar aviso al Estado, nuevamente en un plazo prudente; si se trata de litio, el aviso se dará a la Comisión Chilena de Energía Nuclear, ahora bien, si se trata de hidrocarburos, sean líquidos o gaseosos, se da aviso al Ministerio de Minería. Se desprende de esta obligación de dar aviso que “la concesión minera no da derecho a su titular para apropiarse de las sustancias no concesibles con presencia significativa, dentro del producto minero apropiable” (art.16/2 LOC).

Dado el aviso, el Estado puede exigir a los productores que separen de los productos mineros, la parte de las sustancias no concesibles que tengan presencia significativa en el producto; mientras el Estado no haga esta exigencia se presume de derecho que las sustancias no concesibles no tienen presencia significativa en los productos mineros. El Estado está obligado a reembolsar, previo a la entrega, los gastos en que haya incurrido el productor para seprar y entregar; así como las modificaciones y obras complementarias en que haya debido incurrir el productor para dar cumplimiento al requerimiento estatal (siempre que se ahayn efectuado en el páis), así como las indemnizaciones por los perjuicios que se ocasionen por las modificaciones y obras complementarias, las que pasan a ser propiedad del Estado. 

Al respecto hay que tener presente que respecto de las sustancias minerales no concesibles el Estado no tiene el derecho a la primera opción de compra, sino que es el dueño de éstas.

El incumplimiento de alguna de estas obligaciones por parte del productor es sancionado con la multa que especifica el artícullo 11 del Código de Minería, multa que será aplicada por el juez de letras. Si el incumplimiento es producto de la enejenación de estas sustancias no concesibles, respecto de las cuales el estado haya exigido su entrega, a terceros; la multa asciende a la cuarta parte del valor de las sustancias enajenadas; sin perjuicio de la obligación de entregarle el precio.

De toda cuestión que suscite la aplicación de este procedimiento conoce el juez del lugar en que se encuentre la concesión o el establecimiento de beneficios, y de acuerdo al procedimiento sumarísimo contemplado en el arículo 234 del Código de Minería.

“Podrá constituirse concesión minera sobre las sustancias concesibles de un yacimiento, aunque éste contenga también sustancias no concesibles. 

Se deberá comunicar al Estado la existencia de las sustancias no concesibles que se encuentren con ocasión de la exploración, de la explotación o del beneficio de las sustancias procedentes de pertenencias. El Estado podrá exigir a los productores que separen, de los productos mineros, la parte de las sustancias no concesibles que tengan presencia significativa en el producto, es decir, que sean susceptibles de ser reducidas o separadas desde un punto de vista técnico y económico, para entregársela o para enajenarla por cuenta de él. Mientras el Estado no formule esa exigencia al productor, se presumirá de derecho que las sustancias no concesibles contenidas en los productos mineros respectivos no tienen presencia significativa en ellos. 

El Estado deberá reembolsar, antes de la entrega, los gastos en que haya incurrido el productor para efectuar la reducción y entrega y, además, deberá costear ras modificaciones y las obras complementarias que fuere necesario realizar para operar la reducción o separación en el país, caso en el cual también pagará las indemnizaciones de los perjuicios que se ocasionen con motivo de la realización de esas modificaciones y obras complementarias. Estas últimas obras serán de propiedad estatal. 

El incumplimiento de las obligaciones que este artículo impone a los productores les hará incurrir en una multa, que aplicará el juez, sujeta, en lo demás, a las normas del artículo 11. 

En todo caso, si se enajenan sustancias no concesibles cuya entrega haya exigido el Estado conforme al inciso segundo, el monto de la multa será la cuarta parte del valor de las sustancias enajenadas, sin perjuicio de la obligación de entregarle su precio sin deducción alguna. 

Las referencias al Estado de este artículo se entenderán hechas a la Comisión Chilena de Energía Nuclear, tratándose del litio; y al Ministerio de Minería, tratándose de hidrocarburos líquidos o gaseosos. Todas las cuestiones que suscite la aplicación de este artículo serán resueltas por el juez respectivo.” (art.9 CM).

Exploración y explotación de las sustancias minerales no concesibles:

Recapitulando y adelantando algo, hay que decir que respecto de las sustancias inconcesibles y las naturalmente concesibles pero que por su localización devienen en inconcesibles su exploración, explotación o beneficio será ejecutado, de acuerdo al art.19N24/10 CPR, de alguna de las siguientes formas:

1. Directamente por el Estado. A través de un ministerio u organismo ad-hoc.

2. A través de empresas estatales.

3. Por medio de concesiones administrativas.

4. Por medio de contratos especiales de operación.

La concesión administrativa es el derecho que otorga directamente el Estado, vía administrativa, a los particulares para que explren, exploten o beneficien las sustancias minerales inconcesibles o aquellas que se tengan por tales en razón de su ubicación, con los requisitos, condiciones y plazo que fije el Presidente de la República por decreto supremo. Esta concesión sólo puede recaer sobre sustancias no concesibles.

El contrato especial de operación es aquel en virtud del cual una persona, natural o jurídica, chilena o extranjera (contratista) se obliga a realizar para el Estado, empresa u organismo estatal todo o parte de las actividades correspondientes a la fase de explración, a la de explotación y a la de beneficio de alguna (s) de las sustancias minerales inconcesibles o que se tengan por tales, en el lugar, forma, plazo, pago y condiciones que se estipulen.

3. Sustancias que no se consideran minerales por ley:

“No se considerarán sustancias minerales y, por tanto, no se rigen por el presente Código, las arcillas superficiales y las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción. 

Las salinas artificiales formadas en las riberas del mar, lagunas o lagos, tampoco se consideran sustancias minerales, y el derecho a explotarlas corresponde a los propietarios riberanos dentro de sus respectivas líneas de demarcación, prolongadas directamente hasta el agua, debiendo aplicarse para este efecto las reglas que establece el artículo 651 del Código Civil.” (art.13 CM) 

“No se consideran sustancias minerales las arcillas superficiales, las salinas artificiales, las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción, todas las cuales se rigen por el derecho común o por las normas especiales que a su respecto dicte el Código de Minería. “ (art.3/f LOC)

Por lo tanto, no obstante que naturalmente son sustancias minerales, la ley no considera minerales a las siguientes sustancias:

· Arcillas superficiales. Tradicionalmente se excluyen en orden a proteger la actividad agropecuaria; ya que la mayoría de los terrenos agricolas tienen un alto contenido de arcilla. Las arcillas profundas, a contrario sensu, son concesibles. 

· Arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción. Maicillos, ripio, ocres, etc.
· Salinas artificiales formadas en las riberas del mar, ríos o lagos. Nuevamente, a contrario sensu, las salinas naturales son concesibles.
Todas las sustancias que la ley no considera minerales pertenecen al propietario del predio superficial, quien puede explotarlas con entera libertad, de acuerdo al derecho común.

Exploración y explotación de las sustancias que no se consideran minerales por ley:

Como ya se adelantara, la exploración y explotación de estas sustancias se rige por las reglas del derecho común; por lo tanto, el dueño superficial del terreno en que se encuentren podrá disponer de ella a su entero arbitrio. Así como respecto de las salinas artificiales su explración y explotación corresponde a los propietarios riberanos dentro de sus propias líneas de demarcación, prolongadas directamente hasta el agua. Respecto de todas estas sustancias, el dueño puede comercializarlas con entera libertad, sin sujetarse, en caso alguno, a la legislación minera.

Capacidad para adquirir derechos mineros: (art.22 y ss CM)

En términos generales, la capacidad es “la aptitud para adquirir y ser titular de derechos, obligaciones y poder ejercerlos”. La regla general es la capacidad (art.1446CC), la excepción es la incapacidad (art.1447 CC). La capacidad puede ser de dos tipos:

· De goce: existente respecto de todos

· De ejercicio: existente sólo de los sujetos capaces

Las incapacidades a su vez son de dos tipos:

· Absolutas: Dementes, impúberes  y los sordomudos que no pueden darse a  entender por escrito. No pueden ejecutar actos por si mismos ni aún con autorización.

· Relativas: Menores adultos y los disipadores interdictos. Los sujetos afectos a ellas pueden actuar por si mismos autorizados por su representante legal

En materia minera, la relación entre la regla general y la excepción es la misma, así el artículo 22 del Código de Minería, el cual establece la capacidad general para practicamente “todo el espectro de la actividad minera”; prescribe:

“Toda persona puede hacer manifestaciones o pedimentos y adquirir concesiones mineras en trámite o constituidas, o cuotas en ellas, o acciones en sociedades regidas por este Código.” (art.22/1 CM).

Para el caso de los relativamente incapaces la ley ha dispuesto que, por excepción, pueden hacer pedimentos o manifestaciones sin necesidad de consentimiento o autorización de sus respectivos representantes legales. Tratándose del menor adulto, los derechos así adquiridos se incorporan a su peculio profesional. 

Los derechos adquiridos en virtud de pedimentos o manifestaciones, por mujeres casadas en régimen de sociedad conyugal ingresan al haber social, a menos que sea aplicable el artículo 150 del Código Civil, esto es, que se trate de bienes reservados de l mujer casada, que son aquellos obtenidos en el desempeño de alg{un empleo o que ejerza una profesión, oficio o industrioa separadamente del marido, caso en el cual ongresan a su propio patrimionio.

“Los derechos adquiridos en virtud del artículo anterior por los menores adultos quedarán incorporados a su peculio industrial. Los adquiridos por las mujeres casadas en régimen de sociedad conyugal ingresarán al haber social, a menos que sea aplicable el artículo 150 del Código Civil.” (art.25 CM)

Incapacidades especiales en materia minera:

Hay ciertas personas a quienes, por razones de interés nacional les está prohibido hacer manifestaciones, pedimentos, adquirir concesiones mineras (en trámite o constiutuidas) o cuotas de ellas, o acciones en sociedades regidas por el Códgo de Minería (legales o convencionales); en otras palabras, pesda sobre elas un aincapacidad especial. El fundamento de esta incapacidad asse encuentra en el hecho de que en razón de sus cargos estas personas conocen de la constitución y existencia misma de las concesiones; es decir, dado que intervienen o pueden intervenir en el procedimiento, o porque manejan o acceden a información vinculada a nuevos descubrimientos mineros podrían utilizar dicha inforemación en beneficio personal. Tales personas son:

1. Funcionarios del poder judicial o sujetos a su control. Esto por que el procedimiento de cfonstitución de las concwsiones mineras se realiza en sede judicial; claro que esta incapacidad está referida a las áreas jurisdiccionales donde estas personas ejerzan jurisdicción. En las Cortes de Apelaciones no se incluyen a sus funcionarios ya que su particiupación es casi nula, dice relación sólo con la puesta tabla, designación de funcionarios y relator; es su participación, entonces, pública. En los Juzgados de Letras también participan, asistiendo al juez y al secretario, los demás funcionarios del Tribunal, sobre quienes pesa la misma incapacidad. Dentro de quienes participan en la constitución de la propiedad minera se exceptúan quienes confeccionan el Boletín Minero.
2. Funcionarios del Estado, de sus organismos o empresas. Se refiere, principalmente, a aquellos que manejen información minera y geológica (SERNAGEOMIN); si bien su participación es activa, se encuentra bastanmte limitada; esta incapacidad se extiende hasta un año después de haber dejado el cargo que los incapacitaba.
3. Cónyuge e hijos de las personas antedichas. Se refiere a cónyuge no divorciado a perpetuidad y a los hijos de familia, es decir, aquelos que no emancipados.

Con todo, hay que tener presente que la incapacidad no es absoluta, toda vez que todas estas personas podrían adquirir derechos mineros por sucesión u otro título anterior al hecho que origina la prohibición, tal como lo sería una promesa de compraventa, una donación etc. también estas personas podrían arrendarlas concesiones o celebrar un contrato de avio. La prohibición es respecto de hacer manifestaciones o pedimentos y adquirir estos derechos.

“Por exigirlo el interés nacional, se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior: 

1. Los Ministros de las Cortes de Apelaciones, los Jueces y Secretarios de los Juzgados de Letras en lo Civil, los Conservadores de Minas, y los empleados de tales Juzgados y Conservadores, respecto de terrenos o concesiones situados, total o parcialmente, dentro de los respectivos territorios jurisdiccionales o de sus oficios, o de acciones de las referidas sociedades, dueñas de dichas concesiones; 

2. Los funcionarios del Estado o de sus organismos o empresas que, en razón de sus cargos, tengan intervención en la constitución de concesiones mineras o acceso a información de carácter geológico o minero, o relativa a descubrimientos mineros, hasta un año después de haber dejado el cargo, y 

3. El cónyuge no divorciado perpetuamente y los hijos de familia de las personas mencionadas en los números anteriores. 

Con todo, las personas mencionadas en el inciso anterior podrán adquirir por sucesión por causa de muerte o en virtud de un título anterior al hecho que da origen a la prohibición.” (art.22/2 y 3 CM)

¿Como se resguarda el cumplimiento del art.22?

Sistema del “acusete”. Cualquier contravención puede ser denunciada por cualquier persona al juez respectivo y, comprobada que sea la efectividad de la contravención, los derechos de que se trate, mientras se encuentren en poder del infractor denunciado, se transferirán a la persona que haya reaizado la denuncia. Si el infractor denunciado es de aquellas personas contempladas en los números 1 y 2 (poder judicial y funcionarios del estado) del artículo 22, junto a la sanción anterior, sufrirá la pena de inhabilitación especial temporal en su grado medio para el cargo que desempeñan.

“La contravención de cualquiera de las prohibiciones establecidas en el artículo anterior será sancionada, mientras el pedimento, la manifestación, la concesión o las acciones estén en poder del infractor, con su transferencia a la persona que primero denuncie el hecho ante el juez respectivo. 

En todo caso, las personas a que se refieren los números 1 y 2 del artículo precedente, que incurran en la contravención sufrirán además, la pena de inhabilitación especial temporal en su grado medio para el cargo que desempeñen.” (art.23 CM).

El artículo 24 del Código de Minería declara la capacidad de los incapaces relativos para hacer pedimentos o manifestaciones; sin perjuicio de no serlo para os trámites posteriores de la constitución de la propiedad minera, trámites que deben realizar sus representantes legales, como lo establece el artículo 25. Claro está que del texto de este artículo debe entenderse derogada tácitamente la mención que hace respecto de la mujer casada en sociedad conyugal.

“Los menores adultos, las mujeres casadas en régimen de sociedad conyugal y los disipadores sujetos a interdicción podrán hacer pedimentos o manifestaciones sin necesidad del consentimiento o autorización de sus respectivos representantes legales.” (art.24 CM) 

“Los derechos adquiridos en virtud del artículo anterior por los menores adultos quedarán incorporados a su peculio industrial. Los adquiridos por las mujeres casadas en régimen de sociedad conyugal ingresarán al haber social, a menos que sea aplicable el artículo 150 del Código Civil.” (art.25 CM) 

Facultad de catar y cavar: (art.14 y ss CM)

Catar es una expresión antigua española que ya estaba en las ordenanzas, la expresión correcta debiese ser catear. Significa percibir, estar mirando, buscar sustancias minerales. Cavar significa remover la tierra.

La ley reconoce a todas las personas la facultad, a facultad de explorar terrenos, examinar la tierra y de abrirla para investigar en busca de yacimientos mineros por todo el territorio nacional. Esta facultad no se ejerce en virtud de alguna autorización que otorgue el Estado o algún tribunal de justicia. La ley no la contempla como derecho, sino que como una mera facultad. Para ejercer esta facultad, sin amparase en ningún derecho, pueden constituirse las servidumbres transitorias sobre los predios superficiales que sean necesarias para buscar dichas sustancias (art.19 CM); dichas servidumbres (transitorias) sólo pueden extenderse hasta por seis meses y se requieren al juez.

“La facultad de catar y cavar comprende no sólo la de examinar la tierra y la de abrirla para investigar, sino también la de imponer transitoriamente sobre los predios superficiales las servidumbres que sean necesarias para la búsqueda de sustancias minerales. 

La duración de tales servidumbres no excederá de seis meses contados desde la iniciación de su ejercicio. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la constitución de estas servidumbres, su ejercicio, las indemnizaciones correspondientes y demás características se regularán conforme a lo dispuesto en los artículos 122 a 125. 

Para solicitar su constitución judicial en los lugares a que se refieren el inciso final del artículo 15 y el artículo 17, será necesario acompañar los permisos prescritos en esas disposiciones. 

No será necesario imponer servidumbres cuando la facultad de catar y cavar se ejercite en terrenos fiscales o municipales, abiertos e incultos.” (art.19 CM) 

Para catar o cavar, hay que distinguir si el terreno en que se pretende ejercer esta facultad se encuentra abierto e inculto o no; en terrenos cerrados (cercados) y cultivados se debe pedir autorización al dueño, poseedoro o tenedor del terreno, quien debe dar su autorización por escrito; si se tratas deterrenos municipales o estatales, la autorización se solicitará al gobernador o alcalde correspondiente; todo lo anterior, sin ser necesaria la titularidad de una concesión minera, de un pedimento o manifestación para ejercerla. Junto al permiso del dueño, o del gobernador o alcalde correspondiente, deben obtebnerse una serie de permisos de la autoridad correspondiente. Sin perjuicio de la libertad para ejercer esta facultad, los perjuicios que se causen con motivo de su ejercicio han de ser indemnizados.

“Toda persona tiene la facultad de catar y cavar en tierras de cualquier dominio, salvo en aquellas comprendidas en los límites de una concesión minera ajena, con el objeto de buscar sustancias minerales. 

Los perjuicios que se causen con motivo del ejercicio de esta facultad deberán indemnizarse. El juicio respectivo se tramitará conforme a lo dispuesto en el artículo 233.” (art.14 CM) 

“Se podrá catar y cavar, libremente, en terrenos abiertos e incultos, quienquiera sea su dueño. 

En los demás terrenos, será necesario el permiso escrito del dueño del suelo o de su poseedor o de su tenedor. Cuando el dueño sea la Nación o la Municipalidad, el permiso deberá solicitarse del gobernador o alcalde que corresponda.” (art.15 CM) 

Para el ejercicio de esta facultad pueden distinguirse tres formas de cateo, a saber:

1. Cateo libre. Es aquel que cuaquiera puede realizar en terrenos abiertos e incultos, quienquiera que fuere el dueño del terreno; sin sujeción a autorización o permiso previo de persona o autoridad alguna. En otros terrenos, puede buscarse sustancia minerales, empleando desde afuera de éstos, equipos o instrumentos con tal objeto.
2. Cateo reglamentado. Es el punto medio entre el cateo libre y el prohibido y se encuentra regulado en el Código de Minería. 
· Si el terreno está cercado y/o cultivado debe solicitarse autorización por escrito al dueño, poseedor o tenedor del terreno. 
· En caso de negativa puede ocurrirse ante el juez y solicitarle autorización para catar y cavar; en este caso el juez está obligado a otorgar el permiso (si no existe causa legal para negarse), aun en contra de la voluntad del dueño. En este caso, el permiso que otorga el juez debe ser reglamentado (art.16 CM), de este modo:
· Fijará el número de personas que pueden emplearse en la búsqueda.
· Las labores sólo podrán llevarse a cabo cuando no hayan frutos pendientes en el terreno.
· Que el tiempo de realización de las labores no exceda de seis meses.
· Que el solicitante indemnice todo daño que cause co o con ocasión de las labores, debiendo previamente rendir caución calificada por el juez, para asegurar el cumplimiento de esta obligación, si así lo exigiere el afectado.
· No procede la autorización judicial, por tanto sólo puede autorizar el dueño del suelo, si la utorización se pide para catar y cavar en la casa o sus dependencias, o terrenos cultivados con vides o arboles frutales. 
· En caso de proceder la autorizació judicial, la mejor vía de evitar que entren a catar y cavar es constituir una concesión minera.
3. Cateo prohibido. No se puede ejerecr la facultad de catar y cavar en los terrenos comprendidos dentro de una concesión minera ajena. En caso alguno se pueden efectuar lñabores mineras en los terrenos de una concesión minera ajena, ya que dicha facultad es  exclusiva e inherente al titular de lla concesión y emana de su derecho excvlusivo de propiedad reconocido en la Cosntitución. La negativa del concesionario hace imposible la intervención del juez, quien carece de la facultad para otorgar esrte permiso.
 Referido a la facultad de catar y cavar se hacía referencia a una serie de permisos que era necesario obtener por parte de las autoridades correspondientes, sin perjuicio del permiso del dueño o del juez en su caso. El artículo 17 del Cóodigo de Minería se encarga de esta materia, sin perjuicio de su posición en el Código, los permisos que contempla esta norma no sólo se aplican a la facultad de catar y cavar, sino que a cualquier labor o trabajo minero, por lo tanto, estso permisos constituyen la regla común. En todo caso, la necesidad de obtener estos permisos es la regla general para efectuar labores mineras en ciertos lugares que, por su ubicación o naturaleza, quedan bajo el contro de las autoridades a las cuales hay que solicitar el permiso.

“Sin perjuicio de los permisos de que trata el artículo 15, para ejecutar labores mineras en los lugares que a continuación se señalan, se necesitará el permiso o permisos escritos de las autoridades que respectivamente se indican, otorgados en la forma que en cada caso se dispone: 

1. Del gobernador respectivo, para ejecutar labores mineras dentro de una ciudad o población, en cementerios, en playas de puertos habilitados y en sitios destinados a la captación de las aguas necesarias para un pueblo; a menor distancia de cincuenta metros, medidos horizontalmente, de edificios, caminos públicos, ferrocarriles, líneas eléctricas de alta tensión, andariveles, conductos, defensas fluviales, cursos de agua y lagos de uso público, y a menor distancia de doscientos metros, medidos horizontalmente, de obras de embalse, estaciones de radiocomunicaciones, antenas e instalaciones de telecomunicaciones. 

No se necesitará este permiso cuando los edificios, ferrocarriles, líneas eléctricas de alta tensión, andariveles, conductos, estaciones de radiocomunicaciones, antenas e instalaciones de telecomunicaciones pertenezcan al interesado en ejecutar las labores mineras o cuando su dueño autorice al interesado para realizarlas. Antes de otorgar el permiso para ejecutar labores mineras dentro de una ciudad o población, el gobernador deberá oír al respectivo Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo; 

2. Del intendente respectivo, para ejecutar labores mineras en lugares declarados parques nacionales, reservas nacionales o monumentos naturales; 

3.  De la Dirección de Fronteras y Límites, para ejecutar labores mineras en zonas declaradas fronterizas para efectos mineros; 

4. Del Ministerio de Defensa Nacional, para ejecutar labores mineras a menos de quinientos metros de lugares destinados a depósitos de materiales explosivos o inflamables; 

5. También del Ministerio de Defensa Nacional, para ejecutar labores mineras en zonas y recintos militares dependientes de ese Ministerio, tales como puertos y aeródromos, o en los terrenos adyacentes hasta la distancia de tres mil metros medidos horizontalmente, siempre que estos terrenos hayan sido declarados, de conformidad a la ley, necesarios para la defensa nacional, y 

6. Del Presidente de la República, para ejecutar labores mineras en covaderas o en lugares que hayan sido declarados de interés histórico o científico. 

Al otorgarse los permisos exigidos en los números anteriores, se podrá prescribir las medidas que convenga adoptar en interés de la defensa nacional, la seguridad pública o la preservación de los sitios allí referidos. 

Los permisos mencionados en los números 2, 3 y 6, excepto los relativos a covaderas, sólo serán necesarios cuando las declaraciones a que esos mismos números se refieren hayan sido hechas expresamente para efectos mineros, por decreto supremo que además señale los deslindes correspondientes. El decreto deberá ser firmado, también, por el Ministro de Minería. 

Será aplicable a los funcionarios o autoridades a quienes corresponda otorgar los permisos a que se refiere esta disposición, lo prescrito en el artículo 162 del decreto con fuerza de ley No. 338, de 1960.” (art.17 CM)

Al texto de la norma transcrita no le hacen falta mayor explicaciones, sino más bien, algunas apreciaciones:

· Respecto del número 1. Por ciudad debe comprenderse toda extensión territorial ocupada por personas; por lo amplio de este concepto ha de estarse a las zonas determinadas como urbanas. La referencia a las playas, caminos, ferrocarriles, etc. independientemente de la distancia de que se trate (menor de 50 o 200 metros) está dada para que no se vean afectados detrminados bienes de las personas o de la comunidad que sirven, o se destiunan, a su buen desarrollo, ahora bien, en estos mismos lugares y a distancias menores de las indicadas no se necesitará el permiso del gobernador si quien desea realizar labores mineras es el dueño de éstos, o si media permiso escrito de éste.

· Respecto del número 2. La declaración de parque nacional, reserva nacional o monumento natural deberá haber sido hecha expresamente para efectos mineros por decreto supremo del Ministerio de Agricultura, firmado también por el Ministro de Minería, decaración que, además, debe señalar sus deslindes. Respecto de los conceptos de parques nacionales, reservas nacionales y monumentos naturales, hay que estar a la definición legal; sin perjuicio de quue, en general, se trata de zonas protegidas por razones ambientales). Conforme a la ley N°18.362 que crea el Sistema Nacional de Areas Silvestres Protegidas del Estado, estos conceptos significan:

· Parque nacional. Área generalmente extensa; donde existen diversos ambientes únicos o representativos de la divesridad ecológica natural del país, no alterados significativamente por la acción humana, capaces de autoperpetuarse, y en que las especies de flora y fauna o las formaciones geológicas son de especial interés educativo, científico o recreativo (art.5)

· Reserva nacional. Área cuyos recursos naturales es necesario conservar y utilizar con especial cuidado, por la susceptibilidad de éstos a sufrir degradación o por su importancia relevante en el resguardo del bienestar de la comunidad. (art.7)

· Monumento natural. Área generalmente reducida, caracterizada por la presencia de especies nativas de flora y fauna o por la existencia de sitios geológicos relevantes desde el punto de vista escénico, cultural, educativo o científico. (art.6)

· Respecto del número 3.  Al igual que en e caso anterior, el decreto que declara fronteriza una zona debe hacer expresa mención de que la declaración es “con efectos mineros”. Hay que tener presente, además, que la declaración de zona fronteriza es distinta de la declaración de zona de seguridad nacional, así, la primera no obsta a su concebilidad, sino que sólo exige la obtención del permiso de que se trata.
· Respecto del número 4.  Todos los explosivos están bajo el control directo del Ministerio de Defensa, pero los lugares destinados a depósitos de materiales inflamables, por o general, pertenecen a los particulares, por lo que, en esta parte, no sería muy justificada esta disposición.
· Respecto del número 5. Sitio de interés histórico es quel que guarda relación con acontecimientos del pasado o hechos memorables que por su relevancia es necesario proteger. Sitio de interés científico es aquel que ofrece posibilidades especiales para estudios e investigaciones útiles a la ciencia. Al igual que en los casos anteriores, el decreto supremo que declara ciertas zonas como de interés histórico o científico debe haberse hecho expresamente para “efectos mineros”. Las covaderas, sin perjuicio de ser concesibles, deben dar cumplimiento a esta disposición y, además, al DFL N°25 de Reforma Agraria de 1963, modificado por el DL3.557 cuyo artículo 3 dispone que “corresponderá al Ministerio de Agricultura informar al Ministerio de Minería las exigencias que deben contenplarse en los decretos de concesiones de covaderas que dicte dicho Ministerio”.
· El artículo 74 del Código Sanitario mantiene vigente la norma que dispone que no se podrá explorar en sitios donde se han alumbrado aguas subterráneas en terrenos particulares ni en aquellos lugares cuya explotación puede afectar el caudal o la calidad natural del agua, sin previa autorización del S.N.S., el que fijará las condiciones de seguridad y el área de protección de la fuente o caudal correspondiente. De lo anterior se entiende qiu esta autorización, o este artículo, es aplicable sólo cunado las aguas fluyen a un lugar en el que sirven para abastecer a la población.

Todos estos permisos que deben requerirse, de modo esencial, antes de realizar labores mineras, se recomiwenda se soliciten incluso antes de la Declaración o Estudio de Impacto Ambiental. Así las cosas, para realizar labores mineras es necesario contar con los siguientes permisos:

1. Permiso escrito del dueño; o el obtenido judicialmente.

2. Permisos de la autoridad correspondiente, incluido el Servicio Nacional de Salud en su caso.

3. Sistema de evaluación de impacto ambiental, es decir, declaración o estudio de impacto ambienta, según corresponda.

Si se efectuan labores mineras sin mediar alguno(s) de los permisos a que se refiere el artículo 17 del Código de Minería, cualquier persona puede realizar la denuncia respoectiva, toda vez que para esto se concede acción pública

“La contravención a lo dispuesto en el artículo precedente se sancionará con multa de una a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la indemnización debida por los daños que se causen. En caso de reincidencia la multa será, a lo menos, el doble de la anteriormente aplicada, pero no podrá exceder de cien unidades tributarias mensuales. 

Se concede acción pública para denunciar estas contravenciones. El juez podrá, en todo caso, decretar la suspensión provisional de las labores.” (art.18 CM) 

Procedimiento para obtener los permisos del artículo 17 CM: (arts.3 y ss del reglamento)

Todas las solicitudes se presentan al gobernador respectivo, quien constituye una especie de “ventanila única”. La solicitud contendrá:

1. Nombre, nacionalidad y domiciio del soicitante, en sucaso los de la persona que presente la solicitud a nombre de otro. Si se trata de personas naturales, se agrega su profesión u oficio y el estado civil.

2. Región y provincia, o todas sifueren vaias, dentro de cuyo territorio se pretende ejecutar las labores.

3. Descripción de las labores que se desea realizar.

De los requisitos 2 y 3 se confirma la idea de que estsos permisos de que trata el artículo 17 no son sólo para catar y cavar, sino que para cualquiera labor minera.

Tratándose del permiso del N°1 del art.17 el gobernador resolverá directamente; en los demás casos luego de resolver remitirá a la autoridad competente para resolver. Sea cual fuere el caso, la autoridad tiene e plazo de 90 días para resolver; resolución que debe, en todo cvaso, ser fundada. Si no se resiolviere en dicho plazo, primero habría que pedir a la autoridad que se resuelva; si la negativa a resolver perdura, podría interponerse reciurso de protección.

La concesión minera:

Administrativamente, se la puede definir como el derecho que confiere el Estado a cualquier persona por medio de los tribunales ordinarios de justicia para explorar o explotar las sustancias minerales concesibles que se encuentren dentro del perímetro de un terreno detrminado. Siempre que se cumpla con el fin público que justifica su otorgamiento.

Materialmete, y de acuerdo al inciso primero del artículo 28 del Código de Minería, “la extensión territorial de la concesión minera configura un sólido cuya cara superior es, en el plano horizontal, un paralelógramo de ángulos rectos, y cuya profundidad es indefinida dentro de los planos verticales que lo limitan. El largo o el ancho del paralelógramo deberá tener orientación U.T.M. norte sur.” 
En definitiva, la concesión minera es elderecho para que el concesionario, dentro de este paralelógramo, exploire y explote las sustancias minerales concesibles que en él se encuentren; toda vez que las inconcesibles son del Estado y las que la ley declara no minerales son del dueño superficial del terreno.

Objeto de la concesión minera:

“La concesión minera tiene por objeto todas las sustancias concesibles que existen dentro de sus límites.” (art.26 CM) 

Junto a lo anterior, este derecho que es la concesión minera se ejerce con exclusividad, por lo que no se tolera la existencia de concesiones superpuestas, ni la exploración o expotación de sustancias distintas a las que señala la ley.

“Sobre las sustancias concesibles existentes en terrenos cubiertos por una concesión minera no puede constituirse otra. El juez velará por la observancia de esta prohibición.” (art.27 CM) 

Características de la concesión minera:

“La concesión minera es un derecho real e inmueble distinto e independiente del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismo dueño; oponible al Estado y a cualquier persona; transferible y transmisible; susceptible de hipoteca y otros derechos reales y, en general, de todo acto o contrato; y que se rige por las mismas leyes civiles que los demás inmuebles, salvo en lo que contraríen disposiciones de la ley orgánica constitucional o del presente Código.” (art.2/1 CM) 

· Es un derecho real. Este derecho, que permite explorar y explotar las sustancias concesibles que el Estado ha otorgado al particular, constituye un derecho real que el concesionario puede ejercitar libremnente, dentro del perímetro territorial de su concesión, que puede hacer valer, además, respecto de los particulares y del Estado.

· Es inmueble. Se debe esto a la vinculación existente entre la materialidad de la concesión y el derecho de concesión. El objeto de la concesión minera (sustancias minerales concesibles) son bienes inmuebles, los que transmiten su naturaleza de tales a la concesión..

· Es un derecho distinto e independiente del predio superficial. Así, respecto de un mismo terreno pueden existir dos propietarios, el del suelo y el de las sustancias minerales del subsuelo.

· Es transferible y transmisible. La concesión miera puede ser objeto de todo acto jurídico entre vivos que importe su enajenación en todo o parte.

· Es condicional. Ambos tipos de concesiones están sujetas al cumplimiento al cumplimiento de la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento, que se cumpla con la función social que le es inherente. Se sartisface esta obligación mediante el pago de una patente anual que representa el amparo de la concesión; la que, de ese modo, se consrtituye en una condición resolutoria negativa. 

· Es divisible. Tanto material como intelectualmente; siempre y cuando las porciones resultantes tengan, al menos, las dimensiones mínimas exigidas por la ley. La división se practica por medio de un procedimiento judicial.

· Es renunciable. Dado que es un derecho otorgado en beneficio del concesionario puede renunciarse a todo o parte, a través de un procedimiento judicial que la ley establece; como constituye un acto de disposición, quien la efectúe debe ser capaz estar autorizado, o representado si es incapaz. No puede renunciarse la concsión si esta renuncia afecta derechos de terceros.

· Es generalmente inembargable. La regla general es la inembargabilidad de la concesión (así como sus inmuebles accesorios) en orden a dar estabilidad jurídica al minero; sólo es embargable en tres casos: a favor del acreedor hipotecario; cuando el deudor sea una S.A.y; cuando el deudor consienta en ello.

· Es de carácter indefinido, tratándose de la concesión de explotación. Es temporal la concesión de exploración ya que ésta dura dos años, los que son prorrogables por dos más para lo cual debe renunciarse, al menos, a la mitad de la superficie de la concesión. 

· Tiene la garantía constitucional de derecho de propiedad. “El titular de una concesión minera judicialmente constituida tiene sobre ella derecho de propiedad, protegido por la garantía del número 24 del artículo 19 de la Constitución Política. La privación de las facultades de iniciar o continuar la exploración, extracción y apropiación de las sustancias que son objeto de una concesión minera constituye privación de los atributos o facultades esenciales del dominio de ella.” (art.6 LOC)

¿Es expropiable la concesión?

“El concesionario de explotación tiene derecho exclusivo:

3. a ser indemnizado, en caso de expropiación de la concesión, por el daño patrimonial que efectivamente se le haya causado, que consiste en el valor comercial de las facultades de iniciar y continuar la extracción y apropiación de las sustancias que son objeto de la concesión. A falta de acuerdo, el valor de dicho daño será fijado por el juez, previo dictamen de peritos. Los peritos, para los efectos de la determinación del monto de la indemnización, establecerán el valor comercial de la concesión, calculando, sobre la base de las reservas de sustancias concedidas que el expropiado demuestre, el valor presente de los flujos netos de caja de la concesión.” (art.11 N°3 LOC)

¿Puede nacionalizarse la concesión?

Sin perjuicio de que algunos la sinonimizan con la expropiación; hay que tener claro que la nacionalización es de caràcter amplio, toda vez que lo que se nacionaliza es toda una actividad; si se refiere a concesiones o personas determinadas se trataría de una expropiación.

Dado que el actual Còdigo de Minería se dictó en el régimen militar se dejó a salvo la nacionalizaci´n, pero se dejó abierta la posibilidad de expropiar.

Clases de concesión:

Jurídicamente la concesión minera puede ser de explotación o pertenencia, que es de duración indefinida y faculta a su titular para explorar y explotar las sustancias minerales concesibles; o de exploración, cuya duración es de dos años prorrogables por dos más si se renuncia, al menos, a la mitad de la superficie que comprende la concesión y se otorga para investigar la existencia de sustancias minerales concesibles, no habilitando a su titular para explotar.

Forma de la concesión:

La forma de la concesión dice directa relación con su materialidad, esto es, con lo establecido en el artículo 28 del Código de Minería ya transcrito. Junto a la norma antedicha hay que estar a lo preceptuado, básicamente, por otras dos disposiciones, estas son el  art.3/1 LOC y el art.8 del Reglamento. En la parte pertinente el art.3 LOC nos dice “(...) la cual consiste en un sólido cuya profundidad es indefinida dentro de los planos verticales que la limitan”. 
Con la expresión “un sólido”, debe comprenderse un objeto material de tres dimensiones. 

¿Qué entender por la expresión “cuya cara superior es, en el plano horizontal, un paralelogramo de ángulos rectos”?
Se refiere, precisamente a esta cara del paralelelógramo





Por su parte, el artículo 8 del Reglamento nos dice que: “para los efectos del arículo.28 del Código de Minería, las expresiones “plano horizontal” y “horizontalmente” se entienden referidas a las proyecciones U.T.M.”. La finalidad de esta norma es explicar las dimensiones de la concesión minera, sin tomar en consideración los relieves de la superficie, por ejemplo:




Monte.






Depresión.

Luego, las proyecciones U.T.M. no toman en consideración ni los cerros, ni las depresiones en los terrenos que forman parte de la concesión.

A su vez, por paralelogramo debemos entender un cuadrilátero cuyos lados opuestos son paralelos con ángulos rectos. En consecuencia desde el aire las concesiones se aprecian como cuadrados o rectángulos, de lo contrario, el acto de concesión adolecería de nulidad.

Surge entonces la pregunta ¿cuál es su profundidad? La ley responde a estas interrogantes diciéndonos “cuya profundidad es indefinida dentro de los planos verticales (paredes del paralelogramo) que la limitan”. Por lo tanto, las paredes del paralelogramo se deberán intersectar en algún punto, y ese es el centro de la tierra, como lo muestra la siguiente imagen:






Profundidad de la Consesión Minera.








        Centro de la Tierra.

Por lo tanto, la concesión minera no es más que una pirámide invertida.

Medidas y dimensiones de la concesión minera:

Las dimensiones de este paralelógramo están determinadas por las medidas de la cara superior de éste, consideradas horizontalmente, es decir, referidas a la proyección U.T.M. Con todo, siempre hay que distinguir entre la concesión de exploración y la de explotación; esto porque la concesión de explotación requiere de una dimensión menor que la de exploración, toda vez que apunta a un lugar determinado. Así, las superficies que éstas pueden tener son las que siguen:

· Concesión de explotación o pertenencia.

· Mínima = 1 há.

· Máxima = 1.000 há.

· Concesión de exploración.

· Mínima = 100 há.

· Máxima = 5.000 há.

“A voluntad del concesionario, los lados de la pertenencia horizontalmente, medirán cien metros como mínimo o múltiplos de cien metros, y los de la concesión de exploración, también horizontalmente, medirán mil metros como mínimo o múltiplos de mil metros. 

La cara superior de la pertenencia no podrá comprender más de diez hectáreas; ni más de cinco mil hectáreas, la de la concesión de exploración.” (art.28/2 y 3 CM) 

“Para los efectos indicados en el inciso segundo del citado artículo 28 se entiende, en relación con la pertenencia, que los múltiplos de cien metros son: doscientos, trescientos y así sucesivamente, de cien en cien metros, hasta un mil metros, inclusive. Para los mismos efectos se entiende, en relación con la concesión de exploración, que los múltiplos de un mil metros son dos mil, tres mil y así sucesivamente, de mil en mil metros, hasta quince mil metros, inclusive.

En el caso de la pertenencia, su lado más largo no podrá exceder, en ningún caso, de mil metros y la proporción entre su largo y ancho no podrá ser superior de diez a uno. Su cara superior no podrá comprender menos de una hectárea ni más de diez.

En el caso de la concesión de exploración, su lado más largo no podrá exceder de quince mil metros y la proporción entre su largo y ancho no podrá ser superior de quince a uno. Su cara superior no podrá comprender menos de cien hectáreas ni más de cinco mil.” (art.8/2, 3 y 4 reglamento del CM)

La pertenencia va de 1 há a 10 há; pero en conjunto no puede exceder de 1.000 há, por lo que podrían haber cien pertenencias de 10 há cada una. De este modoal hablar de “PERTENENCIA”, se refiere a un grupo de pertenencias que conforman la concesión; así, cuando se solicita la superficie máxima en la pertenencia, esto es 1.000 há, hay que hacerlo mediante “baldosas”, es decir, con un grupo de pertenencias, cuya superficie fluctúa entre 1 y 10 há; la idea de solicitar grupos de pertenencias para lograr formar la superficie máxima posible de solicita concesión de explotación proviene del texto del artículo 44 Nº4 del Código de Minería, el cual prescribe:

“La manifestación deberá señalar: (...)

4. La superficie, expresada en hectáreas, que se desea comprenda la cara superior de cada pertenencia. La superficie total del grupo de pertenencias solicitadas en una manifestación no podrá exceder de mil hectáreas, y (...)” (art. 44 Nº4 CM)

La concesión de exploración no requiere ser solicitada mediante “baldosas” o agrupaciones de superficies menores, sino que ésta constituye “un solo paño”

Procedimiento de constitución de la concesión minera:

Características:

1. La concesión minera se constituye por resolución de los tribunales ordinarios de justicia.  De conformidad al artículo 19 Nº24/7 CPR ya transcrito, el 5 de la LOC, que en su primera parte dice “Las concesiones mineras se constituirán por resolución de los tribunales ordinarios de justicia, en procedimiento seguido ante ellos y sin intervención decisoria alguna de otra autoridad o persona.” y el artículo 34/1 del Código de Minería, el cual prescribe “Las concesiones mineras se constituyen por resolución judicial dictada en un procedimiento no contencioso, sin intervención decisoria alguna de otra autoridad o persona.”  

2. Se sigue ante los mismos tribunales. No sólo se otorga la concesión por los tribunales ordinarios de justicia, sino qu el procedimento de constitución se sigue ante ellos; procedimiento que se desarrolla en el título V del Código de Minería.

3. No hay intervención decisoria de autoridad o persona alguna. De acuerdo a lo prescrito por los artículos 5/1 LOC y 34/1 del Código, ambos recién transcritos; de este modo se confirma el criterio legal por el que corresponde a los tribunales ordinarios decidir, durante la tramitación de la concesión y en su otorgamiento, respecto de cualquier cuestión que se suscite al respecto.

4. El juez de letras en lo civil es el competente para conocer de la constitución. “Será competente para intervenir en la gestión de constitución de las concesiones el juez de letras en lo civil que tenga jurisdicción sobre el lugar en que esté ubicado el punto medio señalado en el pedimento, o el punto de interés indicado en la manifestación.” (art.37 CM)  
5. Es no contencioso.  Como lo establece el art.34/1 del Código de Minería. Esta característica debe entenderse sin perjuicio de que, durante el procedimiento puedan verse afectados los derechos de otro concesionario o interesado por la constitución de otra concesión minera; caso en el cual el procesdimiento se torna contencioso producto de la interposición de una demanda de oposición.
6. No procede la acumulación de autos. Dado que la ley ha querido que nada entrabe el procedimiento de constitución.
7. Toda cuestión que se suscite durante la tramitación se substanciará en juicio separado, sin suspender su cuurso. Por la misma razón anterior.
8. Los plazos de días son corridos y fatales. Se les reconoce por las expresiones “en” o “dentro de”
9. Las notificaciones se practican, por regla general, en el estado diario.
10. La sentencia que otorga la concesión sanea todos los vicios procesales y caducidades en que se hubiere incurrido. Incluso antes de notificarla, desde su dictación.
11. La resolución que resuelve sobre la constitución de la concesión minera produce cosa juzgada. 
12. Las publicaciones que se ordenaren se cumplen efectuándolas en el boletín minero. Esto de acuerdo al artículo 238 del Código de Minería, que establece “Se publicará un suplemento especial del Diario Oficial, denominado Boletín Oficial de Minería, en el cual deberán hacerse todas las publicaciones que ordena este Código. Este Boletín se publicará, conjunta o separadamente con el Diario Oficial, el primer día hábil de cada mes y los primeros días hábiles de cada semana. El Ministerio de Minería velará por la correcta publicación del Boletín y por el cumplimiento de las normas que le sean aplicables” 

Respecto de este boletín no existe regulación, aún cuando el artículo 2º transitorio del Reglamento del Código de Minería da vigencia al Código de 1932 en los siguientes términos “Un reglamento especial determinará las normas que serán aplicables al Boletín Oficial de Minería a que se refiere el artículo 238 del Código. Mientras dicho reglamento no entre en vigencia, regirá el artículo 222 del Código de Minería de 1932 y, en consecuencia, también el artículo 242 del mismo cuerpo legal.”; Código que, de acuerdo al artículo 244 está derogado, a saber: “Derógase toda disposición legal o reglamentaria contraria o incompatible con los preceptos de este Código. En especial, se derogan: 1. El Código de Minería, aprobado por el decreto ley No. 488, de 24 de agosto de 1932, y sus modificaciones posteriores; (...)”

En la práctica “se mantiene” vigente el artículo 222 del Código de  1932; es decir, hoy las publicaciones en el boletín se practican de acuerdo a la normativa de 1932, por lo tanto, las publicaciones se hacen en el Boletín Oficial de Minería y no en un “suplemento” del Diario Oficial.

Procedimiento, propiamente tal, de constitución de una concesión minera:

Son dos procedimientos separados, uno para la concesión de explotación, otro para la de exploración. En general, se dividen en tres etapas:

1. Petitoria. Contempla los trámites de la solicitud. Es aquella en que se formula el pedimento o la manifestación y que concluye con el cumplimiento de las obligaciones que de dicha acción emanan, esto es, inscribir, publicar y pagar la tasa a beneficio fiscal. La tramitación de esta etapa es prácticamente igual para las dos clases de concesiones mineras.

2. Concreción. Se concreta la petición y se precisa la petición original. El procedimiento es totalmente diferente para cada una de las concesiones.

3. Sentencia. El juez otorga o niega la concesión. La sentencia que se dicte formalmente es semejante para ambas concesiones, en el fondo sólo se distinguen por las diferencias específicas de cada una. Esta etapa finaliza con los trámites posteriores a que da lugar su dictación, estos es, publicación e inscripción.

No es necesaria, previamente, una concesión de exploración para constituir una de explotación. Pero, si la concesión de explotación contempla las facultades de explorar y explotar, ¿para que sirve la de exploración? Esta concesión es útil por cuanto otorga un derecho preferente para manifestar y constituirla. En caso de no existir exploración, el derecho preferente es de quien pide o manifiesta primero, éste es el descubridor.

“El procedimiento de constitución de la concesión minera se inicia con un escrito que para la concesión de exploración se denomina pedimento y, para la de explotación, manifestación.” (art.35 CM) 

Parte o etapa petitoria de la concesión de exploración:

El pedimento es el escrito que debe contener las menciones que el Código de Minería establece; se presenta ante el Juzgado Civil que sea competente de acuerdo a donde se encuentre el punto medio.

“Será competente para intervenir en la gestión de constitución de las concesiones el juez de letras en lo civil que tenga jurisdicción sobre el lugar en que esté ubicado el punto medio señalado en el pedimento, o el punto de interés indicado en la manifestación.” (art.37 CM) 

No se requiere el patrocinio de abogado sólo para la primera presentación, tampoco para la que subsane sus defectos; en adelante, si se requiere el patrocinio.

“No será necesario designar abogado patrocinante ni conferir mandato judicial en el pedimento, la manifestación y el escrito en que se subsanen los defectos a que se refiere el inciso primero del artículo 49, sin perjuicio de cumplirse tales exigencias en la primera presentación posterior a aquéllas.” (art.36 CM)

No afecta la validez del pedimento el hecho de presentarlo en territorio jurisdiccional distinto a aquel en que se encuentra el punto medio (o de interés en el caso de la manifestación); sólo en el caso de que los territorios jurisdiccionales no estén claramente definidos.

“El error en que se incurra al presentar pedimento o manifestación ante un juez que sea incompetente en razón del territorio, no afectará su validez, siempre que en el punto medio indicado en el pedimento o en el punto de interés señalado en la manifestación, los respectivos territorios jurisdiccionales no estén clara y debidamente deslindados por líneas naturales u ostensibles.” (art.38 CM) 

El primero que realiza el pedimento tiene derecho preferente para constituir la concesión, se entiende que es el descubridor; claro que si media fuerza o dolo podría entenderese que el primero en peticionar no sea el descubridor.

“Tendrá preferencia para constituir la pertenencia quien primero presente la manifestación. 

Cuando ésta se haga en uso del derecho que otorga una concesión de exploración vigente se expresará así en la manifestación, y sólo en tal caso se tendrá como fecha de presentación de ella la del pedimento respectivo. 

Al titular de la manifestación que primero haya sido presentada, o de la manifestación que se tenga por presentada primero, se le presumirá descubridor, salvo que haya habido fuerza o dolo para anticiparse a representar pedimento o manifestación o para retardar la presentación del que realmente descubrió primero. 

Si una persona presenta pedimento o manifestación sobre terrenos respecto de los cuales ejecuta trabajos de minería por orden o encargo de otra, la presentación se entenderá hecha por ésta. Igual efecto se producirá en favor del que realmente descubrió primero, cuando se haya usado la fuerza o el dolo a que se refiere el inciso anterior.” (art.41 CM)

De acuerdo al artículo 39 del Código de Minería cualquiera puede manifestar en nombre de otro, aun sin poder, esto es, como agente oficioso y sin rendir caución, aun cuando el “representado” debe ratificar lo actuado dentro de los 30 días siguientes contados desde la presentación del pedimento. Si no se ratifica, la actuación del agente oficioso no surte efecto alguno dado que es nula, porque ha faltado un elemento de validez al acto.

Se pueden realizar pedimentos siendo los peticionarios más de una persona, caso en el cual al inscribir “se genera” o se da lugar a una sociedad legal minera, la que es dueña del pedimento.

Ahora bien, si se presenta por dos personas y una no firma, esta segunda persona debiese ratificar ¿y si no ratifica? Al respecto no existe solución legal ni jurisprudencial; de acuerdo al profesor Gomez el pedimento o manifestación no debiese seguir su curso por faltar requisitos; toda vez que no podría determinarse la voluntad de una de las partes; otros autores opinan que la porción no ratificada accede a la ratificada, por lo que el manifestante que si firmó, pasaría a serlo de toda la concesión.

Menciones obligatorias del pedimento:

“El pedimento deberá señalar: 

1. El nombre, la nacionalidad y el domicilio del peticionario y, en su caso, también los de la persona que haga el pedimento en nombre de otra. Si se trata de personas naturales se indicará además, su profesión u oficio y estado civil; 

2. Las coordenadas geográficas o las U.T.M. que correspondan al punto medio de la cara superior de la concesión pedida, con precisión de segundo o de diez metros, respectivamente; 

3. El nombre que se da a la concesión de exploración que se solicita, y 

4. La superficie, expresada en hectáreas, que se desea comprenda la cara superior de la concesión. Su superficie no podrá exceder de cinco mil hectáreas. 

En cada pedimento sólo podrá solicitarse una concesión de exploración.” (art.43 CM) 

Respecto de las coordenadas U.T.M. mencionadas en el número dos del artículo recién transcrito, hay que decir que es posible agregarles el datum a que hace referencia el artículo 16 del Reglamento.

“Si en el pedimento o en la manifestación se ubicare el punto medio o el punto de interés, respectivamente, en coordenadas U.T.M. referidas a un Datum específico, se estará a éste. En caso que las coordenadas U.T.M. no se encuentren referidas explícitamente a Datum alguno, se entenderá que ellas lo están al "Datum Provisorio Sudamericano La Canoa 1956. Elipsoide Internacional de Referencia 1924", salvo cuando dichos puntos medio o de interés se encuentren ubicados al Sur de los 43º30'00" de latitud sur, caso en el cual se entenderá que ellas están referidas al "Datum Sudamericano CHUA, Brasil 1969. Elipsoide Sudamericano de Referencia 1969".
Con todo, las coordenadas U.T.M. que se indiquen en cualesquiera actuaciones y tramitaciones posteriores al pedimento o a la manifestación, se entenderán referidas siempre al "Datum Provisorio Sudamericano La Canoa 1956. Elipsoide Internacional de Referencia 1924", salvo cuando el punto medio o el punto de interés hayan estado ubicados al Sur de los 43º30'00" de latitud sur, evento en el cual ellas se entenderán referidas siempre al "Datum Sudamericano CHUA, Brasil 1969. Elipsoide Sudamericano de Referencia 1969". Sin perjuicio de lo anterior, el Datum que corresponda conforme a las normas del presente inciso se consignará, junto con el Huso respectivo, en el plano que se acompañe a la solicitud de sentencia constitutiva de la concesión de exploración o, en su caso, en el plano que se acompañe a la solicitud de mensura y en el acta y plano de mensura de la pertenencia o grupo de pertenencias.” (art.16 Reglamento del CM)

Respecto del número tres, se sugiere no darle nombres complicados, ya que al inscribirlas o publicarlas se pueden cometer errores de transcripción. 

Tras cumplir con las menciones obligatorias en el escrito de pedimento, la parte petitoria de éste dirá algo así:

POR TANTO,

Sírvase SS.: Tener por presentado el pedimento, acogerlo a tramitación y ordenar su inscripción y       

                     publicación.

“El juez examinará el pedimento o la manifestación y, si cumple con lo dispuesto en el artículo 43 o en los artículos 44 y 45, respectivamente, ordenará su inscripción y publicación.” (art.48 CM)

“El secretario del juzgado pondrá en el pedimento o en la manifestación certificado del día y hora de su presentación al juzgado, tomará nota en un registro numerado que llevará al efecto, y dará recibo a la persona que lo hubiere presentado, si se lo pide.” (art.47 CM) 

El recibo a que hace alusión el artículo anterior es una copia que se lleva al presentar el pedimento y que, luego de ponerle el cargo (timbre con la fecha y nombre del Tribunal), se la deja el peticionario.

Presentado el pedimento, esta presentación será anotada en un Registro numerado de manifestaciones y Pedimentos por estricto orden de presentación; cuando se provee se señala el número de registro del pedimento, independiente del número de rol.

De acuerdo al artículo 48 del Código de Minería el juez examina el pedimento para ver si cumple con los requisitos del artículo 43, de cumplirlos, ordenará su inscripción y publicación; si no se cumple con tales menciones, el juez señalará los incumplimientos si éstos son subsanables y ordenará que se subsanen dentro de ocho días corridos, plazo el cual es fatal dado lo prescrito en el artículo 237 del Código de Minería. Subsanados que sean los defectos, el juez ordenará la inscripción y publicación del pedimento; en caso contrario, el pedimento se tendrá por no presentado, de conformidad al inciso primero del artículo 49 del Código.

“Si el pedimento o la manifestación no cumple con las disposiciones del artículo 43 o de los artículos 44 y 45, según corresponda, el juez señalará determinadamente sus defectos y ordenará que el solicitante, o cualquiera de ellos si fueren varios, los subsane dentro del plazo de ocho días, contado desde la fecha de la respectiva resolución, subsistiendo para todos los efectos legales la fecha de la presentación primitiva. Subsanados los defectos oportunamente, el juez procederá conforme al artículo precedente, en caso contrario, el pedimento o la manifestación se tendrá por no hecho.” (art.49/1 CM) 

“Son fatales los plazos de que trata este Código, cuando al establecerlos se emplean las palabras "en" o "dentro de".” (art.237 CM)

No es subsanable el error o imprecisión de las coordenadas, y la omisión de éstas hace que el pedimento se tenga por no presentado de acuerdo a los incisos segundo y tercero del artículo 49 del Código.

“Con todo si el pedimento omite indicar las coordenadas del punto medio de la concesión de exploración pedida, o si la manifestación omite indicar las coordenadas del punto de interés o sus señales más precisas y características, en su caso, el juez ordenará sin más trámite tener por no hecha la respectiva presentación. 

El error o la imprecisión en que se incurra al indicar las coordenadas del punto medio o del punto de interés no será subsanable en caso alguno.” (art.49/3 CM) 

La providencia del juez será: “inscribase y publíquese”.
“El secretario dará copia autorizada del pedimento o la manifestación, del certificado del día y hora de su presentación al juzgado y de la resolución que ordena su inscripción y publicación. En el caso del inciso primero del artículo anterior, la copia incluirá, además, el decreto que ordena subsanar defectos y el escrito en que se haya cumplido con lo ordenado.” (art.50 CM) 

Con las copias a que hace referencia el artículo transcrito se practica la inscripción en el Registro de Descubrimientos del Conservador de Minas y la publicación de ésta se realizarà en el Boletín Oficial de Minería. La inscripción y publicación debe hacerse dentro del plazo de 30 días, contados desde la resolución que así lo ordena.

“La inscripción del pedimento o de la manifestación podrá ser requerida por cualquiera persona, y consistirá en la transcripción íntegra de la copia a que se refiere el artículo 50 en el Registro de Descubrimientos del Conservador de Minas respectivo. 

La publicación se hará por una sola vez y comprenderá copia íntegra de la inscripción. 

La inscripción y la publicación deberán hacerse dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de la resolución que las ordena.” (art.52 CM) 

El objetivo de esta publicación es notificar a cualquier otro interesado de que se ha hecho un pedimento.

“Se pagará, por una sola vez, por cada pedimento y cada manifestación una tasa a beneficio fiscal, expresada en centésimos de unidad tributaria mensual. 

El monto de la tasa, por cada hectárea completa pedida en concesión de exploración, será: 

1. Medio centésimo, si la superficie total pedida no excede de trescientas hectáreas 

2. Dos centésimos, si esa superficie excede de trescientas y no sobrepasa mil quinientas hectáreas; 

3. Tres centésimos, si dicha superficie excede de mil quinientas y no sobrepasa tres mil hectáreas, y 

4. Cuatro centésimos, si esa superficie excede de tres mil hectáreas. 

El monto de la tasa, por cada hectárea completa manifestada, será: 

1. Un centésimo, si la superficie total manifestada no excede de cien hectáreas 

2. Dos centésimos, si esa superficie excede de ciento y no sobrepasa trescientas hectáreas; 

3. Cuatro centésimos, si dicha superficie excede de trescientas y no sobrepasa seiscientas hectáreas, y 

4. Cinco centésimos, si esa superficie excede de seiscientas hectáreas. 

La tasa deberá ser pagada dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la presentación del pedimento o a la fecha de la presentación de la manifestación en el juzgado. Su pago podrá hacerse en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos. El comprobante respectivo indicará, además, el juzgado, el rol del expediente y el nombre de la concesión o concesiones.” (art.51 CM) 

Este pago constituye la tecer y última obligación con que debe cumplir el interesado en la etapa petitoria. Esta tasa es a beneficio fiscal y puede ser pagada en cualquier banco o institución financiera autorizada para recaudar tributos, mediante un comprobante que proporciona la Tesorería General de la República, en el que deberán indicarse:

· El juzgado.

· El rol del expediente.

· El nombre de la concesión o concesiones.

El pago de la tasa a beneficio fiscal deberá hacerse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de presentación del pedimento al juzgado. No obstante constituir un impuesto, el pago de esta tasa no puede ser perseguido.

El pedimento ya inscrito en el Registro de Descubrimientos del Conservador de Minas constituye un derecho real inmueble, y como tal, transferible y transmisible, de acuerdo a las normas generales. El pedimento inscrito en tanto derecho inmueble no es susceptible de hipoteca. Desde el momento de la inscripción del pedimento, su titular podrá efectuar todos los trabajos necesarios para constituir la concesión de exploración.

Parte o etapa petitoria de la concesión de expltación o pertenencia:

Esta etapa se inicia con un escrito que se denomina manifestación (art.35 CM), el que constituye la primera gestión que efectúa el interesado, gestión que, a su vez, determina y fija en el terreno el punto desde el cual enmarcará sus pretensiones. 

Esta presentación deberá efectuarse ante el Juez de Letras en lo civil que tenga jurisdicción sobre el lugar en que esté ubicado el punto de interés indicado en la manifestación (art.37 CM), sin embargo el error en que se incurra al presentar la manifestación ante un juez incopetente relativamente, no afectará su validez siempre y cuando que en el punto de interés señalado en la manifestación no estén clara y debidamente deslindados, por líneas naturales u ostensibles, los respectivos territorios jurisdiccionales.

Esta primera presentación la puede hacer directamente el interesado, sin necesidad de designar abogado patrocinante ni conferir mandato judicial, prerrogativa que se extiende al escrito mediante el cual se subsanan los defectos que pudiere haber contenido la manifestación; en cualquier presentación posterior deberá designarse abogado patrocinante.

Menciones que debe contener la manifestación:

“La manifestación deberá señalar: 

1. El nombre, la nacionalidad y el domicilio del manifestante y en su caso, también los de la persona que haga la manifestación en nombre de otra. Si se trata de personas naturales se indicará, además, su profesión u oficio y estado civil; 

2. La ubicación del punto de interés para el manifestante, descrita en la forma dispuesta en el artículo siguiente; 

3. El número de pertenencias que se solicita y el nombre que se da a cada una de ellas; 

4. La superficie, expresada en hectáreas, que se desea comprenda la cara superior de cada pertenencia. La superficie total del grupo de pertenencias solicitadas en una manifestación no podrá exceder de mil hectáreas, y 

5. En su caso, la circunstancia de hacerse en uso del derecho que otorga una concesión de exploración.” (art.44 CM) 

· En relación al número 1. En la manifestación procede, al igual que en el pedimento, la agencia oficiosa (manifestación en nombre de otro), caso en el cual se aplican los mismos criterios ya señalados anteriormente y que obedecen al texto del artículo 39 del Código de Minería, ya transcrito.

· En relación al número 2. El punto de interés es el punto de intersección de las diagionales que unen los vértices del rectángulo o cuadrado trazado, imaginariamente, en el plano horizontal, y que corresponde al terreno manifestado. El punto de interés se determina por coordenadas geográficas o por U.T.M., pero, excepcionalmente, cuando la superficie total de la pertenencia o grupo de pertenencias solicitadas no excede de 100 há, la ubicación del punto de interés podrá describirse indicando sus señales más precisas y características: el nombre del predio o del asiento mineral en que se encuentra y el de la provincia en que está situado, esto de acuerdo al inciso segundo del artículo 45 del Código.

“La ubicación del punto de interés de la manifestación deberá describirse indicando la provincia en que está ubicado y sus coordenadas geográficas o las U.T.M., con precisión de segundo o de diez metros, respectivamente. 

Con todo, cuando la superficie total del grupo de pertenencias solicitadas en la manifestación no exceda de cien hectáreas, la ubicación del punto de interés podrá describirse indicando sus señales más precisas y características, el nombre del predio o del asiento mineral en que se encuentra y el de la provincia en que está situado.” (art.45 CM)

Si el manifestante señalara, además, las coordenadas del punto de interés se estará sólo a éstas, para todos los efectos de la ubicación de dicho punto, en conformidad al artículo 19 del Reglamento.

“Si, en el caso del inciso segundo del artículo 45 del Código, el manifestante señalare, además, las coordenadas del punto de interés, se estará sólo a éstas para todos los efectos de la ubicación de dicho punto.” (art.19 Reglamento CM)

Si el manifestante omite indicar las coordenadas del punto de interés, o sus señales más precisas y características, el juez no puede acoger a tramitación la manifestación, y deberá tener por no hecha la presentación. El error o imprecisión en que se incurra en indicar las coordenadas no será subsanable en caso alguno.

“Si el pedimento o la manifestación no cumple con las disposiciones del artículo 43 o de los artículos 44 y 45, según corresponda, el juez señalará determinadamente sus defectos y ordenará que el solicitante, o cualquiera de ellos si fueren varios, los subsane dentro del plazo de ocho días, contado desde la fecha de la respectiva resolución, subsistiendo para todos los efectos legales la fecha de la presentación primitiva. Subsanados los defectos oportunamente, el juez procederá conforme al artículo precedente, en caso contrario, el pedimento o la manifestación se tendrá por no hecho. 

Con todo si el pedimento omite indicar las coordenadas del punto medio de la concesión de exploración pedida, o si la manifestación omite indicar las coordenadas del punto de interés o sus señales más precisas y características, en su caso, el juez ordenará sin más trámite tener por no hecha la respectiva presentación. 

El error o la imprecisión en que se incurra al indicar las coordenadas del punto medio o del punto de interés no será subsanable en caso alguno.” (art.49 CM) 

· En relaciónal número 3. En una manifestación se puede solicitar una pertenencia de 1 hasta 10 há, o un grupo de ellas que cubran una superficie máxima de 10.000 há. Cada una de ellas deberá tener un nombre, es usual que si se trata de una manifestación compuesta por un grupo de pertenencias, se les de un solo nombre y se les individualice, luego, con un número.

· En relación al número 4. La forma de esta cara superior puede ser la de un cuadrado o de un rectángulo, si nada se dice al respecto se entiende que será un cuadrado. Deberá indcarse la longitud de los lados del terreno manifestado y cuales de éstops tendrán la orientación U.T.M. norte sur; el largo y el ancho no podrán tener una relación superior a 1:5, de acuerdo al artículo 46/2 CM.

“Sin embargo, el peticionario o el manifestante podrá optar por que el terreno pedido o el manifestado sea el comprendido en un rectángulo, trazado imaginariamente en el plano horizontal, cuyas diagonales se corten en el punto medio o en el punto de interés, en su caso. Para estos efectos, señalará en el pedimento o en la manifestación la longitud de sus lados y cuáles de éstos tendrán la orientación U.T.M. norte sur. El largo y el ancho no podrán tener una relación superior de cinco a uno.” (art.46/2 CM) 

· En relación al número 5. Tiene preferencia para constituir quien primero presenta la manifestación, sin embargo la concesión de exploración vigente da derecho exclusivo a su titular para manifestar, teniéndose en tal caso como fecha de presentación de ésta la del pedimento respectivo. Para ejercitar este derecho se debe hacer una expresa mención en la manifestación de que esta se efectúa en virtud del derecho que otorga una concesión de exploración; señalar el nombre de la respectiva concesión de exploración y; acompañar copia autorizada de la sentencia constitutiva de esta última; todo según el artículo 18 del Reglamento.

“En el caso del número 5 del artículo 44 del Código, el manifestante deberá, además, señalar el nombre de la respectiva concesión de exploración y acompañar copia autorizada de la inscripción de la sentencia constitutiva de esta última, con todas sus anotaciones marginales y subinscripciones. Si la concesión hubiese sido transferida o transmitida, se acompañará también copia autorizada de la inscripción de dominio que esté vigente.” (art.18 Reglamento CM)

 Luego, el procedimiento de constitución de la concesión de explotación sigue igual que lo ya visto respecto de la constitución de la concesión de exploración, así es como son aplicables, con los mismos alcances y comentarios, los artículos 48, 49, 50 y 51 del Código de Minería; esto es, lo referente al examen que hará el juez de la manifestación, los ocho días para subsanar errores u omisiones, la resolución que ordena inscribir y publicar y el pago de la tasa a beneficio fiscal.

Etapa de concreción de la concesión de exploración:

En esta fase, el peticionario debe señalar exactamente el terreno que pide, dentro de todo el que solicitó, singularizando de esta manera sus pretensiones; dicho de otro modo, debe concretar su petición original.

Trámites posteriores al pedimento:

1. Solicitud de sentencia constitutiva:

Dentro del plazo de 90 días contados desde la resolución que ordena inscribir y publicar, el peticionario o cualquiera de ellos cuando fueren varios, deberá presentarse en el expediente respectivo a solicitar que se dicte la sentencia constitutiva de la concesión de exploración, artículo 55 del Código de Minería.

“Dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de la resolución que ordena inscribir y publicar el pedimento, el peticionario, o cualquiera de ellos, cuando fueren varios, deberá presentarse, en el expediente respectivo, a solicitar que se dicte la sentencia constitutiva de la concesión de exploración. En la solicitud se podrá abarcar todo o parte del terreno pedido, pero, en ningún caso, terrenos situados fuera de éste.” (art.55/1 CM) 

Esta solicitud es un escrito, cuya suma es la siguiente:

En lo Principal: 

Solicita que se dicte sentencia constitutiva.

En el primer otrosí: 

Acompaña documentos.

En el segundo otrosí: 
Patrocinio y poder.

Si la solicitud se formula fuera de plazo, el juez deberá desecharla de plano, por haber incurrido el peticionario en un retardo que acarrea la caducidad de los derechos emandaos del pedimento, conforme lo señala el inciso segundo del artículo 56 del Código.

“Si de este examen aparece que ha dejado de cumplirse cualquiera de los requisitos cuya omisión o retardo acarrea la caducidad de los derechos emanados del pedimento, el juez desechará de plano la solicitud y ordenará se cancele la inscripción de aquél, oficiando al efecto.” (art.56/2 CM) 

Contenido de la solicitud de sentencia constitutiva:

Ésta contendrá la petición expresa de lo que desea el interesado que constituyan las dimensiones y extensión de su concesión. Como lo señala el inciso primero del artículo 55 en su parte final, la solicitud podrá abarcar la totalidad o parte del terreno pedido; pero nunca podrá abarcar terrenos situados fuera de los que sirvieron de base para el pedimento. Por último, y conforme al artículo 21 del Reglamento no es obligación abarcar en la solicitud el punto medio indicado en el pedimento.

“En la solicitud de sentencia de la concesión de exploración se podrá abarcar todo o parte del terreno pedido, pero, en ningún caso, terrenos situados fuera de éste. No será necesario que en la solicitud se abarque el punto medio indicado en el pedimento.” (art.21 Reglamento CM)

Indicaciones de la solicitud:

· Superficie total abarcada por la solicitud, expresada en hectáreas y calculada en la proyección U.T.M. Esto porque todo el ordenamiento catastral de la propiedad minera nacional está referido al sistema de proyección de Mercator.

· Indicar las coordenadas U.T.M. de los vértices de la cara superior de la concesión, relacionando, a lo menos, uno de ellos, en rumbo y distancia, con el punto señalado en el pedimento.

· Indicar el largo y ancho de la concesión. La cara superior de la concesión no puede comprender menos de 100 há ni más de 5.000 há; su lado más largo no podrá exceder de 15.000 metros y la proporción entre su largo y ancho no podrá seer superior de 15:1.

· Designación de abogado patrocinante y mandatario judicial.

Documentos que deben acompañarse a la solicitud de sentencia:

“La solicitud deberá, además, indicar las coordenadas U.T.M. de los vértices de la cara superior de la concesión, relacionando, a lo menos, uno de ellos, en rumbo y distancia, con el punto medio señalado en el pedimento. 

Se acompañará a la solicitud: 

1. Comprobante de haberse pagado la tasa de pedimento; 

2. Comprobante de haberse pagado la patente proporcional establecida en el artículo 144; 

3. Copia autorizada de la inscripción del pedimento; 

4. Ejemplar del Boletín Oficial de Minería en que se haya publicado esa inscripción, y 

5. Un plano en el que se señale la configuración de la concesión, las coordenadas de sus vértices y la relación, en rumbo y distancia, del mismo vértice -ligado en la solicitud- con el punto medio. 

Las escalas y demás características de los planos serán determinadas por el Reglamento.” (art.55/2 y 3 CM)
1. Comprobante de haberse pagado la tasa de pedimento. Dentro de los 30 días siguiientes a la presentación del pedimento se pagará una tasa a beneficio fiscal; del comprobante de pago una copia queda en poder del interesado, que es la que se acompaña a esta solicitud.

2. Comprobante de haberse pagado la patente proporcional del artículo 144 del Código. El pago de esta patente constituye la forma de amparar la concesión. La patente es proporcional al tiempo que media entre la fecha de solicitud de sentencia y el último día del mes de Febrero siguiente. El valor a pagar, correspondiente a la patente, corresponde a un quincuagñésimo de unidad tributaria mensual (a la fecha de pago) por cada hectarea completa que comprenda la superficie, monto que se paga en relación al tiempo que medie entre la presentación y el último día de febrero siguiente. El valor diario de la patente es igual a: (UTM/365)/50; el valor obtenido se multiplica por el número de días, para finalmente multiplicar el resultado anterior por el número de hectáreas comprendidas en la concesión. 

En definitiva: ((UTM/365)  x Nº de días) x Nº de hectáreas

50

3. Copia autorizada d la inscripción del pedimento. Se refiere a la que otoprga el Conservador de Minas; una fotocopia autorizada por notario es discutible

4. Ejemplar del Boletín Oficial de Minería en que se haya publicado la inscripción.

5. Plano. En el que se señale la configuración de la concesión, las coordenadas de sus vértices y la relación, rumbo y distancia de un vértice con el punto medio. Este plano debe ajustarse al artículo 22 del Reglamento.

“El original del plano mencionado en el artículo 55 del Código se confeccionará en material de dibujo transparente e indeformable, y representará la configuración del perímetro de la concesión en la proyección U.T.M.; y también la relación del mismo vértice ligado en la solicitud con el punto medio señalado en el pedimento, respecto de la cual se indicarán el sistema de graduación empleado para el rumbo o el azimut, y la distancia en la proyección U.T.M. con precisión de centímetros. El rumbo o el azimut se expresará hasta el segundo centesimal.

El plano indicará, además:

1. El nombre de la concesión y el del interesado;

2. La región, la provincia, la comuna y el predio o asiento minero, o todos ellos si fueren varios, que abarque la concesión;

3. La superficie total abarcada por la solicitud, expresada en hectáreas y calculada en la proyección U.T.M.;

4. La longitud de cada uno de los lados de la concesión, calculada en la proyección U.T.M. y expresada en metros;

5. Las coordenadas U.T.M. del punto medio y de cada uno de los vértices del perímetro mencionado en el inciso primero y el Datum y el Huso correspondientes;

6. La fecha en que se presentó el pedimento y los datos de su inscripción;

7. Un croquis de ubicación a escala 1:500.000 ó 1:1.000.000, en el cual deberá figurar la ciudad o localidad más próxima;

8. La escala del plano;

9. El juzgado y rol del expediente, y

10. El nombre y la firma de quien ha confeccionado el plano.

El plano se entregará al juzgado en original y dos copias, a escala 1:10.000 para superficies de hasta un mil hectáreas y a escala 1:25.000 para superficies mayores, y siempre sobre reticulado de 10 centímetros.” (art.22 Reglamento CM)

· Respecto del número 1. El interesado es el titular de la solicitud, si éstos son varios, la referencia es a la sociedad legal minera.

· Respecto del número 6. Los datos de inscripción son la indicación de las fojas, número, año y el Conservador de Minas, en cuyo Registro de Descubrimientos se encuentra inscrito.

· Respecto el número 7. El croquis constituye un recuadro lateral en el plano.

· Respecto del número 8. La escala dependerá, de acuerdo al inciso final del artículo 22, de la superficie total.

· Respecto del inciso final. El plano debe, por tanto, presentarse en triplicado; el juzgado enviará el original al SERNAGEOMIN, una copia va al expediente y la tercera al Conservador de Minas para su archivo.

Dada su tecnicidad, la parte principal la prepara el perito o un ingeniero civil en minas; además, es el perito quien entrega el plano

Presentada que sea la solicitud, el juez debe examinarla, así como los documentos acompañados; si todo está en orden remitirá el expediente al SERNAGEOMIN; si no se ha cumplido algún requisito se desecha de plano y se ordena cancelar la inscripción, oficiando al Conservador; ahora bien, si la omisión es subsanable el juez los determina y ordena se corrijan dentro de 8 días contados desde la fecha del decreto que lo disponga; si se corrijen dentro de plazo, se procederá igual que con la solicitud encontrada conforme; en cambio, si no se subsanan o si se subsanan fuera e plazo el juez desechará la solicitud y ordenará se cancele la inscripción del pedimento, oficiando al Conservador de Minas respectivo.

Si todo fue bien presentado, la resolución del juez será: 

“A lo principal, por solicitada sentencia constitutiva, remitanse los antecedentes al SERNAGEOMIN.

Al primer otrosí, por acompañados documentos.

Al segundo otrosí, téngase presente.”

“El juez examinará la solicitud y los antecedentes acompañados y, encontrando ambos conforme, ordenará la remisión del expediente al Servicio, para su informe. 

Si de este examen aparece que ha dejado de cumplirse cualquiera de los requisitos cuya omisión o retardo acarrea la caducidad de los derechos emanados del pedimento, el juez desechará de plano la solicitud y ordenará se cancele la inscripción de aquél, oficiando al efecto. 

Si nota, en cambio, omisiones o defectos susceptibles de ser subsanados, el juez los señalará determinadamente y ordenará que se corrijan dentro del plazo de ocho días, contado desde la fecha del decreto que lo disponga. Corregidos oportunamente, procederá conforme al inciso primero; en caso contrario, procederá conforme al inciso segundo.” (art.56 CM)

El SERNAGEOMIN, con el expediente en su poder debiese, única y exclusivamente, pronunciarse respecto de los aspecrtos técnicos de la solicitud y del plano acompañado, particularmente si la forma, dimensiones y orientación de la cara superficial de la concesión solicitada se ajustan a la ley; no respecto del procedimiento o del escrito. Para emitir este informe, el Servicio dispone de 60 días hábiles contados desde la recepción del expediente; en la práctica, desde que ingresa a la oficina de partes.

“El Servicio informará acerca de los aspectos técnicos relacionados con la solicitud y el plano acompañado a ésta y, en especial, si se ajustan a la ley la forma, dimensiones y orientación de la cara superficial de la concesión solicitada, y si ésta queda comprendida dentro del terreno pedido. 

El Servicio tendrá el plazo de sesenta días, contado desde la recepción del expediente, para emitir el informe a que se refiere el inciso anterior.” (art.57/1 y 2 CM)

Actitud del tribunal frente al informe del Servicio: 

· Si el informe no formula observaciones el juez dicta sentencia, declarando constituida la concesión minera de exploración.

· Si el informe formula observaciones, el juez ordenará ponerlo en conocimento del solicitante; resolviendo “A los autos, póngase en conocimiento del interesado”, resolución que se notifica por el estado diario. De este modo, el solicitante dispone de 30 días, corridos y fatales, para:

· Conformar la solicitud y/o el plano a las observaciones del Servicio; u

· Objetar fundadamente las observaciones.

En algunos casos las observaciones son de poca monta, como agregar una palabra o número, por lo que su cumplimiento cabe verificarlo al juez; en otros, son de tal entidad que el interesado prefiere abandonar el procedimeinto. Pero en general, efectuadas las corresciones ordenadas por el Servicio, éstas son presentadas al tribunal para que éste las envíe, con el expediente, al Servicio, para que éste informe si el cumplimiento a sus observaciones fue el adecuado.

Si las correcciones pueden practicarse directamente en la solicitud o el plano, los Tribunales autorizan el retiro de éstos por el interesado para su corrección, a menos que el informe del Servicio disponga que se deben presentar nuevos planos.

Si el interesado objeta, fundadamente, las observaciones del Servicio el juez envía los antecedentes con las objeciones al Servicio; con lo que informe el Servicio al respecto, el juez deberá resolver si dicta sentencia constitutiva otorgando la concesión (si las objeciones fueron acogidas); o si ordena al interesado hacer las correcciones solicitadas por el Servicio; caso en el cual le fijará uin plazo al interesado para que haga las correcciones.

Si el interesado efectúa las correcciones u objeta el informe fuera del plazo de 30 días, o fuera del que señaló el juez, incurre en incumplimineto susceptible de ser sancionado con caducidad, atendida la calidad de fatal del plazo.

Transcurrido el plazo de 30 días, empieza a correr el de 60 días establecido en el artículo 57/final para que el juez dicte sentencia, bajo apercibimiento de incurrir en falta o abuso de no resolver. Si el juez no dicta sentencia dentro de los 60 días antedichos, el solicitante dentro de los 15 días siguientes, corridos y fatales, deberá pedir a la Corte de Apelaciones que sancione dicha falta o abuso y fije al juez un breve plazo para dictar sentencia. 

Si el solicitante no ocurre a la Corte de Apelaciones, caducará su derecho y cualquier persona podrá pedir, junto con su declaración, la cancelación de la o las correspondientes inscripciones.

Se aplicará el inciso final del artículo 57 sólo cuando los antecedentes hayan quedado en estado de dictar sentencia, ya que si ha sido necesario efectuar correcciones y estas se han llevado a cabo dentro del plazo de 30 días y el juez los ha remitido al Servicio, a fin de que éste le informe si técnicamente el interesado dio cumplimiento a lo solicitado por el Servicio; los antecedentes no estarán en estado de dictarse sentencia transcurridos que sean los 30 días; aun más, ni siquiera estarán emn el tribunal.

“Si el informe es favorable, el juez dictará sentencia, declarando constituida la concesión de exploración. 

Si, por el contrario, el informe contiene observaciones, el juez ordenará ponerlo en conocimiento del solicitante. Dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución respectiva, éste deberá conformar la solicitud, el plano, o ambos, a las observaciones del Servicio, o bien objetar fundadamente dichas observaciones. 

Transcurrido el plazo indicado en el inciso anterior, el juez dictará sentencia, para lo cual dispondrá de sesenta días, so pena de incurrir en falta o abuso. Si el juez no lo hace, dentro de los quince días siguientes, el solicitante deberá pedir a la Corte de Apelaciones que sancione dicha falta o abuso y fije al juez un breve plazo para dictarla. Si el solicitante no cumple con esta obligación, caducará su derecho y cualquiera persona podrá pedir se ordene la cancelación de la o las correspondientes inscripciones.“ (art.57 CM)

Etapa de concreción de la concesión de explotación: (arts.59 y ss CM)

Solicitud de mensura:

Si bien en para la concesión de exploración, esta etapa se inicia con la solicitud de sentencia constitutiva, para el caso de la pertenencia, lo que se hece es presentar una solicitud de mensura en la oportunidad que indica la ley; esto es, en el plazo que media entre los 200 y los 220 días contados desde la fecha de presentación de la manifestación. 

“Dentro del plazo que medie entre los doscientos y los doscientos veinte días, contado desde la fecha de la presentación de la manifestación al juzgado, el manifestante o cualquiera de ellos, cuando fueren varios, deberá solicitar, en el mismo expediente, la mensura de su pertenencia o pertenencias. La solicitud podrá abarcar todo o parte del terreno manifestado, pero, en ningún caso, terrenos situados fuera de éste.” (art.59/1 CM) 

Para contabilizar dicho plazo deben aplicarse los artículos 48 del Código Civil y 23 del Reglamento del Código de Minería; de este forma tenemos que el plazo es de veinte días, vale decir, el lapso que media entre los días 201 y 220, ambos inclusive; plazo el cual es fatal.
“Conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 59 del Código, el plazo de veinte días dentro del cual debe solicitarse mensura corre desde el día doscientos uno al día doscientos veinte, ambos inclusive y contados desde la fecha en que la manifestación haya sido presentada al juzgado.” (art.23/1 Reglamento CM)

“Todos los plazos de días, meses o años de que se haga mención en las leyes o en los decretos del Presidente de la República, de los tribunales o juzgados, se entenderá que han de ser completos; y correrán además hasta la medianoche del último día del plazo.” (art.48/1 CC)

En esta solicitud, el interesado formaliza su intención de constituir su concesión; pide se deje testimonio de la fecha en que se haya presentado o se tenga por presentada la manifestación (si hubo concesión de exploración previa); designa la persona del perito o ingeniero civil en minas que efectuará la mensura; acompaña los documentos que exige la ley y; designa abogado patrocinante y mandatario judicial.

La mensura se solicita respecto del todo o parte del terreno previamente manifestado y, por supuesto, no puede pedirse respecto de un terreno que no esté comprendido en la manifestación.

De acuerdo al inciso primero del artrículo 59 del Código, antes transcrito, la solicitud de mensura puede efectuarla el manifestante o cualquiera de ellos si fueren varios; situación que se da cuando estamos en presencia de una sociedad legal minera, constituida porque se ha hecho una manifestación común de una pluralidad de personas; o porque posteriormente a la manifestación dos o más personas pasaron a tener derechos en común sobre dicha manifestación. En el caso de la sociedad legal minera, cualquiera que tenga la calidad de socio de ésta puede solicitar la mensura.

Nuevamente de acuerdo al texto del inciso primero del artículo 59 del Código, la solicitud de mensura debe presentarse en el mismo expediente de manifestación, por lo tanto es obvio que se presenta esta solicitud en el mismo tribunal en que se presentó la manifestación. Lo normal es que, materialmente, no exista tal expediente, por lo que se forma con la presentación de la solicitud de mensura, teniendo por cabeza este expediente la manifestación claro está.

Contenido de la solicitud de mensura:

“La solicitud deberá, además, indicar las coordenadas U.T.M. de cada uno de los vértices del perímetro de la cara superior de la pertenencia o grupo de pertenencias, relacionando uno de ellos en rumbo y distancia, con el punto de interés señalado en la manifestación. Deberá, asimismo, designar al ingeniero o perito que practicará la mensura, e indicar el largo y ancho de la pertenencia o de cada una de ellas, el nombre de las pertenencias conocidas que existan en la vecindad y, en lo posible, el nombre de sus dueños” (art.59/2 CM)

La referencia que se hace al ingeniero, se entiende hecha al ingeniero civil de minas y no al de ejecución. El perito es elegido de una lista que anualmente se publica en el Diario Oficial; lista que propone el SERNAGEOMIN al Presidente de la República. Pero, ¿por cuanto tiempo los peritos mantienen su calidad de tales?, considerando que están sujetos a calificación y que la lista se publica anualmente; se entiende que a la fecha de designación en la solicitud de mensura, el perito debe figurar en la lista de peritos, sin importar si a la fecha en que, efecrtivamente, se practique la mensura se encuentre o no incluido en la lista.

La indicación del largo y ancho de la pertenencia o de cada una de ellas. Recuérdese que la superficie de ñéstas va de 1 a 10 há.

Para dar cumplimiento a la indicación del nombre de las pertenencias conocidas que existan en la vecindad, lo más seguro es agregar en el escrito una frase del siguiente tenor: “no se conocen pertenencias mineras vecinas, de haberlas se respetarán”.
Entonces, la suma de la presentación sería la siguiente:

En lo principal:

Solicita mensura (con las meniones del art.59/1 CM)

En el primer otrosí:
Acompaña documentos.

En el segundo otrosí:
Propone perito.

En el terecer otrosí:
Certificación que indica (que la manifestación fue hecha con tal fecha, o que se        

                                        debe tener presentada en tal fecha)

En el cuarto otrosí:
Patrocinio y poder.

“En la solicitud de mensura se podrá abarcar todo o parte del terreno manifestado, pero, en ningún caso, terrenos situados fuera de éste. No será necesario que en la solicitud se abarque el punto de interés indicado en la manifestación.

Además de las indicaciones que prescribe el inciso segundo del artículo 59 del Código, la solicitud señalará el número de pertenencias que se desea mensurar y la superficie total abarcada por la solicitud, expresada en hectáreas y calculada en la proyección U.T.M. Al indicar el largo y ancho de cada una de las pertenencias, la solicitud los referirá a la proyección U.T.M.” (art.24/1 y 2 Reglamento CM)

Por lo tanto, de acuerdo a los artículos 59 del Código y 24 del Reglamento, la solicitud de mensura debe indicar:

· El número de pertenencias que se desea mensurar.

· La superficie total abarcada por la solicitud, expresada en hectáreas y calculada en la proyección U.T.M.

· Indicar las coordenadas U.T.M. de cada uno de los vértices del perímetro de la cara superior de la pertenencia, o grupo de éstas, relacionando uno de ellos, en rumbo y distancia, con el punto de interés señalado en la manifestación.

· Indicar las coordenadas U.T.M. del punto de interés, si en la manifestación sólo se describió con sus señales más precisas y características, o se ha indicado en coordenadas geográficas.

· Indicar el largo y ancho de la pertenencia o de cada una si se tratare de un grupo.

· Señalar el nombre de las pertenencias conocidas que existen en la vecindad y, en lo posible, el nombre de sus dueños.

· Designar al ingeniero o perito mensurador.

· Designación de abogado patrocinante y mandatario judicial.

De acuerdo al artículo 59 del Código de Minería deben acompañarse a la solicitud de mensura los siguientes documentos:

1. Comprobante de haberse pagado la tasa de manifestación; 

2. Comprobante de haberse pagado la patente proporcional establecida en el artículo 144; 

3. Copia autorizada de la inscripción de la manifestación; 

4. Ejemplar del Boletín Oficial de Minería en que se haya publicado esa inscripción, y 

5. Plano en el que se señalen la configuración de la pertenencia o grupo de pertenencias, las coordenadas de cada uno de los vértices del perímetro y la relación, en rumbo y distancia, del mismo vértice ligado en la solicitud con el punto de interés indicado en la manifestación. 

· Respecto al número 1. Se trata de la tasa a beneficio fiscal del artículo 51 del Código, la que debe pagarse dentro de los 30 días siguientes a la fecha de presentación de la manifestación. Si no se paga la tasa se incurre en caducidad. Si el pago no es completo y transcurre el plazo, la falta de pago no es subsanable por lo que se incurre en caducidad; pero si el pago es parcial y procediere reducir la mensura proporcionalmente, la reducción ¿corresponde al interesado, al Fisco o al juez? Al juez no ya que la imputación al pago corresponde al deudor y subsidiariamente al acreedor. En todo caso es imposible la reducción, por lo que debe entenderse que se ha ncurrido en caducidad por pago incompleto. Lo que si procede es el pago por parcialidades, pero dentro del plazo, ya que éste es fatal.

· Respecto al número 2. De acuerdo al artículo 144 del Código una vez que se solicita mensura surge la obligación de amparar. Esta patente proporcional comprende el tiempo que medie entrte la fecha de la solicitud de mensura y el último día del mes de febrero siguiente; su pago se hace en marzo y por adelantado. El pago de esta patente no se hace dentro de un plazo fatal, por lo que un pago incomplerto sería subsanable y, dentro de plazo perfectamente podría pagarse parcialmente. Si no se paga la patente no se puede solicitar mensura; si de todas maneras se solicitáse y nadie advierte el no pago de la patente, esta omisión se subsanaría pagando la patente y acompañanado, luego, el comprobante. 

El único medio de que dispone la Tesorería General de la República para obtener el pago de las patentes es el contemplado en el artículo 147 del Código de Minería.

“Antes del día 1 de julio de cada año, el Tesorero General de la República enviará a cada uno de los juzgados competentes la correspondiente nómina de las concesiones mineras cuya patente no haya sido pagada, con especificación de su nombre y ubicación, del dueño que figura en el rol respectivo y del monto adeudado.” (art.147 CM) 

“No procederá la devolución de las patentes pagadas por concesiones, o parte de ellas, que posteriormente se renuncien, caduquen, se extingan, o se abandonen conforme al artículo 112.” (art.145 CM) 

Efectos del no pago de la patente:

No es otro que el desamparo, en virtud del cual se inicia un procedimiento ejecutivo y se saca a remate la concesión. Jurídicamente, los efectos son:

1. Caducidad. La concesión se extingue definitivamente y el juez declara franco el terreno y ordena la cancelación de las inscripciones.

2. Extinción del dominio. Se traspasa, por intermedio del juez, del titular a quien adquirió en el remate.

· Respecto del núimero 3. La copia autorizada de la inscripción la otorga el Conservador de Minas; existen normas de la Corte Suprema que en caso de haber fotocopias, se autorizen por el Notario de la jurisdicción del Conservador. En todo caso, lo mejor es presentar copias autorizads, otorgadas por el Conservador de Minas.

· Respecto del número 4. La inscripción hecha en el Conservador de Minas se publica por una sola vez en el Boletín Oficial de Minería.

· Respecto del número 5.  El palno refleja gráficamente el contenido de la solicitud de mensura y a este se refiere en detalle el artículo 25 del Reglamento

“El plano mencionado en el artículo 59 del Código representará la configuración del perímetro de la pertenencia o grupo de pertenencias en la proyección U.T.M.; y también la relación del mismo vértice ligado en la solicitud con el punto de interés señalado en la manifestación. Respecto de esta relación, el plano indicará el sistema de graduación empleado para el rumbo o el azimut al segundo centesimal y la distancia en la proyección U.T.M. con precisión de centímetros.

El plano indicará, además:

1. El nombre de la pertenencia o pertenencias y el del interesado;

2. La región, la provincia, la comuna y el predio o asiento minero,

o todos ellos si fueren varios, que abarque la pertenencia o grupo de pertenencias;

3. El largo y ancho de la pertenencia o de cada una de ellas, calculados en la proyección U.T.M. y expresados en metros;

4. Las coordenadas U.T.M. de cada uno de los vértices del perímetro de la pertenencia o grupo de pertenencias en la proyección U.T.M., las coordenadas U.T.M. del punto de interés, y el Datum y Huso correspondientes a todos ellos;

5. La fecha en que se presentó la manifestación al juzgado y los datos de su inscripción;

6. La escala del plano;

7. El juzgado y rol del expediente, y

8. El nombre y la firma de quien ha confeccionado el plano.

El plano se hará a escala 1:2.500 para superficies de hasta 20 hectáreas; a escala 1:5.000 para superficies mayores a ésta y hasta de 100 hectáreas; a escala 1:10.000 para superficies mayores a ésta y hasta de 500 hectáreas y a escala 1:25.000 para superficies mayores a esta última, y siempre sobre reticulado de 10 centímetros.” (art.25 Reglamento CM)

El inciso final del artículo 59 del Código prescribe “El secretario deberá otorgar recibo de este escrito, si el interesado lo pide.”, recibo que, en la práctica, no es otra cosa que una copia más que se timbra conjuntamente y queda en poder del interesado.

Presentada que sea la solicitud de mensura, con las indicaciones ya señaladas, acompañada de los documentos mencionados, en el tribunal correspondiente y dentro de plazo; el juez procederá al examen de esta solicitud y los antecedentes que la acompañan, de acuerdo al artículo 60 del Código de Minería. Si de este examen resulta que no existen defectos u omisiones, el tribunal ordenará publicar inmediatamente; pero si existen errores u omisiones hay que distinguir:

· Si son subsanables se señalará cuales son y se ordena su corrección dentro de 8 días. 

· Si el incumplimiemnto es de aquellos requisitos que acarrea caducidad, la solicitud se desecha de plano. Como lo serían, por ejemplo:

1. Que los 30 días para la publicación hayan trasncurrido. 

2. No inscribir dentro del plazo.

3. Omitir las coordenadas del punto de interés.

En la misma resolución, deberá dejarse testimonio de la fecha en que se haya presentado la manifestación, o en la que se deba tener por presentado; para evitar una omisión en esta resolución es que se aconseja pedir, expresamente, la certificación de este hecho; tal como se hizo, en el ejemlo, en el tercer otrosí de la solicitud.

De esta forma, ya habiendose examinado la solicitud y sus antecedentes pr el tribunal, la resolución ebiese ser la siguiente:

“A lo principal, por solicitada mensura, publíquese.

Al primer otrosí, téngase por acompañados los documentos.

Al segundo otrosí, como se pide desígnese perito a ...

Al tercer otrosí, certifíquese lo que corresponda por el secretario.

Al cuarto otrosí, téngase presente”

Publicación de la solicitud de mensura:

Esta publicación debe hacerse dentro de los 30 días siguientes, corridos y fatales, contados desde la reslución que ordena la publicación, por una sola vez. Se lleva copia autorizada de la solicitud y su proveído.

“Para efectuar la publicación, el secretario dará copia autorizada de la solicitud y de la resolución que dispone publicarla. En el caso del inciso anterior, la copia incluirá, además, el decreto que ordena subsanar las omisiones o defectos y la presentación en que se haya cumplido con lo ordenado. 

La publicación comprenderá íntegramente dicha copia y se hará por una sola vez, dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de la resolución que la ordenó.” (art.60/4 y 5 CM)

Oposiciones a la solicitud de mensura: (art.61 y ss CM) 

Desde la fecha de publicación de la solicitud de mensura y su proveído, y del decreto que ordena subsanar omisiones o defectos y la presentación en que se hayan éstos corregido, en su caso; y por el término de 30 días, corridos y fatales, cualquier interesado que vea afectado sus derechos con dicha solicitud de mensura, podrá oponerse a la constitución de la concesión. Esta oposición es, en el fondo, una demanda presentada por quien ve afectado sus derechos; y como tal debe cumplir con los requisitos generales de toda demanda, previstos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil.

Existen dos causales para oponerse:

1. Que exista un pedimento o una concesión de exploración ya otorgada.

2. Que exista una manifestación en trámite anterior o que se tenga por anterior.

Ambas causales responden a un derecho preferente, por la fecha real o presunta en que se entiende presentado el pedimento.

En el fondo, el procedimiento de oposición a una solicitud de mensura importa entregar a la resolución del juez la solución de un eventual conflicto de intereses, de manera que sea éste quien determine si existe tal conflicto y, en el caso que así lo sea, declarar cuales son los terrenos mensurables, si ello fuere posible.

“Podrá deducirse oposición a la petición de mensura dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de la publicación a que se refiere el inciso final del artículo anterior. 

La oposición sólo podrá fundarse: 

1. En que se pretende mensurar sobre un terreno comprendido en un pedimento o en una concesión para explorar. Sólo podrá ejercer esta acción aquél cuyo pedimento haya sido presentado con anterioridad a la fecha en que haya sido o se tenga por presentada la manifestación de la pertenencia que se pretende mensurar. 

La oposición será rechazada de plano si no se funda en un pedimento cuya fecha de presentación haya sido anterior o no se acompaña a ella copia auténtica de dicho pedimento, y, en su caso, además, copia auténtica de la solicitud de sentencia o de la sentencia misma o de la resolución que acogió la prórroga del plazo de la concesión. La oposición será rechazada del mismo modo, si no se acompaña a ella un croquis, firmado por un ingeniero o perito de aquellos a que se refiere el inciso segundo del artículo 71, que represente la colisión de los derechos y las pretensiones de ambas partes en el terreno. 

2. En el derecho preferente para mensurar en virtud de una manifestación cuya fecha de presentación haya sido o se tenga por anterior. 

La oposición será rechazada de plano si no se funda en una manifestación cuya fecha de presentación haya sido o se tenga por anterior, o no viene acompañada de copia auténtica de dicha manifestación. La oposición será rechazada del mismo modo, si no se acompaña a ella un croquis, firmado por un ingeniero o perito de aquellos a que se refiere el inciso segundo del artículo 71, que represente la colisión de las pretensiones de ambas partes en el terreno.” (art.61 CM) 

El opositor deberá hacer valer su oposición a través de una demanda que debe interponer en el mismo tribunal que conoce de la solicitud de mensura a que pretende oponerse, y obviamente en el mismo expediente. 

La regla general en materia minera es que los procedimientos sea sumarios, excepcionalmente, éstos pueden transformarse en juicios ordinarios, de acuerdo al artículo 233 del Código de Minería.

“Todos los juicios en que se ventilen derechos especialmente regidos por este Código o que recaigan sobre el pedimento, manifestación, concesión de exploración o pertenencia y que no tengan señalado otro procedimiento en este cuerpo legal, se tramitarán con arreglo a las normas del juicio sumario. Iniciado el juicio sumario, podrá pedirse y decretarse su continuación conforme a las reglas del procedimiento ordinario, si existen motivos fundados para ello. La solicitud en que se pida la sustitución del procedimiento se tramitará como incidente.” (art.233 CM) 

Además, en materia minera existe un procedimiento sumarísimo referido a la constitución de servidumbres, de conformidad al artículo 234 del Código de Minería.

Deducida la demanda, el procedimiento de constitución se torna contencioso, aún sin notificación de ésta, por lo tanto al expediente debe cambiársele el rol voluntario por uno contencioso y los plazos que eran de días corridos se tornan de días hábiles.

En el juicio de oposición se tendrá por demandante al positor y por demandado al solicitante de la mensura. Será admisible, como única defensa del demandado, la de que su solicitud de mensura no abarca los terrenos comprendidos en el pedimento, en la concesión de exploración o en la solicitud de mensura en que se funda la acción; cualquier otra defensa, incluso toda excepción perentoria que pueda corresponder al demandado, sólo podrñá hacerse valer por este como acciones en un juicio separado. La sentencia que resuelva la oposición será apelable en ambos efectos.
“Todas las oposiciones a que se refiere el artículo 61 se tramitarán con arreglo al procedimiento señalado en el artículo 233. En el juicio se tendrá por demandante al opositor, y sólo será admisible como única defensa del demandado la de que su solicitud de mensura no abarca los terrenos comprendidos en el pedimento en la concesión de exploración o en la solicitud de mensura en que se funda la acción. 

Cualquiera otra defensa y toda excepción perentoria que puedan corresponder al demandado sólo podrán hacerse valer por éste, como acciones, en juicio separado. 

La sentencia definitiva que resuelva la oposición será apelable en ambos efectos.” (art.68 CM) 

El juicio sumario se encuentra regulado en los artículos 680 y ss del Código de Procedimiento Civil; de éstos se puede establecer el siguiente esquema para el procedimiento de oposición:

1. Deducida la demanda el juez, el juez la examina; si la acoge a tramitación citará a las partes a la audiencia del quinto día hábil después de la última notificación.

2. Esta audiencia es el comparendo en el que el opositor ratifica su demanda y el demandado solicita su rechazo, de lo expuesto por las partes el juez recibirá la causa a prueba, fijando los hechos pertinentes, sustanciales y controvertidos.

3. La prueba se rige por las normas relativas a plazo y forma de la prueba en los incidentes.

4. Vencido el término probatorio, el tribunal citará de inmediato a las partes a oir sentencia.

5. La sentencia definitiva debe dictarse en el plazo de diez días siguientes a la fecha de la resolución que citó a las partes para oir sentencia.

6. La sentencia que acoja las oposiciones deberá hacer las declaraciones dispuestas por el artículo 69 del Código de Minería. 

7. Si fueren varias las oposciones formuladas por la causal segunda del artículo 61, contra una solicitud de mensura o si a la siolicitud de mensura de uno o más de estos opositores se hiciere, a su vez, oposición; el juez se pronunciará sobre todas ellas en una misma sentencia, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 69/2 CM. Todo lo anterior, de acuerdo al artículo 64 del Código de Minería.

Desde la resentación de la demanda de oposición y hasta la dictación de la sentencia, las partes no pueden paralizar el procedimiento por más de tres meses, según prescribe el artículo 70 del Código de Minería.

“Desde que quede presentada una demanda de oposición conforme al artículo 61, y hasta que quede ejecutoriada la correspondiente sentencia, las partes no podrán paralizar el juicio por más de tres meses. Si transcurre este término sin que alguna de ellas practique cualquiera diligencia útil destinada a dar curso progresivo a los autos, cualquiera persona podrá solicitar que se declare, con sólo el mérito del certificado del secretario, la caducidad de los derechos de ambas partes, y que se ordene cancelar las inscripciones respectivas. Con todo, la caducidad no afectará en caso alguno la concesión para explorar y a la pertenencia, ya constituidas.” (art.70/1 CM) 

Documentos que deben acompañarse a la demanda de oposición:

Si la causal invocada es la del Nº1 del artículo 61, el opositor deberá acompañar:

· Copia auténtica de su pedimento, y en su caso, además, copia auténtica de la solicitud de sentencia, o de la sentencia misma, o de la resolución que acogió la prórroga del plazo de la concesión.

· Croquis firmado por un ingeniero civil de minas o perito autorizado, que represente la colisión de los derechos y las pretensiones de ambas partes en el terreno.

Si la causal invocada es la del Nº2 del artículo 61, el opositor deberá acompañar:

· Copia auténtica de su manifestación.

· Croquis que represente la colisión de lso derechos y las pretensiones de ambas partes en el terreno, firmado por un ingeniero civil de minas o un perito autorizado para efectuar mensura.

De no presentar estos documentos, el opositor será sancionado con el rechazo de plano de su demanda de oposición. Rechazada de plano que fuere la demanda de oposición, no podrá volver a intentarse y habrá precluído el derecho del oponente para hacerlo posteriormente, aunque se encuentre dentro del plazo de 30 días para oponerse.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 67 del Código de Minería, si un manifestante de fecha anterior, o que se tenga por anterior, formula oposición invocando la causal segunda del artículo 61, y su demanda fuere rechazada no podrá hacer valer, posteriormente, la acción de nulidad de los números 6 o 7 del artículo 95 del Código. Esta última disposición está referida a las causales de nulidad de una concesión minera y que puede ser interpuesta por cualquier persona que tenga interés actual.

“Sólo son causales de nulidad de una concesión minera, las siguientes: (...)

6. Haberse constituido la pertenencia abarcando con su mensura terreno ya comprendido, o que quede comprendido, por otra mensura cuya fecha de ejecución se presuma anterior a la fecha presunta de aquélla, con arreglo al inciso segundo del artículo 72; 

7. Haberse constituido la pertenencia abarcando terreno ya comprendido por otra pertenencia, salvo lo dispuesto en el número anterior, y  (...)” (art.95 Nº 6 y 7 CM)

Clases de oposición:

1. Oposiciones obligatorias: En éstas el titular esta obligado a oponerse, de lo contrario, se arriesga a perder la preferencia o los derechos de que se trate,  art.65 C.Minero.

2. Oposiciones facultativas: Para su titular, consiste en un derecho potestativo, ya que si no lo ejerce tendrá otra oportunidad procesal para ejercer su derecho en forma oportuna.

Oposiciones obligatorias:

1. Oposición obligatoria del titular de un pedimento o de una concesión para explorar. Establecida en el Nº1 del artículo 61. Se oponen los titulares de un pedimento o de una concesión de exploración, en ambos casos, el pedimento debe haber sido presentado con anterioridad a la fecha en que haya sido o se tenga por presentada la manifestación de la pertenencia que se pretende mensurar. De no presentar esta oposición se producirá la sanción dispuesta en el artículo 65/2 del Código.











Superficie reclamada por A y B 

El ejemplo arriba expuesto sólo será aplicable en la medida en que el derecho que reclama B no provenga de una concesión de exploración anterior, ya que en tal caso será A quien perderá su derecho preferente.

“El titular de un pedimento o de una concesión de exploración de fechas anteriores, que no deduzca oportunamente la acción del número primero del artículo 61, perderá los derechos emanados de su pedimento o concesión, respecto de los terrenos sobre los cuales se llegue a constituir pertenencia por quien debió haber sido demandado.” (art.65/2 CM) 

La disposición transcrita pretende, dada su claridad, que los interesados estén permanentemente atentos para evitar que se mensuren los terrenos que pretenden explorar o estén explorando, sea en virtud de un pedimento en trámite o de una concesión de exploración.

La sentencia que acoja la demanda de oposición declarará que el demandado no podrá mensurar, dentro del perimetro del pedimento, del de la concesión de exploración, o del de la parte en que no haya siodo renunciada, de acuerdo al artículo 69 inciso primero del Código de Minería.

“La sentencia que acoja una demanda de oposición basada en la causal primera del artículo 61, declarará que el demandado no podrá mensurar dentro del perímetro del pedimento, del de la concesión de exploración o del de la parte en que ésta no haya sido renunciada, en su caso.” (art.69/1) 
2. Oposición obligatoria del manifestante de fecha anterior que no ha solicitado mensura. En el plazo de 20 días para solicitar mensura puede darse el caso de que un manifestante de fecha posterior solicite mensura antes que el titular de una manifestación anterior. Es obligatoria esta oposición para el manifestante anterior, por cuanto de  no oponerla estrá sujeto a la sanción del inciso 1º del artículo 65. 

“Si un manifestante de fecha posterior pide la mensura con anterioridad al manifestante de fecha anterior o que se tenga por anterior, éste perderá, en beneficio de aquél, la preferencia para mensurar, si no deduce oposición oportunamente.” (art.65/1 CM) 

De presentar la oposición deberá solicitra conjuntamente en el escrito, mensura de su perrtenencia o pertenencias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 62/1 del Código de Minería.

“Si un manifestante de fecha anterior, o que se tenga por anterior, se opone a la mensura solicitada por otro de fecha posterior, deberá pedir en su escrito de oposición, y con arreglo a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 59, la mensura de su pertenencia o pertenencias.” (art.62/1 CM) 

Esta solicitud de mensura, deberá cumplir en todas sus partes con lo dispuesto en el artículo 59 inciisos 2º y 3º, esto es, con las menciones que debe contener la solicitud y los documentos que deben acompañarse.

La suma del escrito de demanda de oposición será entonces así:

En lo principal:

Se opone a la mensura que indica.

En el primer otrosí:
Solicita mensura de las pertenencias que señala.

En el segundo otrosí:
Certificación que indica.

En el tercer otrosí:
Propone perito.

En el cuarto otrosí:
Acompaña documentos, con citación.

En el quinto otrosí:
Patrocinio y poder.

El juez examinará la solicitud de mensura y los antecedentes acompañados y encontrando ambos conforme, mandará publicarla, art.62/2 del Código. En la misma resolución el juez dejará  testimonio de la fecha en que se haya presentado o deba tener por presentada la manifestación (certificación del segundo otrosí); para efectuar la publicación se dará copia de la solcitud y su proveído y de las correcciones si las hubiere; publicación que deberá hacerse dentro del plazo de 30 días, y por una sola vez, en el Boletín Oficial de Minería, lo anterior está referido al texto del artículo 62/2, en relación con el art.60/4 y final del Código de Minería. Vale decir, se repite la tramitación de la solicitud de mensura ya tratada, en relación al examen, publicación, remisión al SERNAGEOMIN y el informe de éste.

Si del examen aparece que ha dejado de cumplirse algún requisito cuya omisión o retardo acarrea la caducidad de los derechos emanados de la manifestación, el juez desechará de plano la solicitud y ordenará se cancele la inscripción de aquella, oficiando al efecto al Conservador de Mimas respectivo, en tal caso deberá también rechazar la oposición deducida en lo principal de la presentación, esto de acuerdo al artículo 62 incioso tercero del Código. Se desecha de plano la oposición porque no se daría cumplimiemnto a la oposición obligatoria.

Dispone el inciso final del artículo 62 del Código que la resolución que ordena publicar la solicitud de mensura del opositor, dispondrá asimismo que copia de ella y de los documentos axcompañados sean acompañados al SERNAGEOMIN, junto con copia de iguales antecedentes relativos al demandado

“El juez examinará la solicitud de mensura del opositor y los antecedentes acompañados a ella, y encontrando ambos conforme mandará publicarla. En la misma resolución dejará testimonio de la fecha en que se haya presentado o se tenga por presentada la manifestación. Para efectuar la publicación se dará copia de la solicitud y su proveído. 

Si de ese examen aparece que ha dejado de cumplirse algún requisito, se procederá, según el caso, de acuerdo con lo establecido en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 60. 

La publicación a que se refiere el inciso segundo se hará conforme a lo dispuesto en los incisos cuarto y final del mencionado artículo 60. 

La resolución que ordena publicar la solicitud de mensura del opositor dispondrá, asimismo, que copia de ella y de los documentos acompañados sean enviados al Servicio, junto con copia de iguales antecedentes relativos al demandado.” (art.62/2, 3, 4 y 5 CM)

“Para efectuar la publicación, el secretario dará copia autorizada de la solicitud y de la resolución que dispone publicarla. En el caso del inciso anterior, la copia incluirá, además, el decreto que ordena subsanar las omisiones o defectos y la presentación en que se haya cumplido con lo ordenado. 

La publicación comprenderá íntegramente dicha copia y se hará por una sola vez, dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de la resolución que la ordenó.” (art.60/4 y f CM) 

3. Oposición obligatoria del manifestante de fecha anterior o que se tenga por tal que ha solicitado mensura. Se encuentra reglada en el artículo 63 del Código de Minería. El manifestante está obligado a deducir esta oposición, puesto que, en caso contrario, incurrirá en la sanción del inciso primero del artículo 65; perdiendo en beneficio del manifestante de fecha posterior la preferencia para mensurar. El derecho del opositor debe fundarse en una manifestación anterior o que se tenga por anterior y, aunque haya pedido ya su mensura, igualmente está obligado a oponerse a la mensura solicitada antes por otro. En el mismo escrito que deduzca la demanda de oposición debe pedir que se ordene la acumulación de autos (de su expediente de manifestación al del demandado). Esta situación no lo exime de la obligación de acompañar los dçocumentos dispuestos en el artículo 61 Nº2, ya transcrito.
La suma de esta presentación será:

En lo principal:

Se opone a la mensura que indica.

En el primer otrosí:
Acumulación de autos.

En el segundo otrosí:
Acompaña documentos, con citación.

En el tercer otrosí:
Patrocinio y poder.

Respecto de las oposiciones obligatorias tratadas en los números 2 y 3, el juez al resolver acogiendo la demanda deberá dar cumplimiento a los dispuesto en los incisos 2º y 3º del artículo 69 del Código, en el sentido que reconocerá el derecho preferente del primer manifestante a mensurar su pertenencia o pertenencias en la forma indicada en la respectiva solicitud, y en cuanto no afecte a ese derecho preferente, reconocerá también el derecho de la parte vencida a mensurar, con arreglo a su propia solicitud, pero respetando íntegrante el derecho de la parte vencedora.

“La sentencia que acoja una demanda de oposición fundada en la causal segunda del artículo 61, reconocerá el derecho preferente del primer manifestante a mensurar su pertenencia o pertenencias, en la forma indicada en la respectiva solicitud, y, en cuanto no afecte a ese derecho preferente, reconocerá también el derecho de la parte vencida a mensurar con arreglo a su propia solicitud, pero respetando íntegramente el derecho preferente de la parte vencedora. 

Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable al caso en que una sentencia deba pronunciarse sobre más de una oposición.” (art.69/2 y 3 CM) 

Oposición facultativa:

Del manifestante de fecha anterior o que se tenga por anterior. Éste podrá oponerse a la solicitud de mensura de un manifestante de fecha posterior, aún cuando la solicitud de mensura de aquel (el de fecha posterior) haya sido presentada antes que la de éste último (el de fecha anterior), esto en virtud del artículo 66 inciso primero del Código de Minería.

“El manifestante de fecha anterior o que se tenga por anterior, podrá oponerse a la solicitud de mensura de un manifestante de fecha posterior, aun cuando la solicitud de mensura de aquél haya sido presentada antes que la de este último. En este caso, el opositor deberá, además, cumplir con lo dispuesto en el artículo 63.” (art.66/1 CM) 

El opositor puede hacer valer su oposición de dos maneras:

1. Mediante una oposición formal.

2. Haciéndolo presente al juez.

1. Demanda de oposición:

Deberá interponer formalmente una demanda de oposición, acompañar los documentos que ordena la ley y solicitar la acumulación de su expediente de mensura al del demandado, todo conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 66, es decir, de acuerdo a lo expresado para la oposición obligatorio número tres. Entonces, de presentar mal la demanda, se podría perder la oposición

Hacerlo presente en el expediente del mensurante.

Esto se encuentra establecido en el inciso segundo del artículo 66, el cual prescribe que el manifestante podrá optar por hacer presente en el expediente del manifestante de fecha posterior su calidad de “antelado” respecto d todo o parte de los terrenos abarcados por la solicitud de mensura de este último. Lo cual se cumple por medio de la presentación de un escrito al cual es conveniente acompañar tioda la documentacióbn necesaria que haga fehacioente y sirva de base a tal presentación.

Esta presentación no constituye un nuevo juicio, ni se transfoirma en contenciosa la gestión, sino que es una especie de recordatorio para evitar la constitución de una concesión sobre otra, con perjuicio de los derechos preferentes d quien así lo hizo presente.

El juez dictará sentencia conforme al artículo 69 del Código de Minería.

Si se ha rechazado la demanda de oposixción deducida al tenor del inciso primero del artículo 66 del Código, el afectado no podrá hacer valer, posteriormente, la acción de nulidad de los números 6 y 7 del artículo 95 del Código de Minería.

Caducidad por falta de actividad en la oposición:

No se podrá paralizar la actividad de las partes, sea en la prosecución del juicio o en el cumplimiento de la sentencia por más de tres meses, bajo sanción de caducidad. Caducidad que no alcanza a la concesión para explorar y a la pertenencia ya constituida.

Caducidad en el juicio de oposición:

“Desde que quede presentada una demanda de oposición conforme al artículo 61, y hasta que quede ejecutoriada la correspondiente sentencia, las partes no podrán paralizar el juicio por más de tres meses. Si transcurre este término sin que alguna de ellas practique cualquiera diligencia útil destinada a dar curso progresivo a los autos, cualquiera persona podrá solicitar que se declare, con sólo el mérito del certificado del secretario, la caducidad de los derechos de ambas partes, y que se ordene cancelar las inscripciones respectivas. Con todo, la caducidad no afectará en caso alguno la concesión para explorar y a la pertenencia, ya constituidas.” (art.70/1 CM) 

Desde que quede presentada la demanda de oposición es obligación de las partes activar el juicio hasta que la sentencia quede firme o ejecutoriada, con todo esta obligación no pesa sobre la parte que sea titular de una concesión de exploración o de una pertenencia ya constituida; las partes no podrán dejar transcurrir más de tres meses sin realizar diligencias útiles sin incurrir en cadicidad; este plazo es corrido y no se suspende durante los feriados, de conformidad al artículo 236 del Código de Minería. 

Es por lo anterior que deben hacerse diligencias que tengan el carácter de útiles, para dar curso progresivo a los autos, de lo contrario se concede acción pública para solicitar la declaración de caducidad. Luego, la caducidad no debe ser demanda ya que se declara por el juez con el sólo mérito del  certificado del secretario.

La suma del escrito diría así:

En lo principal:

Solicita que se declare caducidad.

En el otrosí:

Solicita certificado del secretario del tribunal.

Ahora bien, la calificación de las diligencias que se practiquen como útiles o no la realizará el Juez.

Contra la sentencia que se pronuncie acerca de la caducidad, sea que la otorgue o la deniege, procederán los mismos recursos que en contra de cualquier sentencia definitiva. La apelación en contra de la sentencia que deseche la solicitud de caducidad se concederá en el solo efecto devolutivo de conformidad al inciso final del artículo 70 del Código.

“Contra la sentencia que se pronuncie acerca de la caducidad procederán los mismos recursos que contra una sentencia definitiva. La apelación en contra de la sentencia que deseche la solicitud de caducidad se concederá en el solo efecto devolutivo.” (art.70/f CM) 

Caducidad en el cumplimiento de la sentencia que puso término al juicio de oposición:

“Desde que quede ejecutoriada la sentencia que pone término al juicio de oposición, y hasta que se dicte la respectiva sentencia constitutiva, ninguno de los que fueron parte en él y haya obtenido el reconocimiento del derecho a mensurar, podrá paralizar por más de tres meses los trámites de constitución de su pertenencia o pertenencias. Si transcurre este término sin que el respectivo interesado practique alguna diligencia útil destinada a ese efecto, cualquiera persona podrá solicitar que se declare la caducidad a que se refiere el inciso anterior, en la forma y con los alcances allí indicados.” (art.70/2 CM) 

Cabe hacer presente que en este caso, las diligencias útiles están apuntadas a “constituir la pertenencia o pertenencias”, a diferencia del caso anterior, en que están “destinadas a dar curso progresivo a los autos”. Que, nuevamente será una cuestión de hecho que habrá que determninar caso a caso. En todo caso, puede esntenderse por éstas: “toda dligencia destinada a realizar la operación de mensura y a efectuar los trámites necesarios destinados a la dictación de la sentencia que otorga la concesión” por lo que cualquier gestión que no tenga por fin ser útil no interrumpirá este plazo de tres meses.

De acuerdo al artículo 70 del Código, y al igual que en el caso anterior, contra la sentencia que se pronuncie respecto de la caducidad, sea aceptándola o rechazándola, proceden los mismos recursos que en contra de una sentencia definitiva y; la apelación, nuevamente al igual que en el caso anterior, se concede en el solo efecto devolutivo.

Para evitar dilaciones innecesarias, se concede acción a cualquier interesado para pedir que se notifique al ingeniero o perito para que entregue el acta y plano al juez, para lo cual dicho ingeniero o perito tendrá el plazo que el tribunal le señale.

En todo caso, y siendo aplicable para las dos caducidades tratadas, la tramitación del juicio podrá continuarse en cualquier tiempo mientras no se haya pedido la caducidad.

“Cualquier interesado podrá pedir que se notifique al ingeniero o perito para que entregue el acta y plano al juez, para lo cual dicho ingeniero o perito tendrá el plazo que el tribunal señale. 

Mientras no se haga uso del derecho a pedir la caducidad, podrá en cualquier tiempo continuarse la tramitación; pero el derecho a pedir la caducidad por la paralización ya producida subsistirá hasta que quede ejecutoriada la sentencia que puso término al juicio o se dicte la sentencia constitutiva, en su caso.” (art.70/3 y 4 CM) 

La mensura: (arts.71 y ss CM)

Es una operación consistente en la ubicación, en el terreno,  de cada uno de los vértices de la cara superior de la perttenencia o grupo de éstas, indicados con coordenadas U.T.M. en la solicitud de mensura, o se señalen en el acto de mensura. (art.72)

Esta operación se realiza: (art.71/1)
· Una vez vencido el plazo para deducir oposiciones, si éstas no se hubiesen deducido, estos es, 30 días corridos contados desde la pubicación de la solicitud de mensura.

· Ejecutoriada la sentencia que rechaza la oposición.

· Ejecutoriada la sentencia que determine la ubicación de las pertenencias, de la parte o partes a quienes se haya concedido el derecho a mensurar.
La operación de mensura es practicada por el ingeniero civil en minas que escoja el interesado, o, por el perito que designe el interesado de entre aquellos que anualmente designa el Presidente de la República a propuesta del Director Nacional del SERNAGEOMIN. (art.71/2)

¿Cómo se mensuran dos o más pertenencias de una misma manifestación? (Art.76)
En una sola operació, disponiéndose las pertenencias de tal forma que cada una tenga, al menos, un punto de contacto con otra. Se levanta una sola acta y se confecciona un solo plano, en el que se individualizaran, con precisión, la ubicación y deslindes de cada pertenenmcia.

Obligaciones y prohibiciones del mensurador (ingeniero o perito): (arts.26 y ss Reglamento)
El mensurador debe cumpir con distintas exigencias para efectuar válidamente su cometido, así como para que éste sea eficaz, sin perjuicio de la calidad técnica que su desempeño debe tener, para que la operación sea correcta.

Obligaciones:

· Aceptar el cargo y jurar su fiel desempeño.

· Mensurar el terreno manifestado.

· Debe efectuar la operación de mensura respetando las normas relativas a la forma, orientación, cabida o lados de su cara superior.

· Construir hitos y linderos. La destrucción de éstos constituye delito.

· Entregar el acta y el plano de mensura. Hecha el acta y el plano, corresponde al interesado (abogado) presentarlos en el tribunal, no al perito. El palzo para presentar el acta y el pano de mensura es de 15 meses corridos y fatales contados desde la presentación de la manifestación al juzgado; si se ha sido parte en el juicio de oposición procedería el apremio del artículo 70, es decir, terminado el juicio de oposición cualquier interesado puede pedir que se notifique al mensurador apar que haga entrega del acta y plano al juez, para lo que dispondrá del plazo eque e Tribunal fije.. Luego si no se entregan el acta y el plano en e plazo de 15 meses o tras el apremio, se sanciona con la caducidad.

· Entregar la cartera de terreno. La entrega al SERNAGEOMIN, con ésta elñ Servicio puede revisar si hay errores y verificar los métodos o calculos para determinar la ublicación de cada vértice.

Prohibiciones:

· Le está prohibido abarcar con la mensura terrenos ya mensurados.

· Le está prohibido dejar en la mensura espacios libres entre pertenencias o sin un punto de contacto entre sí.

Informe del SERNAGEOMIN:

Presentada el acta y e plano al tribunal, el juez los remite al Servicio para que este evaúe su informe (art.79/1), en la práctica se remite e expediente completo, lo que se coorobora con el texto del artículo 79, toda vez que hace mención a la recepción del expediente por parte del Servicio; fijándo el plazo de 60 días para evacuar el informe desde la recepción del expediente, plazo que no es fatal

En general, el Servicio informa acerca de los aspectos técnicos relacionados con la operación de mensura, el acta y el plano. El Sdervicio deberá informar especialmente sobre los siguientes aspectos:

1. Si se ajustan a la ley la forma, dimensiones y orientación de la cara superior de cada pertenencia mensurada.

2. Si ellas quedan comprendidas dentro del terreno manifestado, como dentro del terreno que abarca la solicitud de mensura.

3. Si los hitos han sido colocados correctamente.

Evacuado que sea el informe, el Servicio lo remitirá al juez junto al expediente, acta y plano que le hubieran sido enviados por el Tribunal. En todo caso, el informe no es vinculante para el juez.

Respecto del informe se pueden dar tres posibilidades, a saber:

I. El informe no contiene observaciones:
El juez dictará sentencia constitutiva de la pertenencia o grupo de pertenencias, si el informe no contiene observaciones, más aún si el informe señala que la operación de mensura se ha efectuado correctamente, dando cumplimiento a la ley en todos sus aspectos (art.81 CM).

II. El informe formula objeciones de carácter técnico:

El juez ordenará ponerlo en conocimiento del interesado, si el informe plantea objeciones a alguno de los aspectos técnicos a que se refiere el artículo 79/2. Ante esta situación el interesado tiene dos alternativas:

· Contradecir las objeciones del informe. Para lo cual dispone de 8 días corridos y fatales, contados desde la notificación por el estado diario de la respectiva resolución (art.82/1)

· Subsanar las objeciones. Para esto tiene el plazo de 60 días corridos y fatales, contados desde la notificación por el estado diario de la respectivaresolución. El juez, previo informe del Servicio y por motivos fundados, puede prorrogar este plazo, por una sola vez, hasta por otros 60 días corridos y fatales. (art.82/1)

Cualquiera de las alternativas por la que opte el interesado, el juez remitirá nuevamente los antecedentes al Servicio para su informe. El juez, una vez informado por el Servicio y previa revisión final de los antecedentes dictará sentencia declarando constituida la pertenencia o rechazando su constitución.

Si dentro de los plazos referidos anteriormente, el interesado no contradice las objeciones o no las subsana, por ser un plazo fata, el juez deberá declarar la caducidad de la manifestación y ordenará se cancelen las inbscripciones que correspondan.

III. El informe señala que con la mensura se ha abarcado, en todo o parte, una o más pertenencias ya constituidas o en trámite:

El juez ordenará que dentro del pazo de 30 días, corridos y fatales, contados desde la fecha de la resolución respectiva, el interesado notifique, mediante un aviso consistente en un extracto redactado por el Secretario del Tribunal, en el Boletín Oficial de Minería, a los ionteresados para que cualquiera de éstos demande (art.83). Es esta entonces, la segunda forma de que el procedimiento de constitución se torne contencioso.

El extracto contendrá las siguientes menciones: (art.83)
1. Circiunstancia de que el Servicio ha informado sobre dicha situación.

2. Las coordenadas UTM de los vértices, tanto de las pertenencias del interesado como las del o los afectados.

3. El nombre de las pertenencias del interesado y de las del o los afectados.

4. El nombre del interesado y, en o posible, de los interesados.

Oposición encaso de sobremensura: (art.84 CM)
Cada uno de los afectados podrá, dentro del plazo de 30 días (de acuerdo al libro) corridos y fatales, contados desde la fecha de publicación, presentarse en e expediente del interesado oponiéndose a la constitución de la pertenencia o pertenencias de éste. De oponerse utilizando la acción precedentemente referida, no podrá hacerse valer, más tarde, de la acción de nulidad del N° 6 o 7 del artículo 95; lo que constituye un efecto particular de esta demanda de oposición, toda vez que el efecto general es dar lugar a un procedimiento contencioso.

La oposición será rechazada de plano, si no se acompaña a ella copia auténtica de la solicitud de mensura o del acta de mensura, en su caso y del plano respectivo, si a ley hubiere obligado a levantarlo en su oportunidad.

La oposición se tramita de acuerdo al procedimiento sumario del artículo 233 y al opositor se le tendrá como demandante.

El informe del Servicxio servirá de base de presunción judicial, la que el demandado puede destruir sólo demostrando que su pertenencia “no se toca con otra(s)”, vale decir, que el terreno abarcado por la mensura de sus pertenencias no se encuentra en todo o parte ocupado por la o las pertenencias del opositor o; que la concesión del demandante no está vigente. En todo caso, a este juicio le es aplicable el artículo 70, esto es, que no puede paralizarse por más de tres meses.

La sentencia que dicte el tribunal podrá rechazar la demanda, acogerla en parte o acogerla en su totalidad:

1. Rechaza la demanda. Una vez ejecutoriada, previa revisión de los antecedentes, el juez dictará la sentencia constitutiva de la pertenencia del demandado.

2. La acoge en parte. Esta sentencia deberá determinar el terreno sobre el que podrá volver a mensurar el demandado.

3. La acoge en todas sus partes. Declarará extinguidos los derechos del interesado (demandado) y ordenará cancelar a inscripciones correspondientes.

Etapa de sentencia: (art.86 y ss CM)

El juez dictará sentencia una vez que se haya evacuado favorablemente el informe del SERNAGEOMIN, esto es, cuando el Servicio encuentre correcta la operación técnica, tratándose de concesiones de exploración, o de la mensura, en el caso de concesiones de explotación o; si habiéndose hecho observaciones técnicas éstas hubieren sido contradichas por el interesado, aceptando el Servicio dichas observaciones o; si habiendo objeciones, se hayan subsanado o; finalmente, si en el caso de las pertenencias, se han rechazado la(s) demanda(s) de oposición a que se refiere el artículo 84.

Examen previo a su dictación:

Facultades generales del juez:

“Si el juez nota, en cualquier momento durante la tramitación de la constitución de la concesión y mientras no se haya dictado la sentencia constitutiva de ella, que no se ha cumplido dentro del plazo cualquiera de los requisitos o actuaciones para los cuales el juez, conforme al artículo 82, o este Código, hayan señalado plazos fatales, dictará sentencia declarando la caducidad de los derechos emanados del pedimento o de la manifestación, y ordenando cancelar las inscripciones correspondientes”. (Art.86/1)

La norma recién transcrita faculta al juez para revisar todo el expediente, toda la tramitación de la constitución de la concesión, facultad la cual es permanente y general; en virtud de ésta el juez revisa si se incurrió en alguna causal de caducidad de la concesión, dictará sentencia declarando la caducidad de los derechos emanados del pedimento o manifestación, ordenando cancelar las inscripciones.

Facultades especiales del juez:

“El juez examinará los autos y, si se reúnen los requisitos legales, dictará la sentencia constitutiva de la pertenencia. 

Si nota faltas o ilegalidades insubsanables, dictará sentencia denegando la constitución de la pertenencia y mandando cancelar las inscripciones respectivas. Si nota, en cambio, faltas o ilegalidades subsanables, ordenará su corrección dentro del plazo que prudencialmente fijará y, hecho, dictará la sentencia constitutiva de la pertenencia. 

Si la corrección no se efectúa dentro del plazo fijado, el juez, de oficio, procederá conforme al inciso anterior”. (art.85)

Derecho de terceros para presentar al juez alguna caducidad:

“Si cualquiera persona ha hecho presente al juez la circunstancia de que se ha incurrido en alguna de las caducidades a que se refiere el inciso anterior y, no obstante ello, se dicta sentencia otorgando la concesión, ésta no se entenderá constituida sino una vez que la sentencia sea elevada en consulta a la Corte de Apelaciones y sea confirmada por ésta”. (art.86/2).

Si alguien ajeno a la gestión hace presente al juez el hecho de haberse incurrido en caducidad y éste dicta, de todas formas, sentencia constitutiva, dicha sentencia no produce efectos sino una vez que la causa sea elevada en consulta a la Corte de Apelaciones y sea confirmada por ésta. Esta consulta se ve en cuenta.

· Si la Corte revoca la sentencia, declara asimismo la caducidad de los derechos emanados del pedimiento o de la manifestación, ordenando la cancelación de las inscripciones pertinentes.

· Si la Corte confirma la sentencia, queda constituida la concesión.

Contenido de la sentencia constitutiva: (art.87)
1. Singularización del peticionario o manifestante y del actual titular. 

2. Fecha de presentación del pedimento o la manifestación, o aquella en que se tiene por presentada.

3. Peticiones que se hayan deducido en dicho pedimento o manifestación.

4. Las fechas de publicación del pedimento o la maniestación y de la solicitud de mensura, en su caso.

5. La fecha del o de los informes del SERNAGEOMIN.

6. Fecha de publicaciuón del extracto a que se refiere el artículo 83, si ha procedido.

7. Datos de la inscripción el pedimiento o de la manifestación y, si corresponde, los de la inscripción  de esos derechos a favor de su actual titular.

8. El nombre de las concesiones.

9. Las coordenadas UTM de cada uno de los vbértices de la cara superior de la concesión.

Además, la sentencia deberá:

10. Expresar las razones que le sirven de fundamento.

11. Aprobar el plano de la concesión de exploración o de la pertenencia o grupo de éstas.

12. Declarar constituida la concsión de exploración o de la pertenencia o grupo de pertenencias.

13. Mandar publicar el extarcto de la sentencia a que se refiere el artículo 90.

14. Ordenar la inscripción de la sentencia y del acta de mensura, en su caso.

15. Ordenar el archivo de los planos correspondientes.

Todo lo anterior según conste en autos.

Si antes de que la sentencia se encuentre ejecutoriada ésta cambia de titular, debe hacerse presente tal circunstancia al tribunalñ acompañando los documentos públicos de la compraventa, por ejemplo. Si la sentencia ya se encuentra ejecutoriada se debe solicitar anotación marginal al Conservador de Minas.

En todo caso, la sentencia es susceptible de los siguientes recursos:

· Recurso de aclaración o interpretación (art.182 CPC) es el medio de que dispone el interesado para obtener del tribunal que dictó la resolución, que aclare puntos oscuros o dudosos. 

· Recurso de rectificación o enmienda (art.182 CPC) permite obtener del tribunal que salve omisiones o rectifique errores de copia o cálculos numéricos que aparezcan de manifiesto en la resolución.

· Recurso de apelación, pudiendo apelar incluso quien obtuvo la constitución de la concesión, en el caso que no obtuviere todo lo que solicitó, siendo procedente que hubiera obtenido. Se concede en ambos efectos.

· Recurso de casación, tanto en la forma como el fondo, en el caso que ciertas normas jurídicas que han sido fundamentales en la dictación del fallo, hubieren sido erróneamente interpretadas, dando lugar a verse desfavorecido con la sentencia.

“Sólo el actual titular del pedimento o de la manifestación podrá deducir recursos contra la sentencia que resuelva sobre la constitución de la concesión”.  (art.88)

Efectos procesales de la dictación de la sentencia constitutiva:

1. Sanea vicios y caducidades (art.86/4). “Este efecto producido por la sola dictación de la sentencia es un verdadero pasaporte de corrección del procedimiento destinado a dar seguridad y estabilidad al concesionario. Abarca, eso sí, exclusivamente los vicios procesales y caducidades, de manera que deja vigente cuaquier otro vicio que no sean los señalados.”. Este efecto se produce ipso iure por la sola dictación de la sentencia, siendo irrelevante su notificación por el estado diario.

2. Produce cosa juzgada (art.86/f). “Esta disposición permite que, no obstante se haya dictado sentencia, no se vean afectados los juicios que se sigan por oposición o caducidades ni aquellos que se inicien por nulidad. Esto no significa que se abroga la excepción de cosa juzgada, sino que ésta adquiere –en doctrina- la denominación de cosa juzgada formal o procesal, por oposición a la cosa juzgada sustancial o matrial, que sí tiene un carácter inmutable e irrevocable absolutamente.”.

Trámites posteriores a la dictación de la sentencia:

Dictada la sentencia constitutiva, el interesado deberá: 

1. Publicar un extracto de la sentencia. La publicación se hace en el Boletin Oficial de Minería. Ha de publiocarse con la debida antelación para alcanzar a inscribir dentro del plazo de 120 días, corridos y fatales, contados desde la notificación de la sentencia que fija el inciso primero del artículo 89. Acontar de la fecha de publicación empieza a correr el plazo de prescripción de 4 años de las acciones de nulidad de los números 1 a 7 del artículo 95.

“El extracto de la sentencia deberá contener: 1. La designación del juzgado y el número de rol del expediente; 2. La fecha de la sentencia y la naturaleza de la concesión; 3. El nombre, profesión u oficio y domicilio del peticionario o del manifestante y, en su caso, los del concesionario; 4. La fecha de la presentación del pedimento o de la manifestación, o aquella en que ésta se tiene por presentada, y los datos de la inscripción de aquél o de ésta; 5. El nombre de la concesión de exploración o de la pertenencia o pertenencias, y 6. Las coordenadas U.T.M. de cada uno de los vértices del perímetro de la concesión de exploración o de la pertenencia o grupo de pertenencias. 

La publicación del extracto deberá efectuarse el primer día hábil de cualquier mes, pero, en todo caso, antes de requerirse la inscripción a que se refiere el inciso primero del artículo precedente. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio publicará el primer día hábil del mes de junio de cada año, para información general, la nómina de las concesiones que se hayan constituido en el año calendario anterior, clasificándolas por comunas. La publicación contendrá, respecto de cada concesión de exploración y de cada pertenencia o grupo de éstas, las menciones señaladas en los números 1, 2, 5 y 6 del inciso primero.” (art.90)

2. Hacer entrega de varios antecedentes al SERNAGEOMIN. Original del plano de la concesión y copia del acta de mensura, cuando corresponda. En la practica el Servicio exige, además, copia de la solictud de sentencia de la concesión de exploración y una copia de la sentencia respectiva; única forma de disponer de todos los antecedentes para identifiucar la concesión y al concesionario.

“Dictada la sentencia constitutiva de la concesión de exploración, el original del plano respectivo se entregará al Servicio por el interesado; una copia del mismo se archivará en el Registro de Descubrimientos del Conservador de Minas en que se inscriba la sentencia, y la otra copia quedará agregada en el expediente.

Dictada la sentencia constitutiva de la pertenencia o grupo de pertenencias, el original del plano de mensura y una copia del acta de mensura se entregarán al Servicio por el interesado; una copia del plano se archivará en el Registro de Propiedad del Conservador de Minas respectivo; una copia del acta autorizada por el secretario del juzgado se inscribirá junto con la sentencia en el mismo Registro y Conservador, y el original del acta y una copia del plano quedarán agregados en el expediente.” (art.42/1 y 2 Reglamento)

3. Proceder a requerir su inscripción, juntamente con el acta de mensura, si procede y el archivo de los planos. “Conforme debe estar ordenado en la sentencia, el interesado debe requerir la inscripción de la sentencia y la del acta de mensura, en su caso, y el archivo de los planos correspondientes”. 

El plazo de 120 días para requerir la inscripción y archivo es de días corridos y fatales. Transcurrido este plazo el Conservador no inscribirá, para cerciorarse de la fecha de publicación el Conservador requerirá el ejemplar del Bolertín Oficial de Minería correspondiente. 

El portador de las copias autorizadas de los instrumentos de que se trata está facultado para requerir la inscripción, así como el archivo de los planos. Para proceder al archivo de los planos e inscripción del acta de mensura, el interesado debe exhibir constancia de haber entregado los originales al SERNAGEOMIN.

“La inscripción ordenada en el inciso final del artículo 87 deberá requerirse dentro del plazo de ciento veinte días contado desde la fecha de la sentencia de primera instancia o desde la fecha del decreto que ordena el cumplimiento de la de segunda instancia, en su caso. 

El portador de las copias autorizadas de los instrumentos a que se refiere el inciso siguiente, estará facultado para requerir la inscripción. 

La inscripción transcribirá íntegramente la sentencia y el acta de mensura, en su caso, y deberá dejar constancia de la fecha en que se haya publicado el extracto. 

Si la inscripción no se requiere dentro del plazo señalado en el inciso primero, la sentencia dejará de surtir efectos y la concesión o concesiones caducarán. En tal caso, cualquiera persona podrá solicitar del juez que ordene cancelar las inscripciones que se hayan practicado.” (art.89) 

“El Conservador no inscribirá la sentencia constitutiva de la concesión minera ni el acta de mensura, en su caso, si se le requiere la inscripción después de transcurrido el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 89 del Código.

La sentencia constitutiva y el acta de mensura de la respectiva pertenencia serán objeto de una sola inscripción.

Cuando la sentencia constitutiva y el acta comprendan varias pertenencias, se hará de todos modos una sola inscripción.” (art.103 Reglamento)

“Al requerirse la inscripción de una sentencia constitutiva, el Conservador deberá exigir el ejemplar del Boletín Oficial de Minería en que se haya publicado el extracto de la misma, referido en el artículo 90 del Código y archivará el respectivo ejemplar.” (art.104 Reglamento)

Las obligaciones de publicar e inscribir constituyen una condición resolutoria, toda vez que si se incumplen, dentro del plazo fatal de 120 días, la sentencia dejará de surtir efecto y la concesión caduca. De acuerdo al inciso final del artículo 89, si se da la circunstancia anterior, cualquier interesado puede solicitar al juez que ordene cancelar las inscripciones que se hubieren practicado.

Obligación del SERNAGEOMIN de publicar nómina de concesiones publicadas:

De acuierdo al inciso final de artículo 90 del Código ya transcrito, el Servicio está obliogado a publicar cada año, en el primer día hábil de Junio de cada año, una nómina de las concesiones que se hayan constituidio en el año calendario anterior, clasificándolas por comunas; con las menciones que el mismo artículo señala. Para el caso de que la concesión abarque más de una comuna, el artículo 44 del Reglamento dispone:

“En la publicación que dispone el inciso final del artículo 90 del Código, el Servicio clasificará las concesiones de que se trate agrupándolas por la comuna de su ubicación.

En caso que una concesión de exploración, o una pertenencia o grupo de pertenencias mensuradas en conjunto, abarquen más de una comuna, bastará que en la nómina correspondiente a alguna de esas comunas se incluyan las menciones que exige el referido inciso final. Sin perjuicio de ello, en la nómina correspondiente a cada una de las demás comunas de su ubicación, se consignará al menos su nombre y el de cada una de las comunas que abarca.” (art.44 Reglamento)
Otros efectos de la sentencia constitutiva:

Sin perjuicio de los efectos procesales ya señalados, esto es, el hecho de sanear los vicios procesales y caducidades y, producir cosa juzgada. Existen los siguientes:

Constituye el título de propiedad de la concesión.  Título que está sujeto a caducidad si no se cumple con su publicación en extracto e inscripción dentro de los 120 días siguientes, corridos y fatales, a la dictación de la sentencia. 

Ya inscrita, la concesión se sujeta al régimen de la posesión inscrita, esto es, de acuerdo al derecho civil, que su transferencia se realiza por escritura pública (título) y la tradición la constituye su inscripción (modo). En tanto título, la sentencia constitutiva sería un título originario; sólo será derivativo en el caso de transferirse esta concesiópn ya constituida. 

“La sentencia que otorga la concesión constituye el título de propiedad sobre ella y da originariamente su posesión. Inscrita la sentencia, la concesión quedará sometida al régimen de posesión inscrita.” (art.91) 

“Deberá otorgarse por escritura pública el título para transferir los derechos emanados del pedimento y de la manifestación, la concesión y los derechos reales constituidos sobre ésta. 

La tradición de los derechos emanados del pedimento y de la manifestación, y la de la concesión, se efectuará por la inscripción del título en el respectivo Registro del Conservador de Minas. Asimismo, se constituirán los otros derechos reales que recaigan sobre la concesión, y se efectuará su tradición, mediante la correspondiente inscripción. 

No obstante, la tradición del derecho de servidumbre se hará con arreglo a lo dispuesto en el artículo 698 del Código Civil. Respecto de la tradición de las acciones de las sociedades regidas por este Código, se estará a lo dispuesto en el artículo 178. A la transmisión de la concesión y de los derechos emanados del pedimento y de la manifestación le será aplicable lo dispuesto en el artículo 688 del Código Civil.” (art.92)

Acciones legales que proceden respecto de la concesión minera y otros derechos reales constituidos en ella. Una constituida la concesión minera y dada su naturaleza inmueble, como el de cualquier otro derecho real constituido en ella, es procedente a su respecto el ejercicio de acciones típicamente inmuebles, como las posesorias, establecidas en los artículos 916 y siguientes del Código Civil (querrellas de amparo, de restitución y de reestablecimiento) o la acción reivindicatoria, establecida en el artículo 889 del Código Civil.

Es también posible impetrar su cadicidad si la inscripción de a sentencia no fuere requerida en el plazo corrspondiente, por lo que habrá lugar al ejercicio de a respectiva acción de nulidad; del mismo modo, puede solicitarse la nulidad de la concesión por una o máas causales de las estavblñecidas en el artículo 95 del Código de Minería.

Prescripción, tanto adquisitiva como extintiva. Por tanto puede el poseedor de una concesión adquirirla o ganarla, por presccripción adquisitiva, minera si existe posesión y el transcurso del tiempo necesario; perdiéndola al mismo tiempo, su dueño. De acuierdo al inciso segundo del artículo 93 del Código de Minería, el plazo necesario de poosesión para adquirir por prescripción es de 2 años tratándose de la prescripción ordinaria (posesión regular, estos es, buena fe y el transcurso del tiempo) y, de 4 años si fuere extraordinaria (posesión irregular, es decir, la que carece de uno de los elementos mencionados). La sentencia que declare la prescripción debe inscribirse en el respectivo registro del Cfonservador de Minas.

Por otra parte, pueden extinguirse, por el transcurso del tiempo, las acciones, principalmnte, las que se refieren al saneamineto de los vicios de nulidad de que pueden adolecer las concesiones. Las acciones de nulidad establecidas en los números 1 a 7 del artículo 95 y las derivadas de infracciones a disposiciones de orden público prescriben en 4 años contados de la fecha de publicación del extracto de sentencia. (art.96/1)

“Las acciones de nulidad establecidas en los números 1 a 7 del artículo anterior, se extinguen por prescripción en el plazo de cuatro años, contado desde la fecha de la publicación del extracto a que se refiere el artículo 90. 

Transcurrido el mismo plazo, tampoco podrán impugnarse la publicación del extracto a que se refiere el artículo 90 ni la inscripción de la sentencia constitutiva de la concesión. 

Cumplida la prescripción, la concesión queda saneada de todo vicio y además se entiende que la sentencia y su inscripción han producido siempre los efectos que, para cada una de éstas, señala el artículo 91. La sentencia que, en los casos de los números 6 y 7 del artículo anterior, declare la prescripción de la acción de nulidad a que dichos números se refieren, también declarará extinguida la pertenencia afectada por la superposición. 

La acción de nulidad establecida en el número 8 del artículo anterior se extingue si, debiendo deducir la oposición a que se refiere el N 1 del artículo 61, el interesado no lo hace. Sin embargo, esta prescripción no provocará la extinción de la concesión del titular de la acción prescrita, en la parte no superpuesta y se aplicará lo previsto en el artículo 98, en lo que sea pertinente.” (art.96)

Derechos y obligaciones que emanan para el concesionario en virtud del título inscrito: (art.107 y ss CM)

Hay ciertos derechos y obligaciones que son comunes a ambos tipos de concesiones y otros que les son aplicables de forma exclusiva. En todos caso, los derechos y obligaciones que en adelante se señalarán surgen desde el momento en que queda constituida la concesión.

Derechos y obligaciones comunes:

· Derecho a efectuar labores (trabajos) mineras. “Es el derecho por antonomasia que tiene el concesionario minero y que emana de la naturaleza misma de la concesión”. Previo a ejercerlo, por cierto se deben haber obtenido los permisos de autoridad correspondientes (arts.15 y 17 del Código y 3 y siguientes del reglamento) y los ambientales correspondientes al sistema de evaluación de impacto ambiental.

“Sólo desde que quede constituida la concesión, el titular podrá efectuar los trabajos que estime necesarios para la exploración y, en su caso, también para la explotación de la mina, según la especie de concesión de que se trate.” (art.197 CM).

· Facultad de defender legalmente su concesión. De acuerdo al artículo 9 inciso primero de la Ley Orgánica, todo concesionario puede defender su concesión por todos los medios que franquea la ley, tanto respecto del Estado como de particulares y, entablar al efecto, las acciones que señale la ley y a obtener las indemnizaciones correspondiente; así también el concesionario puede requerir del juez las medidas conveniente a la conservación y defensa de su concesión.

“El titular de una concesión minera judicialmente constituida tiene sobre ella derecho de propiedad, protegido por la garantía del número 24 del artículo 19 de la Constitución Política. La privación de las facultades de iniciar o continuar la exploración, extracción y apropiación de las sustancias que son objeto de una concesión minera constituye privación de los atributos o facultades esenciales del dominio de ella.” (art.6 LOC)

· Derecho a oponerse a las labores ajenas dentro de su concesión. Esto es, a oponerse a las labores que terceros, desconociendo su legítimo derecho, pretendan realizar en el terreno de su concesión. Se faculta al titular de la concesión, incluso, para requerir del juez el auxilio de la fuerza pública parea efectuar los trabajos de reconocimiento y constitución de su concesión cuando se ponen obstáculos para ello; claro que el juez no lo autorizará para realizar trabajos de reconocimiento de la mina en concesión minera ajena.

“El titular de una concesión de exploración o el de una pertenencia, constituidas, podrá oponerse a las labores que, dentro de los límites de su respectiva concesión, pretenda ejecutar el titular de otra concesión de exploración cuyo pedimento haya sido posterior al pedimento o a la manifestación del opositor. 

El titular de una pertenencia en trámite no podrá ser perturbado en sus trabajos de reconocimiento y de constitución de su título, por el dueño de una concesión de exploración cuyo pedimento sea posterior a la manifestación de aquél.” (art.108 CM).

Respecto de esta facultad, los artículos 223 y siguientes del Código tratan sobre la reivindicación de los minerales.

· Derecho a imponer servidumbres. A las que se refieren los párrafos 1° y 2° de Título IX del Código de Minería, esa decir, los artículos 120 y siguientes. 

“El concesionario tendrá derecho a imponer las servidumbres a que se refieren los párrafos 1 y 2 del Título IX.” (art.109 CM)

· Derecho al aprovechamiento de las aguas. Por el solo ministerio de la ley, el titular tiene este derecho respecto de las aguas halladas en las labores de su concesión, en a medida que éstas sean necesarias para os trabajos de exploración, explotación y beneficio, según el tipo de concesión. Derecho que se entiende inseparable a la concesión, por lo que se extingue con ella.

“El titular de concesión minera tiene, por el solo ministerio de la ley, el derecho de aprovechamiento de las aguas halladas en las labores de su concesión, en la medida en que tales aguas sean necesarias para los trabajos de exploración, de explotación y de beneficio que pueda realizar, según la especie de concesión de que se trate. Estos derechos son inseparables de la concesión minera y se extinguirán con ésta.” (art.110 CM) 

· Derecho a disponer de la concesión. Es de la esencia del derecho real de concesión, por lo que se le confiere al concesionario ña más amplia libertad para disponer de su concesión, tanto por acto entre vivos, como por causa de muerte. Así, la concesión es susceptible de todo acto o contrato, puede ser gravada e incluso, con el consentimiento del concesionario y en los casos no aceptados por la ley, puede ser embargada.

“Las concesiones mineras son derechos reales e inmuebles; distintos e independientes del dominio del predio superficial, aunque tengan un mismo dueño; oponibles al Estado y a cualquier persona; transferibles y transmisibles; susceptibles de hipoteca y otros derechos reales y, en general, de todo acto o contrato; y que se rigen por las mismas leyes civiles que los demás inmuebles, salvo en lo que contraríen disposiciones de esta ley o del Código de Minería.” (art.2 LOC y CM) 

· Derecho a renunciar a la concesión.  Siendo amplias las facultades del concesionario para disponer de la concesión, puede éste renunciarla en todo o parte, sin perjuicio del derecho de terceros a oponerse a las renuncias que los perjudiquen. La facultad está otorgada en el artículo 162 del Código de Minería y reglamentada en los artículos 62 y siguientes del Reglamento.

“La concesión minera es renunciable, sin perjuicio del derecho de terceros para oponerse a las renuncias que los perjudiquen. La renuncia deberá hacerse por escritura pública y se perfeccionará por la cancelación de las respectivas inscripciones, ordenada por el juez competente. Para renunciar a la concesión se requerirán igual capacidad y las mismas facultades y demás requisitos que para enajenarla. El Reglamento determinará los requisitos que deberá cumplir el renunciante; las informaciones que deberán proporcionarse al juez antes de que éste ordene la cancelación de las inscripciones la publicidad que haya de darse a la respectiva solicitud en resguardo de los derechos de terceros; la forma cómo éstos podrán oponerse a la renuncia que los perjudique; y el procedimiento a que se sujetará el derribo o la reposición de hitos, según la renuncia sea total o parcial. Lo dispuesto en este artículo no obsta al abandono a que se refiere el inciso segundo del artículo 112.” (art.162 CM)

“Para renunciar a la concesión de exploración y a una o más pertenencias, se requerirán las mismas facultades y el cumplimiento de los mismos requisitos que para enajenarlas.

Así, la renuncia que haga una persona jurídica requerirá la aprobación de los órganos que, según la ley o sus estatutos, deban consentir; y la renuncia que afecte a un incapaz, de la intervención del representante legal, de autorización judicial y de los demás requisitos legales, salvo la pública subasta cuando la ley la exija para el caso de enajenación.” (art.62 Reglamento)

· Derecho a dividir la concesión. Así como puede renunciar, dadas las amplias facultades de concesionario, éste puede también dividir, en la forma y condiciones que disponga el Código y su reglamento. En todo caso, cada una de las partes resultantes subsistirá como una concesión minera (arts.29 y 33 del Código y 9 y ss. Reglamento)

“La concesión podrá dividirse físicamente con autorización o aprobación judicial previo informe del Servicio en uno y otro caso. Cada parte resultante deberá tener la forma, la orientación y, a lo menos, las dimensiones de los lados y la superficie mínimas, que correspondan, con arreglo al artículo anterior. Cada una de las partes resultantes subsistirá como una concesión minera. 

La división se hará en escritura pública o en testamento, en los que deberá indicarse las coordenadas planas universales transversales de Mercator (U.T.M.) de los vértices del perímetro de cada concesión resultante, y señalarse la inscripción de la resolución constitutiva de la concesión y, en su caso, la inscripción de la concesión de que proceda, además, se indicará la correspondiente inscripción de dominio a favor de la persona que efectúe la división. 

La escritura pública que contenga cualquier título traslaticio o declarativo de dominio de una parte de la concesión podrá servir para hacer la división de que trata este artículo. 

El testamento o la escritura, y además la resolución que apruebe la división deberán inscribirse en el correspondiente Registro del Conservador de Minas, debiendo tomarse nota de ello al margen de la inscripción de la sentencia a que se refiere el artículo 87. Se archivará, a la vez, un plano de la división, aprobado también por el juez, previo informe del Servicio. 

Mientras no se practique la inscripción a que se refiere el inciso anterior, no se perfeccionará la división física de la concesión. 

La concesión, constituida o en trámite, es también susceptible de división intelectual o de cuota.” (art.29 CM) 

· Derecho a visitar otras concesiones cuando se sospeche internación, se tema inundación o derrumbe. “Si por el mal estado de la concesión contigua o próxima o por el desarrollo de los trabajos qu en ella se efectúen surjan riesgos o sospechas de tales males, e minero tendrá derecho a visitarla, asesorado por un perito. (arts.9 LOC y 140 y 141 CM).

“El minero que sospeche internación o que tema inundación o derrumbe, por el mal estado de las labores de la concesión contigua o próxima o por el desarrollo de los trabajos que en ella se efectúan, tendrá derecho a visitarla, asesorado por un perito. En caso de negativa o dificultad opuesta al ejercicio de este derecho, podrá el juez autorizar esta visita, sin más trámite que la celebración de un comparendo que se llevará a efecto con la parte que asista. Sólo será apelable la resolución que deniegue la visita.” (art.140 CM)

“El interesado podrá solicitar del juez, como medidas prejudiciales o precautorias, que ordene fijar sellos, suspender provisionalmente las labores a que se refiere el denuncio o tomar las demás disposiciones urgentes de seguridad a que haya lugar. Para dictar estas medidas, el juez deberá oír el informe del perito que designe.” (art.141 CM).

· Derecho a ser indemnizado en caso de expropiación. Por supuesto que la indemnización se refiere al daño patrimonial efectivamente causado. En el caso de la concesión de explotación consiste en el valor comercial de las facultades de iniciar y contionuar la extracción y apropiación de las sustanciua que son objeto de la concesión, este valor es fijado de común acuerdo y si no hubiere acuerdo, lo fija el juez, previo informe de peritos. La ley no ha detrninado cual es el daño patrimonial efectivamente causado para el caso de las concesiones de exploración, pero debe entenderse que consiste en la privación de las facultades exclusivas de manifestar y llegar a constituir concesión de explotación.

“El concesionario de exploración tiene derecho exclusivo: 4. a ser indemnizado, en caso de expropiación, por el daño patrimonial que efectivamente se le haya causado.” (art.10 N°4 LOC)

“El concesionario de explotación tiene derecho exclusivo: 3. a ser indemnizado, en caso de expropiación de la concesión, por el daño patrimonial que efectivamente se le haya causado, que consiste en el valor comercial de las facultades de iniciar y continuar la extracción y apropiación de las sustancias que son objeto de la concesión. A falta de acuerdo, el valor de dicho daño será fijado por el juez, previo dictamen de peritos. Los peritos, para los efectos de la determinación del monto de la indemnización, establecerán el valor comercial de la concesión, calculando, sobre la base de las reservas de sustancias concedidas que el expropiado demuestre, el valor presente de los flujos netos de caja de la concesión.” (art.11 N°3 LOC)

· Obligación de amparar la concesión. La concesión se ampara, de manera directa, por el desarrollo de labores mineras e, indirectamente por el pago de una patente anual; en otras palabras, el amparo constituye el cumplimiento de la obligación del titular de la concesión minera de “desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento”. El monto de esta patente anual varía según a extendsión territorial de la concesión y la obligación de pagarla surge desde el momento en que se solicita sentencia o mensura, dependiendo del tipo de concesión de que se trate.

· Obligación de comunicar a Estado la existencia de sustancias no concesibles. De encontrarase este tipo de sustancias debe darse aviso a la Comisión Chilena de Enerñia Nuclear, si se trata de litio, o al Ministerio de Minería, si se trata de hidrocarburois líquidos y gaseosos, para que éstos (en nombre del Estado) ejerzan los derechos que por ley les asisten.

· Obligación de no internarse con sus labores en concesiones ajenas. Correlato del derecho exclusivo del titular para explorar y explotar, en su caso, las sustancias mineras concesibles que se encuentren dentro de los límites de su concesión. De acuerdo al artículo 139 del Código, el minero que se interna con sus labores en concesión ajena, queda sujeto al pago del valor líquido de los minerales retirados y a la indemnización de los perjuicios causados; si hubiere mala fe por parte de quien se interna, el pago del valor de los minerales se hará sin deducción alguna, sin perjuicio de la responsabilidad penal del internante responsable del hurto o robo de sustancias minerales.

Derechos y obigaciones de los concesionarios mineros de exploración: (arts. 112 y ss)

· Derecho a solicitar prórroga de la concesión. Ésta debe solicitarse antes del vencimiento de la concesión, para que se otorgue desde la fecha de éste; renunciando el titular, en su solicitud, a lo menos a la mitad de la superficie total concedida. a. Puede pedirse por una sola vez, por otro periodo de hasta dos años. La tramitación si bien es simple, se complica ésta a la hora de determinar cual es la porción renunciada y la confección de los planos; de pronto es mejor solicitar nuevamente la concesión.

“La concesión de exploración tendrá una duración de dos años, contada desde que se dicte la sentencia que la declare constituida. No obstante, antes de expirar ese período de dos años, el concesionario podrá solicitar, por una sola vez, su prórroga por otro período de hasta dos años, contado desde el término del primero, y siempre que en la solicitud haga abandono de, a lo menos, la mitad de la superficie total concedida. En tal caso, el juez acogerá la solicitud y otorgará la prórroga, previo informe del Servicio. Dentro del plazo de treinta días, contado desde su fecha, la resolución de prórroga será publicada, por una sola vez, en extracto que contendrá las coordenadas U.T.M. de los vértices de la superficie que se conserve. En el mismo plazo se anotará el extracto al margen de la inscripción de la concesión y se archivará el plano.

La solicitud señalará las coordenadas U.T.M. que correspondan a los vértices de la superficie abandonada. A ella se acompañará copia del plano referido en el inciso tercero del artículo 55, en el que se indique dicha superficie. 

La superficie abandonada configurará, necesariamente, un paralelógramo de ángulos rectos, uno de cuyos lados será uno cualquiera de los lados de la concesión. Si dentro de los primeros dos años de la vigencia de su concesión el titular quiere hacer uso de la facultad de dividirla físicamente y desea prorrogar su duración por otro período de hasta dos años, deberá, previamente, cumplir con las obligaciones a que se refieren los incisos anteriores. El abandono no afectará los derechos emanados de manifestaciones que el concesionario pueda haber efectuado previamente sobre el terreno abandonado.” (art.112 CM)

· Derecho a efectuar labores de exploración. El concesionario tiene derecho exclusivo a hacer libremente calicatas (hoyos sin mayor profundidad) y otras labores de exploración dentro de los límites de la concesión.

“Durante la vigencia de la concesión, sólo su titular tendrá derecho, dentro de los límites de ella, a hacer libremente calicatas y otras labores de exploración. El ejercicio de este derecho quedará sujeto a las obligaciones y limitaciones que establecen los artículos 14, 15, inciso segundo y siguientes, 16, número tercero, y 17, el presente párrafo y las normas sobre policía y seguridad mineras.El titular se hará dueño sólo de las sustancias concesibles que necesite arrancar con motivo del ejercicio de ese derecho. 

Los derechos a que se refiere el inciso precedente son sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108.” (art.113 CM) 

Otra de las limitantes a este derecho es , o debiese ser, la legislación ambiental en lo pertinente al sistema de evaluación de impacto ambiental, lo que en la practica no se da, en razón de la incompatibilidad de los plazos.

· Derecho a apropiarse de las sustancias concesibles que se necesite arrancar con motivo de la exploración. “Si bien la concesión de exploración no permite ni faculta su explotación, excepcionalmente el concesionario podrá hacerse dueño de las sustancias concesibes cuando éstas han debido ser arrancadas con motivo de la exploración.” Tal como lo señala el artícuo 113 en la parte final de su inciso primero.

“El concesionario de exploración tiene derecho exclusivo: 3. a hacer suyos los minerales concesibles que necesite extraer con motivo de las labores de exploración e investigación” (art.10 N°3 LOC).

· Derecho exclusivo para manifestar. Durante la vigencia de la concesión de exploración, su titular tiene derecho a manifestar, dentro de los límites de la concesión, manifestación la que tendrá la fecha del pedimento.

“Durante la vigencia de la concesión de exploración sólo su titular podrá manifestar pertenencia dentro de los límites de aquélla.” (art.114 CM)

“El concesionario de exploración tiene derecho exclusivo: 2. a iniciar el procedimiento judicial para constituir concesión de explotación, dentro de los límites y plazo de duración de la concesión de exploración, cuyo ejercicio le dará derecho preferente para constituirla aun después de la extinción de esta última, en la forma que determine el Código de Minería” (art.10 N°2 LOC)

· Obligación de no efectuar o permitir explotación. 

“Caducará la concesión de exploración cuyo titular establezca, por sí o por interpósita persona, explotación minera en ella o convenga con cualquiera otra persona que efectúe dicha explotación. 

En estos casos, el juez deberá declarar franco el terreno y ordenar la cancelación de las correspondientes inscripciones. 

El titular de concesión de exploración que, en conocimiento del hecho, tolere que cualquier persona establezca explotación minera dentro de los límites de aquélla, será sancionado con una multa de cincuenta a doscientas unidades tributarias mensuales, la que se elevará al doble en caso de reincidencia. El juez decretará, en todo caso, la terminación inmediata de la explotación. 

Se concede acción pública para denunciar las contravenciones descritas en los incisos anteriores. Para los efectos de este artículo, se entiende que se establece explotación minera cuando se arrancan sustancias minerales con ánimo de lucrar con ellas.” (art.115 CM)

“La concesión de exploración caducará, además, en el caso previsto en el inciso primero del artículo 115.” (art.161 CM)

Derechos y obligaciones de concesionario minero de explotación: (arts.116 y ss CM)

· Derecho exclusivo para explorar y explotar libremente su pertenencia. Así como a reaizar todas las acciones que conduzcan a ello. Entre otras limitaciones se encuentra el Decreto N° 72 sobre seguridad minera.

“El concesionario tiene los derechos exclusivos de explorar y de explotar libremente su pertenencia, sin otras limitaciones que las establecidas en los artículos 14, 15, inciso final, 17, en el párrafo 2 del Título IX y en las normas sobre policía y seguridad mineras. 

El concesionario se hará dueño de todas las sustancias minerales que extraiga dentro de los límites de su pertenencia, y que sean concesibles a la fecha de su constitución o lleguen a serlo posteriormente. 

Se entienden extraídas las sustancias desde su separación del depósito natural del que formaban parte, o desde su aprehensión tratándose de los desmontes, escorias y relaves a que se refiere el artículo 6.” (art.116 CM)

· Derecho a hacerse dueño de las sustancias minerales concesibles que con motivo de la explotación extraiga.  Tal como o señala el inciso segundo del artículo 116 del Código. Se entienden extraídas las sustancias minerales concesibles desde su separación del depósito natural del que formaban parte, o desde su aprehensión si se trata de desmontes, escorias o relaves; a la vez, entonces, desde la extracción dichas sustancias minerales dejan de ser del Estado, así como dejan de ser bienes inmuebles.

· Derecho a reivindicar los minerales que e hayan sido sustraídos. Que no es sino consecuencia del derecho antes enunciado. Excepción a este derecho, esto es, no son reivindicables los minerales adquiridos de persona que explote o comercializa minerales en la zona. (arts.223 y ss)

· Derecho a hacerse dueño de las demasías. Si en el terreno encerrado por tres o más pertenencias, dada su cabida, no puede constituirse pertenencia, constituirá una demasía y accederá por ministerio de la ley a la pertenencia que se haya o se tenga por manifestada primero, en el momento en que se constituya la pertenencia que de origen a la demasía. (arts.31 y ss).

· Derecho al pago de patentes mineras rebajadas si el interés económico principal reside en sustancias no metálicas, o en los placeres metalíferos que existen en ellas o sobre substancias existentes en salares. (Placer metalífero: conformaciones que por segregación de los materiales se distribuyen en los cerros, ríos, etc. a modo de arenilla). Caso en el que se pagará un trigésimo de U.T.M. por hectárea y no un décimo como es la regla general. Este derecho se encuentra establecido en el artículo 142 del Código y está reglamentado por los artículos 53 y ss. del Reglamento.

· Derecho a imputar como gasto de organización el valor del pago de las cinco primeras patentes anteriores a aquel en que se inicie la explotación de la pertenencia. Para reclamar este derecho debe tratarse de mineros o empresas mineras que decaren su renta efectiva afecta al impuesto de primera categoría, sobre la base de contabilidad fidedigna. Se presume de derecho que la explotación comienza cuando su propietario o terceros vendan minerales o productos provenientes de la pertenencia. (arts.163 y ss CM)

· Obligación de mantener en pie los hitos y linderos de su concesión. De esta forma se evita el riesgo de sobremensura. Ante cualquier cambio en la forma o tamaño de la pertenencia debe aplicarse el procedimiento judicial establecido en el artículo 119 del Código para reponer los hitos de linderos o de mensura, cualquiera sea la causa de estos cambios.

“El concesionario está obligado a mantener y conservar en pie los hitos colocados en los vértices de la pertenencia o del perímetro del grupo de pertenencias mensuradas en conjunto, y no puede alterarlos o mudarlos, so pena de pagar una multa que no baje de diez y no exceda de doscientas unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad criminal que pueda afectarle, si ha procedido maliciosamente. El que derribe, altere o mude hitos del Estado sufrirá la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados.” (art.118 CM)

“Cuando por algún motivo se derriben o destruyan uno o más hitos, el juez, a petición de cualquier colindante, mandará colocarlos en su debido lugar, pudiendo aplicar las sanciones establecidas en el artículo anterior. El mismo procedimiento se aplicará cuando se haya alterado o mudado algún hito, sin perjuicio de las penas y responsabilidades criminales. Si por renuncia o caducidad de una o más de las pertenencias mensuradas en conjunto, varía el perímetro, se procederá, dentro del plazo de tres meses de ocurrido el hecho, a la colocación de los hitos necesarios para señalar el nuevo perímetro, bajo la sanción de multa establecida en el artículo anterior. La misma obligación regirá en el caso de enajenación de una o más de las pertenencias mensuradas en conjunto, o de división física de una pertenencia.” (art.119 CM)

· Obligación de comunicar al Estado la existencia de torio o uranio en su concesión. Para que de esa forma el Estado pueda ejercer su derecho a primera opción de compra. Tal como lo señala el artículo 10 del Código.

· Obligación de entregar las arcillas superficiales al dueño del predio. La determinación del límite entre la superficialidad y la profundidad está dada, a modo de referencia, por una sentencia de la Corte de Apelaciones de Concepción “...las arcillas superficiales son exclusivamente aquellas que dicen relación con a sustentación de la vida vegetal” (humus); más abajo son consideradas arcillas profundas y por ende, parte de la concesión.

· Obligación de entregar rocas, arenas y demás materiales destinados a la construcción (pétreos y áridos). Existen concesiones sobre estos materiales, pero son de aquellas otorgadas antes de la vigencia de Código actual, 1983.
Las demasías: (arts.31 y ss CM)

“La demasía es un terreno franco, encerrado por tres o más pertenencias, pero en el que no es posible constituir otra atendidas sus dimensiones, por lo que se le adjudica como complemento a aquella de las concesiones contiguas que se manifestó primero.”

Éstas se entienden referidas solamente a las pertenencias. Se constituyen única y exclusivamente como determina el Código, sin embargo, existen zonas que aún quedando espacios no pueden constituirse pertenencias, cvomo por ejemplo, en zonas fronteriza y territorio marítimo.

La demasía accede por el ministerio de la ley, a la pertenencia que haya sido o se tenga por manifewstada primero en el momento en que se constitiuye la pertenencia que da origen a la demasía. El perito mensurador de esta pertenencia que da origen a la demasía debe dejar constancia en el acta de mensura de el hecho de haberse constituido una demasía, las individualizará asignando a cada una un número y señalando la superficie en la proyección UTM de los vértices de cada una.

“El terreno encerrado por tres o más pertenencias constituidas, en que no sea posible constituir otra 

de la forma y cabida mínima indicadas en el artículo 28, será una demasía y accederá por ministerio de la ley, en el momento en que se constituya la pertenencia que dé origen a la demasía, a aquella que haya sido o se tenga por manifestada primero.” (art.31 CM) 

“El concesionario favorecido podrá anotar al margen de la inscripción de dominio de su pertenencia la existencia de la demasía, previo decreto del juez, dado con citación de los colindantes de ésta, en que la apruebe y ordene archivar un plano que represente la demasía y las pertenencias contiguas. 

No habiéndose practicado los trámites a que se refiere el inciso anterior, el concesionario favorecido perderá su derecho a la demasía cuando caduque o se extinga cualquiera de las pertenencias que la encerraban. 

La demasía no aumentará el valor de la patente de la pertenencia a que accede, y formará con ella un solo todo.” (art.32 CM) 

“Al dividirse físicamente una pertenencia, la demasía accederá a la pertenencia resultante contigua y, si éstas fueren varias, a aquellas de las contiguas que sea mencionada primero en el título de la división. La misma norma se aplicará cuando se produzca demasía que favorezca a una pertenencia que haya sido dividida.” (art.33 CM) 

Superposición de concesiones mineras:

Se habla de superposición cuandoen un mismo terreno existen dos o más concsiones constituidas. Al efecto se utilizan dos conceptos “superposición” y “sobreposición”, sin perjuicio de que significan practicamente lo mismo, por un lado “superposición” se refiere a que sobre una concesión ya constituida se superpone, se constituye otra; por otro, “sobreposición” se refiere al caso en que un perito mensura sobre una concesión ya constituida, caso que se sencuentra tratado en los artículos 80 y 81 del Código.

“Sobre las sustancias concesibles existentes en una misma extensión territorial no puede constituirse más de una concesión minera.” (art.4/2 LOC).

La superposición puede ser legítima o ilegítima:

· Legítima. Aquella que deriva del artículo 2° transitorio del Código, toda vez que esta un hecho “común” en la antigua legislación minera (Código del ’32), por lo que se necesitó una normativa que resolviera los conflictos, producidos por el cambio de orientación de las concesiones, que ocasiona este tipo de superposición, estableciendo al efecto, la forma como se incorporan diversas sustancias minerales a algunas de ellas, así como las prestaciones que se deben entre sí.

· Ilegítima. Se presenta toda vez que se constituye maliciosamente o por ignorancia una concesión sobre otra, sin el consentimiento de su titular.

Es del caso destacar que en ocasiones es el propio titular de una concesión minera quin se superpone a su concesión, esto por diversas razones, entre las que destaca el deseo de dar mayor protección a su concesión. La situación referida se ha ido aminorando, dadas las reformas a los artículos 27 y 73 del Código, en virtud de las cuales la primera de estas normas obliga al juez a “revisar” si existen otras concesiones antes de otorgar una, esta obligación que recae sobre el juez es de derecho público, toda vez es el Estado quien confiere el dominio, pór lo tanto, a segunda concesión podría ser atacada por nulidad de derecho público. Por otra parte, el segundo artículo reformado sanciona drásticamente al perito que mensura en terrenos ya concedidos. 

De acuerdo al profesor Gómez el juez no debiera otorhgar una nueva concesión sobre terrenos ya concedidos ni siquiera al titular primitivo, en atención que el artículo 27 es una norma perentoria.

“Sobre las sustancias concesibles existentes en terrenos cubiertos por una concesión minera no puede constituirse otra. El juez velará por la observancia de esta prohibición.” (art.27 CM)

“El ingeniero o perito no podrá en caso alguno abarcar con la mensura terrenos ya mensurados, aun cuando el acta de la mensura de estos últimos no se haya levantado todavía. 

El ingeniero o perito que a sabiendas infringiere la prohibición del inciso precedente sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo, y la accesoria de suspensión de cargo u oficio público o profesión titular. 

La acción penal correspondiente tiene el carácter de privada y sólo podrá ser ejercida por el titular de la concesión que soporte directamente la superposición.” (art.73 CM)

Constitución de una concesión de exploración sobre otra cualquiera:

De acuerdo al texto del artículo 27, éste no distingue que tipo de concesión, por lo tanto, ninguna concesión, del tipo que sea puede superponerse a otra. 

Pero, en la práctica es factible que una concesión de exploración se superponga a una de explotación o a otra de exploración, dado que no existe un procedimiento para reclamar u oponerse a la superposición dentro del trámite o gestión de constitución de la concesión de exploración, salvo el de nuidad que “sería exagerado” en virtud de la corta vida de las concesiones de exploración (2 o 4 años) y el hecho de que no pueden ser explotadas. En todo caso el titular de una concesión de exploración podría solicitar la nulidad de esta concesión también de exploración que se superpone a la suya en virtud del artículo 95 N° 8 del Código. El titular de la concesión de explotación está imposibilitado de solicitar la nulidad de esta concesión de exploración que se le superpone, toda vez que esta circunstancia no constituye una causal de nulidad.

Por lo tanto, cabe señalar que no hay forma de dar cumplimiento al artículo 27; situación que a tenor del artículo 58 del Código se ve avalada, a saber:

“La sentencia constitutiva de la concesión de exploración no afecta los derechos emanados de una concesión de exploración o de una pertenencia, que hayan estado constituidas a la fecha del pedimento que dio origen a la sentencia. 

Tampoco afectará los derechos emanados de una concesión de exploración o de una pertenencia, aunque estuvieren en trámite a la fecha de la sentencia, si la presentación del pedimento o de la manifestación respectivos ha sido anterior a la del pedimento que dio origen a la sentencia.” (art.58 CM)

Ahora bien, si pese a la prohibición del artículo 73 del Código se llegare a “sobremensurar”, “y esto es detectado por el SERNAGEOMIN, al tenor de lo dispuesto en el artículo 80 del Código, corresponde al juez disponer que el interesado publique esta circunstancia detectada por el Servicio, a fin de que el afectado quede notificado y haga valer su defensa”. El afectado podrá oponerse a la superposición de acuerdo al artículo 84 del Código o, más adelante, y sólo en el caso de no haberse opuesto en virtud del artículo 84, demandar la nulidad en virtud de la causal N°6 o 7 del artículo 95 del Código.

“Cada uno de los afectados podrá, dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la notificación a que se refiere el artículo anterior, presentarse en el expediente del interesado oponiéndose a la constitución de la pertenencia o pertenencias de éste.” (art.84/1 CM)

Superposición legítima de concesiones:
Dado que en la legislación anterior el concesionario sólo se hacía dueño de las sustancias minerales que había solicitado, podían coexistir en un mismo terreno varias concesiones sobre diferentes sustancias metálicas, incluso otras sobre sustancias no metálicas. Situación que se enciontraba en conflicto con la nueva legislación minera “encabezada” por el actual Código de Minería. “Para resolver dichos conflictos se dictó el D.L. N° 3.060, de 1980, el que posteriormente dio lugar a la normativa contenida en los artículos 1°, 2° y 3° de las disposiciones transitorias del Código”.

Erl artículo 1° transitorio del Código de Minería planteó diversas normas por las que debe regirse la incorporación de las sustancias minerales al l objeto de una pertenencia.

1. Superposición de pertenencias metálicas con pertenencias no metálicas. (art. 1° transitorio N°1).  En lo superpuesto la concesión se hace dueña de todo lo que fuere concesible, con excepción de la o las sustancias objeto de la pertenencia no metálica, ya que ésta continua vigente. Si una de las dos concesiones caduca o se extingue, la que perdura lo hará con todas as sustancias que en virtud de esta norma se agregó.

2. Superposición de pertenencias metálicas con conceción de carbón. (art. 1° transitorio N°2). La pertenencia metálica se hace dueña de todas las sustancias que pasan a ser concesibles que existen en la zona superpuesta, excepto el carbón. (la concesión de carbón es administrativa, el decreto que la otroga fija su duración, que generalmente es de 30 años prorrogables).

3. Superposición de pertenencias no metálicas con pertenencias no metálicas. (art.1° transitorio N°3). La pertenencia cuya inscripción del acta de mensura sea más antigua incorpora todas as sustancias concesibles que se encuentren en la zona superpuesta.

4. Superposición de pertenencia no metálica con concesión de carbón. (art.1° transitorio N°4). La pertenencia no metálica incorpoora todas las sustancias concesibles que se encuentren enla zona superpuesta.

5. Sólo existe una concesióin administrativa de carbón. (art.1° transitorio N°5). Claramente no es una superposición propiamente tal. La concesión de carbón incorpora todas las sustancias que pasan a ser concesibles.

6. Superposición de pertenencia metálica con una concesión carbón, extinguiéndose cualquiera. (art.1° transitorio N°6). Se incorporan a la que subsiste todas las sustancias que pasan a ser concesibles, aunque existan concesiones no metálicas.

7. Superposición de pertenencias metálicas con pertenencias no metálicas. (art.1° transitorio N°7). Si se extingue o caduca una o más de las no metálicas, la pertenencia metálica incorpora las respectivas sustancias existentes en la zona de superposición. Si se extingue o caduca la pertenencia metálica, la pertenencia no metálica cuya inscripción de acta de mensura sea más antigua incorporará las sustancias que correspondían ésta.

8. Superposición de pertenencias no metálicas, extinguiéndose una de ellas. (art.1° transitorio N°8). La más antiogua, esto es, la cual cuya inscripción de acta de mensura sea más antigua, incorpora a su objeto las sustancias de la pertenencia caducada, en la parte superpuesta.

En los numerales antes mencionados se observan dos clases de superposición, activa y pasiva; los casos de superposición activa, esto es, aquella que entra en vigencia con el Código de Minería actual se encuentran en los números 1, 2, 3, 4 y 5. Los casos de superposición pasiva, esto es, aquella que entra en vigencia en la fecha en que una de las pertenencias caduca, se encuentran en los n{umeros 6, 7 y 8.

Servidumbres mineras:

Del “Manual de Derecho de Minería” de Sergio Gómez Nuñez

Servidumbres. Generalidades:

“La exploración o explotación mineras y el beneficio de sus productos requieren necesariamente el aentamiento en los terrenos superficilaes en que aquella actividad se realiza.

Si bien el minero tiene el dominio sobre su concesión, no lo tiene, la casi totalidad de as veces, sobre os terrenos superficilaes en cuyas entrañas se encuentran situadas. (...)

Siendo el dominio de los terrenos superficiales distinto a los de la concesión minera y cada uno de éstos distinto también a los de otra concesión, es obvip que se haya debido buscar una forma en que los propietarios de unas y otras pudieran conciliar sus interese a fin de no ver alterados los derechos que el dominio naturalmente les confiere.

De esta manera, la necesidad de explorar y explotar concesiones mineras o beneficiar sus productos no sólo puede importar limitaciones al dominio del terreno superficial en que aquellas se encuentren situadas, sino también respectio de las mismas concesiones mineras entre sí.”

El artículo 820 de Código Civil define a la servidumbre como “un gravamen impuesto sobre un predio en utilidad de otro predio de distinto dueño.”. Luego el artículo 821 distingue entre predio sirviente y dominante; siendo sirviente aquel que sufre el gravameb y dominante el que reporta la utilidad. En todo caso, la definición civil no “calza” exactamente con lo que las servidumbres, en derecho de minería, son.

Respecto de las servidumbres mineras propiamente tales podemos destacar las siguientes ideas:

· Un “industrial minero”, no necesariamente titular de una concesión, puede imponer las mismas servidumbres que el concesionario.

· La facultad de catar y cavar también faculta a su titular a imponer servidumbres.

· Este tipo de servidumbres tienen respaldo constitucional.

· Sin perjuicio de lo “poderoso” de este derecho, siempre existe la obligación de compensar por parte de quien las impone.

· Son naturales, voluntarias y legales. Las legales son las establecidas en el art.19 N°24 CPR, en la Ley Orgánica sobre concesiones mineras y en el Código de Minería.

“Los titulares de concesiones mineras tienen derecho a que se constituyan las servidumbres convenientes a la exploración y explotación mineras. 

Respecto de esas concesiones, los predios superficiales están sujetos al gravamen de ser ocupados en toda la extensión necesaria para trabajos mineros, por canchas y depósitos de minerales, desmontes, relaves y escorias; por plantas de extracción y de beneficio de minerales; por subestaciones y líneas eléctricas y de comunicación, canales, tranques, cañerías, habitaciones, construcciones y obras complementarias, y a los gravámenes de tránsito y de ser ocupados por caminos, ferrocarriles, cañerías, túneles, planos inclinados, andariveles, cintas transportadoras y todo otro medio que sirva para unir las labores de la concesión con los caminos públicos, establecimientos de beneficio, estaciones de ferrocarril, puertos de embarque y centros de consumo. Dichas concesiones están sujetas en favor de otras, y en cuanto les sean aplicables, a los gravámenes establecidos con relación a los predios superficiales, que, sin impedir o dificultar su explotación, aprovechen a otras y, también, al gravamen de ser atravesadas por socavones y labores mineras destinados a dar o facilitar ventilación, desagüe y acceso. La constitución de las servidumbres, su ejercicio e indemnizaciones correspondientes se determinarán por acuerdo de los interesados o por resolución judicial en el procedimiento breve especial que la ley contemple o, si en ésta no se contemplase, en el procedimiento sumario de aplicación general. 

Las servidumbres en favor de las concesiones mineras son esencialmente transitorias; no podrán aprovecharse en fines distintos a aquellos para los cuales han sido constituidas, y cesarán cuando termine su aprovechamiento. Podrán ampliarse o restringirse de acuerdo con el desarrollo que adquieran las labores relacionadas con ellas. Los titulares de concesiones mineras tendrán los derechos de agua que en su favor establezca la ley.” (art.8 LOC) 

“Los predios superficiales estarán sujetos a las obigaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas” (art.19 N°24/6, parte final CPR)

Características de las servidumbres mineras:

1. Son obligatorias. Esta obligatoriedad surge de la ley. La imposición de las servidumbres es reclamable sólo si la servidumbre no es de las tratadas en el Código o si existe abuso de quien tiene derecho a imponerlas, a menos que, técnicamente, se pruebe su necesariedad.

2. Son transitorias. Dado que están vinculadas a a naturaleza y duración de las concesiones mineras; por o demás el artículo 124 del Código textualmente lo dice. En términos temporales, la transitoriedad es relativa, por lo que será una cuestión de hecho que deberá determinarse caso a caso.

3. Deben utilizarse para el fin que fueron otrogadas. En esto se encuentra la esencia de su estabecimiento, servir a un fin determinado; por lo demás, nuevamente el artículo 124 en términos negativos impoone la obligación de aprovechar la servidumbre para los fines que fue otorgada.

4. Pueden ampliarse o restringirse. Debido a las necesidades del minero, por razones propias de la exploración, explotación o beneficio, pueden verse alterados los requerimientos iniciales, de acuedo al artículo 124.

5. Puede ser autorizado su uso antes de su constitución.  De acuerdo al artículo 125 del Código, puede solicitarse dicha autorización al juez, mientras se tramita el juicio respectivo; debiendo rendir caución suficiente el solicitante, para responder de las indemnizaciones a que podría encontrarse obligado.

6. No pueden, en caso aguno, dificultar considerabemente o impedir la actividad de la concesión sirviente. Esto lo señala el artículo 126 del Código, al regular las servidumbres que se deben las concesiones entre sí, al estabecer que la concesión dominante está sujeta al gravamen de que la servidumbre sea utilizada por otra concesión, sin llegar a impedir o dificultar la exploración o explotación de la concesión sirviente.
Titular de la servidumbre:

Los interesados que pueden impetrar la constitución de servidumbres son:

· El titular de la concesión, cualquiera sea el modo como la obtuvo (sentencia constitutiva, compraventa, cesión, etc.)

· El dueño del establecimiento de beneficio, por ejemplo, de plantas de tratamiento de minerales.

· El titular de la facultad de catar y cavar.

Bienes sobre los que puede recaer la servidumbre:

La servidumbre puede imponerse y ejercerse activamnete sobre:

· El predio superficial.

· Una concesión minera, sea de exploración o de explotación.

Constitución de las servidumbres:

No obstante ser éstas legales, puede ser de dos formas:

· Voluntariamente. Acuedo que debe constar en escritura pública, en la que puede establecerse su ejercicio y las indemnizaciones procedentes; puede convenirse que la indemnización se pague de una sola vez o en forma periódica. Para que sea oponible a terceros debe ser inscrita en el Registro de Hipotécas y Gravámenes del Conservador de Bienes raíces o del Conservadore de Minas, según corresponda.

· Judicialmente. Si no se arribó a un acuerdo entre las partes se determinará por medio de un procedimiento sumarísimo (art.235 CM), caso en el que además, se regula su ejercicio y se fija la indemnización detrminando también si ésta se pagará periódicamente o de una sola vez.

El interesado debe demandar al dueño del predio o al titular de a concesión, pidiendo al juez que constiutuya las servidumbres que solicita. El juez competente para conocer de la demanda es el que tenga competencia en el sitio en que se encuentre el predio superficial. Ejecutoriada que se encuentre a sentencia que otorgó la(s) servidumbre(s) es conveniente proceder a su inscripcioón en el Conservador que corresponda.

De auerdo al artículo 125, durante la tramitación de este juicio el solicitanrte puede ser autorizado por el juez para que haga uso, desde luego, de las servidumbres pedidas, siempre que rinda caución suficiente, caificada por el juez, para responder de las eventuales indemnizaciones. La expresión “desdde luego”, de acuerdo al criterio de la Corte Suprema debe entenderse en el sentido que tal solicitud debe conocerse como una cuestión accesoria al juicio y darle la tramitación de un incidente. 

Sin perjuicio de lo anterior antes de constituirse la servidumbre debe dereminarse la indemnización por los perjuicios causados.

“Las servidumbres se constituirán previa determinación del monto de la indemnización por todo perjuicio que se cause al dueño de los terrenos o al de la concesión sirviente, en su caso, o a cualquiera otra persona.” (art.122 CM).

Ejercicio de las servidumbres:

La regla genera es que se ejerzan desde que estén egalmente constituidas, sin perjuicio de ello el juez puede autorizar su goce mientras se tramita el juicio respectivo, claro que el soicitante debe rendir caución, suficiente para responder de los eventuales perjuicios. 

Del mismo modo, mientras se ejerzan pueden ampiarse o restringirse según lo requieran las actividades de la concesión o establecimiento.

Duración de las servidumbres:

Como ya se dijo, éstas son esencialmente tyransitorias y, se mantendrán vigentes miesntras dure su aprovechamiento, sin perjuicio de las causas naturales o jurídicas que puedan ponerle fin. En todo caso, las servidumbres que se impongan en virtud o ejercicio de la facultad de catar y cavar no podrán tener una duración mayor a seis meses.

Servidumbres que gravan los predios superficiales:

“Desde la constitución de la respectiva concesión y con el fin de facilitar la conveniente y cómoda exploración y explotación mineras, los predios superficiales están sujetos a los siguientes gravámenes: 

1. El de ser ocupados, en toda la extensión necesaria, por canchas y depósitos de minerales, desmontes, relaves y escorias; por plantas de extracción y de beneficio de minerales; por sistemas de comunicación, y por canales, tranques, cañerías, habitaciones, construcciones y demás obras complementarias; 

2. Los establecidos en beneficio de las empresas concesionarias de servicios eléctricos, de acuerdo con la legislación respectiva, y 
3. El de tránsito y el de ser ocupados por caminos, ferrocarriles aeródromos, cañerías, túneles, planos inclinados, andariveles, cintas transportadoras y todo otro sistema que sirva para unir la concesión con caminos públicos, establecimientos de beneficio, estaciones de ferrocarril, puertos, aeródromos y centros de consumo.” (art.120 CM)
Servidumbres que se deben las concesiones entre sí:

· A que las servidumbres de que son titulares sean utilizadas en beneficio de otra concesión.

“La concesión minera en cuyo favor se haya constituido alguna de las servidumbres del presente Título, está sujeta al gravamen de que esa servidumbre sea utilizada también en provecho de otra concesión o de un establecimiento de beneficio, y, en general, a cualquier gravamen que sirva a otra concesión o a un establecimiento de beneficio. 

Tales gravámenes no podrán, en caso alguno, impedir o dificultar considerablemente la exploración o la explotación de la concesión que los soporte. Lo dispuesto en el párrafo anterior acerca de la constitución ejercicio, oponibilidad, subsistencia e indemnizaciones se aplicará a las servidumbres de que trata el presente párrafo.” (art.126 CM)

· A ser atravesadas por labores mineras destinadas a dar o facilitar ventilación, desagüe o acceso. Esta es la servidumbre minera por excelencia que se deben las concesiones entre sí, y que también podría constituirse a favor de un establecimiento minero. 

Se encuentra establecida en el artículo 127 de Código, si no existiere acuerdo entre los interesados se constituirán judicialmente, de acuerdo al procedimiento sumarísiumo, con las modificaciones que, al particular, hacen los artículos 128 a 138 del Código.

“Las concesiones mineras están especialmente sujetas a la servidumbre de ser atravesadas por labores mineras, destinadas a dar o facilitar ventilación, desagüe o acceso a otras concesiones mineras o a un establecimiento de beneficio.

 Se entenderá por socavón cualquiera labor que tenga alguno de los objetos indicados.” (art.127 CM) 

Procedimiento judicial de constitución:

“El titular de una concesión o de un establecimiento que necesite iniciar un socavón dentro de una concesión ajena o atravesarla con él, y no llegue a acuerdo con el dueño de esta última, podrá demandar ante el juez que corresponda a la ubicación de la concesión sirviente, la constitución de la respectiva servidumbre. 

En el juicio correspondiente, el juez nombrará un perito para que le informe acerca de los puntos siguientes: 

1. Si la obra es posible y útil; 

2. Si se puede llevar el socavón por otro lugar sin incurrir en gastos excesivamente mayores, y 

3. Si no se inhabilita o dificulta considerablemente la exploración o la explotación de la concesión por donde se le intenta llevar. 

El perito acompañará a su informe un plano que determine el rumbo y amplitud que, a su juicio, habrá de darse al socavón dentro de la concesión sirviente.” (art.128 CM)

Para estos efectos el término “socavón” se refiere a cualquier labor que tenga alguno de los objetivos indicados, esto es, dar o facilitar la ventilación, e desaüe o e acceso.

“Cada uno de los interesados podrá designar un perito para que informe también al juez sobre la materia.” (art.129 CM) 

“Los peritos designados por los interesados tendrán, para presentar sus informes, el plazo de ocho días, contado desde que entregue el suyo el perito nombrado por el juez. 

Transcurrido este plazo, el juez podrá dictar sentencia, aunque aquéllos no hayan presentado los suyos.” (art.130 CM) 

“Si el juez acoge la demanda, fijará el rumbo que deberá seguir el socavón y el máximo de amplitud que podrá dársele dentro de los límites de la concesión sirviente. 

Si el fallo se aparta del informe del perito nombrado por el juez, éste ordenará la confección de un nuevo plano en que se indiquen el rumbo y amplitud fijados en la sentencia.” (art.131 CM)

Derechos y obligaciones del dueño de la concesión sirviente:

· Derecho a visitar el socavón. (art.133 CM)

· Derecho a ocurrir ante el juez cuando sospeche o tema internación (art.133 en relación con el 140 CM)

· Derecho a ser indemnizado por los perjuicios acusados por el socavonero (art.134 CM)

· Derecho a solicitar caución y que ésta sea rendida antes de que el socavonero comienze la obra (art.134 CM)

· Obligación de no tocar as fortificaciones del socavón y de no arrancar minerales, dentro de las abores de la concesión, en términos que comprometan la seguridad del socavón, salvo que refuerce convenientemente dichas fortificaciones (art.135 CM)

· Derecho a ser indemnizado por el socavonero por los gastos que el cumplimiento de la obligación anterior le irrogue.

Derechos y obligaciones del socavonero: (arts.135 y ss CM)
· Obigación de no variar el socavón en relación a lo determinado (por escritura pública o sentencia).“El socavonero no podrá, dentro de la concesión sirviente, variar el rumbo ni la amplitud fijados al socavón, a menos que obtenga nueva servidumbre, en igual procedimiento.” (art.132 CM)

· Obligación de no explotar las sustancias minerales que encuentre en concesión ajena. Aquel que hace un socavón en concesión ajena encontrará minerales, la regla general es que una vez encontrados debe devolverlos y el titular de la concesión deberá pagar los gastos de extracción. Si e socavón atraviesa concesión ajena, las sustancias minerales extraidas quedarán en el terreno. (art.136 CM).

· Derecho a hacer suyas as sustancias minerales extraida, cuyos gastos de extracción no hayan sidio pagados por el titular de la concesión, negándose a recibirlas.
· Norma especial referida al socavón que permite desaguar (servidumbre de desagüe)El socavonero tiene derecho a demandar del titular de la concesión el valor del provecho recibido, o el costo que significaría obtener este provecho por otros medios, a elección del demandado. Si el socavón desagua a dos o más concesiones, lo que deba pagarse se distribuirá entre éstas a prorrata del beneficio que reciban. Si una concesión es desaguada por dos o más socavones, lo que se pague se distribuirá entre éstos a prorrata del beneficio que reporten. El pago a que se hace mención sólo podrá exigirse sobre los productos de a concersión o concesiones desaguada(s). (art.137 CM).

· Norma especial referida al socavón que facilita el acceso (servidumbre de tránsito). La norma regula la utilizacioón de éste, de este modo, si un minero construye un camino, éste puede ser utilizado por otro u otros, quienes deben pagar su mantención (reparación y conservación). Entre quienes lo utilizan se nombra una junta que anualmente fijará la cuota con que cada concesión debe contribuir. Cualquier dificultad que se presente con relación a la utilización, obigaciones y derechos que este socavón trae aparejados serán resueltos en sede judicial por medio del procedimiento sumarísimo. (art.138 CM).

Extinción de las servidumbres:

Las formas de extinción de una servidumbre minera son similares a las civiles, en general, son las siguientes:

1. Por extinción de la concesión.

2. Por confusión. El titular de una de las concesiones pasa a serlo de las dos.

3. Por renuncia que haga el titular de la servidumbre.

4. Por cumplimiento del plazo pactado en su constitución.

5. Por hacerse imposible su ejercicio, por ejemplo, por inundación de la mina, destruicción de camino, etc.

Internaciones: (arts.139 y ss. CM)

“El concesionario sólo está facultado para explorar y/o explotar dentro de los límites de su concesión; si traspasa dichos límites hacia una concesión ajena, hay internación”. En otras palabras, internación es la acción de meterse en concesión ajena.

El fenómeno se da toda vez que entre dos concesiones mineras contiguas en que alguien, presumiblemente por desconocimiento, se introduce inadvertidamente en concesión minera ajena y extrae sustancias minerales que no le son propias.

“Se prohíbe al minero internarse con sus labores en concesión ajena. Toda internación sujeta al que la efectúa al pago del valor líquido de los minerales que haya retirado y a la indemnización de los perjuicios causados. 

Si los minerales están aún en poder del internante, el internado podrá exigir su restitución, pagando los costos de extracción, y, además, demandar la indemnización de los perjuicios. 

Si hubiere mala fe, el pago del valor de los minerales retirados o su restitución, se hará sin deducción alguna, sin perjuicio de la responsabilidad penal del internante responsable del hurto o robo. 

Se presume mala fe cuando la internación excede de diez metros medidos perpendicularmente desde el plano vertical que limita la concesión internada, o cuando el internante se haya opuesto a la visita pedida judicialmente o dificultado la ya decretada.” (art.139 CM) 

“El minero que sospeche internación o que tema inundación o derrumbe, por el mal estado de las labores de la concesión contigua o próxima o por el desarrollo de los trabajos que en ella se efectúan, tendrá derecho a visitarla, asesorado por un perito. 

En caso de negativa o dificultad opuesta al ejercicio de este derecho, podrá el juez autorizar esta visita, sin más trámite que la celebración de un comparendo que se llevará a efecto con la parte que asista. Sólo será apelable la resolución que deniegue la visita.” (art.140 CM)

“El interesado podrá solicitar del juez, como medidas prejudiciales o precautorias, que ordene fijar sellos, suspender provisionalmente las labores a que se refiere el denuncio o tomar las demás disposiciones urgentes de seguridad a que haya lugar. 

Para dictar estas medidas, el juez deberá oír el informe del perito que designe.” (art.141 CM).

Extinción de la concesión minera:

La extinción se refiere tanto a la concesión en trámite como a la ya constituida, la que puede ser por voluntad del concesionario o por mandato legal.

Al hablar de extinción nos referimos a toda cesación o pérdida, para su titular, de un pedimiento, manifestación o concesión minera, o de los derechos constituidos en ella por un hecho o acto jurídico al cual la ley le atribuye tal efecto. Por lo tanto, las causaes de extinción deben estar necesariamente contempladas en la ley, la Constitución en su artículo 19 N°24 inciso 7° parte final dispone, relacionándolo con el régimen de amparo, que la ley (LOC) contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. 

“Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respoecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia a declaración de subsistencia de su derecho.” (art.19 N°24/8 CPR)

En consecuencia, se puede señalar que a extinción de una concesión minera consrtituida o enm trámite debe emanar siempre de un acto de autoridad expresado en la ley o, en una sentencia judicia que así lo declare o autorize.

Modos de extinción:

La extinción es e modo en que caduca, cesa, se pierden o terminan definitiva y absolutamente un pedimento, manifestación o concesión, o los derechos constituidos en ella; sea para su titular o respecto de todos, desapareciendo en este caso de a vida jurídica. 

· La extinción puede ser total o parcial, segúun comprenda la totaidad o parte de la concesión.

· Puede ser general o particular, si la extensión alcanza a todos y por ende, el pedimiento, manifestación, concesión o sus derechos se pierden de la vida jurídica, o si sólo los pierde su titular para radicarse en otro, como puede ocurrir en uno y otro caso con la caducidad por falta de amparo o con la expropiación respectivamente.

Hay que distinguir:

· Simple extinción, es aquella que se produce por un acto de autoridad, expresado en una ley, o por una sentencia judicial que así la declare, o por voluntad de su titular, aprobada por el juez o, finalmente, por el solo ministerio de la ley. Sus causales son:

1. Expropiación.

2. Vencimiento del plazo de duración de la concesión.

3. La declaración de nulidad de la concesión.

4. La sentencia judicia que declare la extinción de la manifestación superpuesta.

5. La prescripción de la acción para reclamar de la superposiciíon.

6. La falta de enrolamiento en el Registro Nacional de Concesiones.

7. El abandono.

8. La renuncia.

9. La adjudicación en remate por falta de amparo.

· Caducidad, es la extinción que se produce por no ejercer detreminados derechos, o no cumplir con ciertas obligaciones o trámites dentro del plazo que la ley o el juez han dispuesto para la constitución o vigencia de una constitución. Sus causales son:

1. Durante el periodo de constitución hasta la dictación de la sentencia:

· Omisiones o retardos respecto de la inscripción del pedimiento o manifestación.

· Omisiones o retardos respecto de la publicación del pedimiento o manifestación.

· Omisiones respecto del pago de la tasa.

· Solicitar sentencia constitutiva o mensura fuera de plazo.

· No subsanar dentro de plazo las omisiones o defectos de la solicitud de sentencia o de mensura señalados por el juez.

· Omisiones o retardos respecto de la publicación de la solicitud de mensura.

· No pedir a la Corte de Apelaciones, dentro del plazo legal, que sancione al juez por no dictar sentencia.

· Paralización de un juicio de oposición por más de tres meses.

· Presentar el acta y plano de mensura fuera del plazo de 15 meses si no ha habido oposición.

· No subsanar o contradecir las objeciones del SERNAGEOMIN dentro del plazo fatal del artículo 82 del Código.

· Omisiones o retardos respecto del extracto que da cuenta de la superposición conforme al artículo 83.

2. Desde la dictación de la sentencia constitutiva hasta su inscripción definitiva:

· Omisiones o retardos respecto de a publicación del extracto de sentencia constitutiva

· Omisiones o retardos respecto de la inscripción de la sentencia constitutiva.

3. Desde la inscripción de la sentencia constitutiva y mientras la concesión se mantenga vigente:

· Omisiones o retardos respecto de a publicación del extracto de la resolución de prórroga de la concesión de exploración.

· Efectuar la explotación de una concesión de exploración.

· Desamparar la concesión minera.

De las causaes de extincioón antedichas, sólo serán tratadas las de mayor relevancia.

El abandono: 

De acuerdo a la facultad que tiene el concesionario de exploración de solicitar a prórroga de su concesión antes del vencimiento del plazo de dos años, por otro período de hasta dos años más, surge esta institución 

El Código ha dispuesto como condición sine qua non que en la solicitud de prórroga se haga abandono de a lo menos la mitad de la superficie total concedida (art.112/2 CM). Cumplido tal requisito, el juez acogerá la solicitud y otorgará la prórroga previo informe del SERNAGEOMIN.

La solicitud del interesado debe señalar las coordenadas U.T.M. que correspondan a los vértices de la superficie abandonada y se deberá acompañar una copia del plano que se adjuntó al solicitar sentencia e indicando en él, cual es la superficie que se abandona. Para que proceda esta solicitud es necesario que, excluyendo la superficie abandonada, el terreno restante cumpla con las medidas, orientación y superficie mínima establecida para la concesión de exploración en el artículo 28.

Otorgada la prórroga, el interesado dispondrá de 30 días para publicar la resolución, por una sola vez, en extracto que deberá contener las coordenadas U.T.M. de los vértices de la superficie que se conservan, publicación que se efctúa en el Boletín Oficial de Minería. En el mismo plazo se deberá anotar el extracto al margen de la inscripción de la sentencia constitutiva de la concesión, y se archivará el plano.

Si con anterioridad a la solictud de prórroga el concesionario hubiere efectuado manifestaciones respecto de dichos terrenos en virtud de su concesión, éstas continuarán vigentes por que el abandono sobreviniente no les afecta.

“La concesión de exploración tendrá una duración de dos años, contada desde que se dicte la sentencia que la declare constituida. 

No obstante, antes de expirar ese período de dos años, el concesionario podrá solicitar, por una sola vez, su prórroga por otro período de hasta dos años, contado desde el término del primero, y siempre que en la solicitud haga abandono de, a lo menos, la mitad de la superficie total concedida. En tal caso, el juez acogerá la solicitud y otorgará la prórroga, previo informe del Servicio. Dentro del plazo de treinta días, contado desde su fecha, la resolución de prórroga será publicada, por una sola vez, en extracto que contendrá las coordenadas U.T.M. de los vértices de la superficie que se conserve. 

En el mismo plazo se anotará el extracto al margen de la inscripción de la concesión y se archivará el plano. La solicitud señalará las coordenadas U.T.M. que correspondan a los vértices de la superficie abandonada. A ella se acompañará copia del plano referido en el inciso tercero del artículo 55, en el que se indique dicha superficie. La superficie abandonada configurará, necesariamente, un paralelógramo de ángulos rectos, uno de cuyos lados será uno cualquiera de los lados de la concesión. 

Si dentro de los primeros dos años de la vigencia de su concesión el titular quiere hacer uso de la facultad de dividirla físicamente y desea prorrogar su duración por otro período de hasta dos años, deberá, previamente, cumplir con las obligaciones a que se refieren los incisos anteriores. 

El abandono no afectará los derechos emanados de manifestaciones que el concesionario pueda haber efectuado previamente sobre el terreno abandonado.” (art.112 CM)

“La prórroga de la concesión de exploración, a que se refiere el inciso segundo del artículo 112 del Código, procederá sólo si, excluyendo el abandono de a lo menos la mitad de la superficie total concedida, la superficie restante cumple con aquellos requisitos del artículo 28 del mismo Código que son aplicables a la concesión de exploración.

La solicitud de prórroga se presentará en el expediente de constitución de la respectiva concesión de exploración, antes de expirar el período de dos años.

La anotación que prescribe el inciso tercero del mencionado artículo 112 se practicará al margen de la inscripción de la sentencia constitutiva de la concesión.” (art.45 Reglamento)

Renuncia de la concesión minera:

La renuncia es un acto unilateral de voluntad del titular de un derecho que tiene por finalidad extinguir ese derecho. Para que sea válida, la renuncia sólo debe afectar el interés individual del renunciante y no estar prohibida su renuncia.

El artículo 18 de la LOC sobre Concesiones Mineras ha establecido que las concesiones mineras se extinguen por renuncia de su titular.

“La concesión minera es renunciable, sin perjuicio del derecho de terceros para oponerse a la renuncia que los perjudique” (art.162/1 CM)

Se puede renunciar  a la concesión de exploración como a la de explotación que ya estén constituidas , por lo tanto ni el pedimento, ni la manifestación, así como tampoco la concesión que está en trámite de constituirse son suceptiblles de renuncia. (art. 61/2 del Reglamento)

La renuncia puede ser total,o parcial ; la renuncia de la concesión de exploración debe ser siempre total, en tanto que la de la concesión  de explotación puede ser parcial. (art.61/3 del Reglamento)

Capacidad para renunciar

“Para renunciar a la concesión de exploración y a una o más pertenencias, se requerirán las mismas facultades y el cumplimiento de los mismos requisitos que para enajenarlas.

Así, la renuncia que haga una persona jurídica requerirá la aprobación de los órganos que, según la ley o sus estatutos, deban consentir; y la renuncia que afecte a un incapaz, de la intervención del representante legal, de autorización judicial y de los demás requisitos legales, salvo la pública subasta cuando la ley la exija para el caso de enajenación.” (art.62 Reglamento)

“La escritura pública de renuncia deberá individualizar por su nombre la concesión de exploración o la o las pertenencias a las que se renuncia, mencionando los datos de la inscripción de la respectiva sentencia constitutiva o acta de mensura, en su caso. Deberán insertarse en la misma escritura los instrumentos que acrediten el cumplimiento de las exigencias legales o estatutarias que habiliten para renunciar.” (Art.63 Reglamento)

“La renuncia deberá hacerse por escritura pública y se perfeccionará por la cancelación de las respectivas inscripciones, ordenada por el juez competente.” (art.162/2 CM)

Procedimiento de renuncia:

ES competente para conocer de la solicitud de aprobación de renuncia el juez de letras en o civil en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre ubicada la concesión.

“La solicitud de aprobación de la renuncia da origen a un procedimiento de jurisdicción voluntaria, el cual se puede transformar en contencioso si se formula oposición por cualquiera a quien la renuncia perjudique.” (Art.64 Reglamento)

“La solicitud deberá contener las mismas indicaciones que para la escritura de renuncia exige el artículo 63 de este Reglamento, y en ella se pedirá que se acepte la renuncia y se ordene la cancelación de las inscripciones respectivas. La solicitud deberá ir aparejada de copia autorizada de los siguientes instrumentos: escritura de renuncia; inscripción de la respectiva sentencia constitutiva o del acta de mensura, en su caso, con todas sus subinscripciones y anotaciones marginales; plano de la concesión de exploración o plano de mensura, según corresponda; inscripción de dominio de la concesión de exploración o de la o las pertenencias a que se renuncia, con certificado de vigencia a nombre del renunciante, y certificados de hipotecas y gravámenes y de prohibiciones e interdicciones, respecto de aquélla o de éstas, que cubran desde la inscripción de la sentencia constitutiva o del acta de mensura hasta a lo menos, treinta días antes de la presentación de la solicitud.

Si de los antecedentes apareciere que la renuncia perjudica o puede perjudicar el derecho de terceros, el juez ordenará al renunciante acreditar la anuencia de estos terceros a la renuncia y en tal caso esa anuencia sólo podrá otorgarse por escritura pública o compareciendo los terceros a otorgarla ante el secretario del tribunal correspondiente. Si así no se hubiere acreditado la anuencia, el juez ordenará notificar, conforme a las normas de los artículos 40 ó 44 del Código de Procedimiento Civil, a las personas que pudieren resultar perjudicadas con la renuncia, notificación que deberá practicarse antes de la publicación señalada en el artículo siguiente.” (Art.65 Reglamento)

“El juez examinará la solicitud y los antecedentes acompañados y, encontrándolos conforme, dispondrá que aquélla sea publicada por una vez, para lo cual deberá darse copia autorizada al interesado. Si por el contrario, notare defectos u omisiones, mandará que ellos se subsanen, cumplido lo cual dispondrá su publicación.” (art.66 Reglamento)

La publicación consiste en la transcripción íntegra de la copia autorizada de la solicitud y su proveído, que el secretario del tribunal debe entregar al interesado, a simple requerimiento. Se efectúa en el Boletín de Minería, la ley no ha dispuesto plazo para efectuara.

Oposición a la renuncia:

“Dentro de los sesenta días siguientes a la publicación, podrá deducirse oposición a la renuncia, fundándose en que ella perjudica los derechos del opositor. Son causales de oposición, entre otras: la existencia de un contrato de promesa de venta, de opción de compra o de hipoteca, y la de un embargo, medida precautoria o prohibición que afecten a la concesión de exploración o a la pertenencia o pertenencias que se trata de renunciar, y la existencia de un contrato de avío, de arrendamiento, de explotación o de venta de minerales "in situ" que afecte a estas últimas.

La sola presentación de la demanda de oposición transformará el procedimiento en contencioso, el que se tramitará conforme a las normas del juicio sumario.

Los plazos de días en los asuntos contenciosos promovidos con arreglo a este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.

Todas las oposiciones se tramitarán en un solo cuaderno y se fallarán en una sola sentencia.” (art.67 Reglamento)

Documentos que deben acompañarse antes que se dicte sentencia:

“Ejecutoriada la sentencia que rechaza la o las oposiciones deducidas, o si no se ha formulado oposición y antes de que el juez dicte sentencia el interesado deberá acompañar los certificados de hipotecas y gravámenes y de prohibiciones e interdicciones, debidamente actualizados.

El juez podrá rechazar la renuncia si, en mérito de los antecedentes de autos, se ha formado la convicción de que existen derechos de terceros que podrían ser afectados por la renuncia.

El tribunal rechazará la solicitud si no se hubiere practicado oportunamente la notificación a que se refiere el inciso segundo del artículo 65 de este Reglamento.” (art.68 Reglamento)

Cancelación de las inscripciones:

Se perfecciona la renuncia por la inscripción de la sentencia que acogió a solicitud de renuncia, a que se efectúa en e Conservador de Minas y en el registro en que se encuentre inscrita la concesión que se ha renunciado.

“Cumplida la resolución que aprueba la renuncia y ordena cancelar la inscripción o inscripciones respectivas, el interesado deberá proceder a derribar los hitos del grupo de pertenencias si la renuncia fuere total, o al derribo y colocación de los que corresponda, si la renuncia fuere parcial. En este último caso, el interesado se atendrá a las normas del inciso tercero del artículo 119 del Código y a las de este Reglamento que sean aplicables.” (art.69 Reglamento)

Nulidad de la concesión:

 Diversas son las causales por las que puede solicitarse la nulidad de una concesión y restringido es el ámbito de quienes pueden solicitarla.

Dado que las disposiciones que rigen la constitución de la concesión minera son normas de derecho público, la nulidad con que se sanciona su infracción es la nulidad absoluta.

La nulidad en materia de constitución de la propiedad minera no puede ser declarada de oficio por el juez, aunque aparezca de manifiesto el vicio que la justifica; así como tampoco puede ser solicitada por alguien que no tenga un interés actual respecto de ella. 

“Cualquiera persona que tenga interés actual, podrá pedir la nulidad de la concesión minera, con exclusión de su dueño, fundada en alguna de las causales establecidas en el artículo 95. 

Para estos efectos, se entiende que el interés es actual cuando éste existía al momento en que se produjo el vicio en que se fundamente la acción de nulidad y, además, subsiste a la fecha en que se interpone dicha acción.” (Art.97 CM)

De acuerdo a lo señalado en el artículo antes transcrito el requisito de tener interés actual no resulta aplicable cuando se trata de impetrarse la nulidad por violación del artículo 7 de la Constitución que está destinado a cautelar principios generales de recta justicia y ordenamiento legal.

Causales de nulidad:

La Constitución Política contiene ciertos principios generales que, al cautelar el derecho público, de ser violados importan nulidad; por otro lado, el artículo 95 del Código establece ocho causas de nulidad. Así tenemos diez causales de nulidad de las concesiones mineras, dos contenidas en el artículo 7 de la Constitución y ocho en el artículo 95 del Código, a saber:

Causales generales, aplicables a ambos tipos de concesiones, contenidas en la Constitución:

· Falta de jurisdicción. Se faculta a cualquier interesado para solicitar la nulidad de la concesión, basándose en el hecho de que la concesión haya sido constituida por una autoridad u órgano carente de jurisdicción.

· Falta de competencia. 

Respecto de las causales de nulidad del Código de Minería, las hay aplicables a la concesión de exploración y también las hay a la concesión de exploración:

Aplicables a la concesión de exploración:

1. Haberse constituido la concesión de exploración, sin respetar las normas relativas a la forma, orientación, cabida o lados de su cara superior (art.95 N°3 CM). Norma referida a los artículos 28 del Código y 8 del Reglamento, cuya contravención da lugar a que pueda ser declarada, a petición del interesado, la nulidad de la concesión.

2. Haberse constituido la concesión de exploración abarcando terreno situado fuera de terreno pedido que fue objeto de la solicitud de sentencia (art.95 N° 5 CM).  Es una sanción a la violación del artículo 55/1, parte final del Código de Minería y del artículo 21/1 del Reglamento.

3. Haberse constituido la concesión de exploración abarcando terreno ya comprendido, o que quede comprendido, por otra concesión de exploración cuyo pedimento haya sido presentado con fecha anterior (art.95 N°8 CM). Esta norma permite “defender” el derecho preferente de quien presente pedimento primero, de acuerdo al artículo 58 del Código. En este caso la acción de nulidad se extingue si el interesado, debiendo deducir la oposición a que se refiere el artículo 61 N°1 no lo hace.
Aplicables a las concesiones de explotación:

1. Haberse incurrido en error pericial en la mensura de la pertenencia, (art.95 N° 1 CM). Claro está que el error debe ser de tal entidad que aterre la operación técnica de mensura.

2. Haberse cometido fraude o dolo en la mensura de la pertenencia, (art.95 N°2 CM). El fraude es el hecho de frustrar la ley o los derechos que de ella se nos derivan, por lo que se diferencia del dolo. La acción ilícita debe ser determinante para el resultado, y que sin tal fraude o dolo, no hubiera sido posible la mensura de la pertenencia o se hubiere constituido de otra forma, o hubiese demorado la mensura.

3. Haberse constituido la pertenencia sin respetar las normas relativas a la forma, orientación, cabida o lados de su cara superior, (art.95 N°4 CM). Es una violación a los artículo 28 del Código y 8 del Reglamento.

4. Haberse constituido la pertenencia abarcando terreno situado fuera del manifestado que fue solicitado en mensura, (art.95 N°5 CM). El artículo 59/1 señala que la solicitud de mensura no podrá abarcar terrenos que no fueron manifestados y el artículo 27 del Reglamento, por su parte, dispone que el mensurador debe ejecutar la operación de mensura de manera tal que la o las pertenencias queden comprendidas tanto dentro del terreno manifestado, como del terreno que fue objeto de la solicitud de mensura.

5. Haberse constituido la pertenencia abarcando con su mensura terrenos ya comprendidos o que queden comprendidos por otra mensura, cuya fecha de ejecución se presuma anterior a la fecha presunta de aquella, con arreglo al artículo 72/2 CM, (art.95 N°6 CM). Se presumirá de derecho que toda mensura fue ejecutada en la misma fecha en que se presentó la correspondiente solicitud de mensura. Puede impetrar la nulidad basado en esta causal el interesado cuya solicitud de mensura fue presentada primero, pero al que un manifestante posterior se le adelantó en efectuar antes su propia mensura abarcando con ella terrenos ya mensurados o que se iban a mensurar por él y que, entonces, ve afectado sus derechos por la constitución de esta concesión. Si se opuso oportunamente a la mensura de quien afectaba sus derechos y su oposición fue rechazada no puede hacer uso de esta acción,. Ya que su derecho ha precluido de acuerdo al artículo 67 del Código, lo mismo ocurre si el afectado hizo uso de la acción de oposición a que se refiere el artículo 84 del Código.

6. Haberse constituido la pertenencia abarcando terrenos ya comprendidos por otra pertenencia, salvo lo dispuesto en la causal anterior, (art.95 N°7 CM). Se aplican las mismas excepciones mencionadas en la causal anterior, esto es, lo referido al artículo 67 y 84 del Código.

Procedimiento para solicitar la nulidad de concesiones:

Se tramitará de acuerdo a lo establecido en el artículo 233 del Código.

“Todos los juicios en que se ventilen derechos especialmente regidos por este Código o que recaigan sobre el pedimento, manifestación, concesión de exploración o pertenencia y que no tengan señalado otro procedimiento en este cuerpo legal, se tramitarán con arreglo a las normas del juicio sumario. 

Iniciado el juicio sumario, podrá pedirse y decretarse su continuación conforme a las reglas del procedimiento ordinario, si existen motivos fundados para ello. La solicitud en que se pida la sustitución del procedimiento se tramitará como incidente.” (art.233 CM) 

Requisito esencial para solicitar la nulidad de la concesión: (art.97 CM)
Para demandar la nulidad de una concesión debe tenerse un interés actual, es decir, debe ser coexistente a la fecha en que se produjo el vicio y continuar existiendo a la fecha de la interposición de la demanda de nulidad. 

Nulidad de la concesión en trámite de constitución:

La ley nada ha dicho al respecto, no obstante el silencio de la ley noexiste impedimento para solicitar la nulidad basado en que no se han respetado  las normas relativas a la concesión en trámite y mientras no se haya dictado sentencia , ya que estas son normas de derecho público.

Como se sanea la nulidad:

Da acuerdo al artículo 93/4 del Código , respecto del saneamiento de los vicios de que puedan adolecer las concesiones mineras se estará a lo dispuesto en el artículo 96 del C+odigo , a saber: 

“Las acciones de nulidad establecidas en los números 1 a 7 del artículo anterior, se extinguen por prescripción en el plazo de cuatro años, contado desde la fecha de la publicación del extracto a que se refiere el artículo 90. 

Transcurrido el mismo plazo, tampoco podrán impugnarse la publicación del extracto a que se refiere el artículo 90 ni la inscripción de la sentencia constitutiva de la concesión. 

Cumplida la prescripción, la concesión queda saneada de todo vicio y además se entiende que la sentencia y su inscripción han producido siempre los efectos que, para cada una de éstas, señala el artículo 91. La sentencia que, en los casos de los números 6 y 7 del artículo anterior, declare la prescripción de la acción de nulidad a que dichos números se refieren, también declarará extinguida la pertenencia afectada por la superposición. 

La acción de nulidad establecida en el número 8 del artículo anterior se extingue si, debiendo deducir la oposición a que se refiere el N 1 del artículo 61, el interesado no lo hace. Sin embargo, esta prescripción no provocará la extinción de la concesión del titular de la acción prescrita, en la parte no superpuesta y se aplicará lo previsto en el artículo 98, en lo que sea pertinente”.(art.96 CM)

Hay que tener presente que de acuerdo aas normas generales el plazo deprescipción se suspende a favor de algunas personas , situación que aras de dar segiridad jurídica al concesionario, el Código dispuso:

“Las suspensiones que la ley acuerda en favor de ciertas personas, tanto en la prescripción adquisitiva como en la extintiva, no se tomarán en cuenta transcurrido el plazo de cuatro años”(93/5 CM).

Del texto del artículo 96, puede afirmarse que las causales de nulidad de los números 1 a 7 del artículo 95 se extinguen por prescripción en el plazo de cuatro años contados de la publicación del extracto de la sentencia constitutiva; obviamente la acción de nulidad del número 8 prescribirá en dos años sin perjuicio de la prórroga. 

Efectos de la declaración de prescripción 

Cumplida la prescripción laconcesión queda saneada de todo vicio y además se entiende que la sentencia le ha dado originariamente a posesión de esta a su titular , sentencia que también es el título de pripiedad de la concesión ; y que desde su inscripción ha estado sometida al régimen de posesión inscrita. Junto a lo anterior en los casos 6 y 7 del artículo 95 la sentencia que declara la prescripción decara también la extinción de la pertenencia afectada por la superposisión ; sin embargo esta prescripción no provocará la extinción de la concesión del titular de la acción prescrita en la parte no superpuesta y será aplicable , de acuerdo al artículo 98 , la facultad del afectado para corregir la solicitud de sentencia  y el plano de mensura según corresponda .

Drecho del concesionario afectado por una sentencia que declara laa nulidad de su concesión para corregir su mensura   

“En los casos de los números 1, 3 y siguientes del artículo 95, el demandado cuya concesión fue anulada tendrá derecho a corregir la solicitud de sentencia y el plano de la concesión de exploración o el acta y el plano de mensura de la pertenencia, según se trate, cuando los fundamentos de hecho de la sentencia que haya declarado la nulidad así lo permitan

. Al efectuar las correcciones a que se refiere el inciso anterior, no se podrá contrariar la sentencia de nulidad y, además, se deberá respetar el perímetro de la cara superior de la concesión de exploración indicado en la solicitud de sentencia, o el de la cara superior de la pertenencia o grupo de pertenencias mensuradas, en su caso.

Hechas las correcciones relativas a la concesión de exploración se aplicará lo dispuesto en los artículos 57 y 86 a 90; hechas las referentes a la pertenencia, se aplicará lo prescrito en los artículos 71, incisos segundo y tercero, 72 a 77, 79, 81, 82 y 85 a 90”(art. 98 CM). 

El derecho de que se trata deberá ser solicitado por el afectado al contestar la demanda. Hechas las correciones relativas a la concesión de exploración la nueva solicitid de sentencia y el plano deben remitirse al SERNAGEOMIN para su informe, y asíco0ntinuar e procedimiento de la forma regular.Para el caso de la pertenencia hechas las correciones se renueva todo el procedimiento de contitución a partir de a ejecución de la mensura , hasta culminar con a publicación e inscripción de a sentencia. En ambos casos son aplicables todas las disposiciones reglamentarias que procedan . 

Amparo de las concesiones mineras : (arts. 142 y siguientes CM y 49 y sgts. Del Reglamento)

El amparo de la concesión puede verificarse de dos maneras, el modo directo cual es por el trabajo y el modo indirecto que se verifica por el pago de una patente; esta patente se paga anualmente en marzo y por anticipado, siendo la primera proporcional a la fecha de la solicitud de la sentencia constitutiva en e caso de la concesión de exploración y la fecha de solicitud de mensura.y el último dia del mes de Febrero.

La patente minera es el pago por parte de interesado de una determinada suma de dinero por héctarea de terreno superficial con el propósito de continuar el procedimiento de constitución de la concesión minera o, una vez constituída para que permanezca vigente. 

Características del pago de la patente minera 

· Anual .

· Anticipado.

· Se calcula en U.T.M.

· Su base impositiva es variable. En el caso de la concesión de explotación será de 1/10 UTM por há. Y en el caso de la concesión de exploración será de 1/50 UTM pr há. De acuerdo al artículo 142 del código y 53 del reglamento los tituares de pertenencias cuyo interés económico principal resida en las sustancias no metálicas o en placeres metelíferos que existan en ellas y los titulares de pertenencia constituídasd sobre sustancias existentes en salares pagarán una patente equivalente a 1/30 há.

· El pago comienza al solicitarse sentencia constitutiva o mensura según corresponda.

· El pago de la primera patente siempre es proporcional.

· El pago no admite interrupción o suspensión de ninguna naturaleza.

· No da lugar a devolución .

· No se considera gasto para efectos tributarios.

· Se le considera gato de organización para efectos tributarios en os casos que a ley señala.

· La obligación de pagar patente prescribe en e plazo de tres años contados desde el primero de abril del año en que debió pagaerse la patente.

Efectos del desamparo (art.146 y ss.)

El desamparo es el incumplimiento de la obligación de pagar a patente anual a que está obligado el concesionario para mantenerla; en el fondo, es no desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento, razón por la cual ha contemplado causales de caducidad o de simple extinción de dominio de la concesión en caso de incumplimiento de esta obigación.

De lo anterior, si el concesiopnario no paga la patente dentro de plazo se iniciará el procedimiento para sacar la concesión a remate público.

Sobre que recae a concesión:

“La ejecución de la obligación de pagar la patente sólo podrá perseguirse sobre la respectiva concesión.” (art.146/2 CM)

Procedimiento en caso de desamparo:

El incumpimiento de la obligación de pagar la patente trae consigo todo un procedimiento tanto de car+acter administrativo como judicia, destinado a sacar a remate la concesión minera desamparada, sea que esté constituida o en trámite de constitución.

“Antes del día 1 de julio de cada año, el Tesorero General de la República enviará a cada uno de los juzgados competentes la correspondiente nómina de las concesiones mineras cuya patente no haya sido pagada, con especificación de su nombre y ubicación, del dueño que figura en el rol respectivo y del monto adeudado. 

Mientras no se haya dado cumplimiento al trámite señalado en el inciso anterior, el pago de la patente podrá hacerse sin el recargo indicado en el inciso segundo del artículo 149. 

Recibida la nómina, el juez señalará día y hora para el remate, y ordenará que esta resolución y esa nómina sean publicadas en dos días distintos. Corresponderá a la Tesorería General de la República efectuar estas publicaciones y cubrir sus gastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 150. 

El remate no podrá efectuarse antes de los treinta días siguientes a la fecha del último aviso. Las omisiones o errores en que la Tesorería haya incurrido en la nómina referida en el inciso primero, podrán ser rectificados antes del remate a solicitud de cualquiera persona. El juez procederá con conocimiento de causa. Estas rectificaciones se publicarán en la forma establecida en el inciso tercero, debiendo darse cumplimiento a lo dispuesto en el inciso cuarto. 

El secretario pondrá testimonio en los autos de haberse publicado los avisos en la forma y con la anticipación señaladas.” (art.147 CM).

La subasta o remate:

Cumplidos los trámites correspondientes al procedimiento ejecutivo, el juez debe sacar la concesión a remate público; la subasta o remate público es la venta que se hace de la concesión, previa publicación de los avisos prescritos por la ley y con la intervención de juez.

“Los demás procedimientos relativos al remate, al acta correspondiente, a la escritura de adjudicación y a su inscripción, se regirán por las disposiciones del Código de Procedimiento Civil relativas a la subasta de bienes inmuebles embargados.” (art.153 CM)

Consignaciones para tomar parte en el remate:

“Para tomar parte en el remate de cada lote, todo postor deberá acompañar boleta de depósito a la orden del juzgado por una suma equivalente al valor de lo adeudado por las patentes de todas las concesiones que se rematan en el lote respectivo, o depositar previamente ese valor en poder del secretario.” (art.148/2 CM).

Cuando la ley habla de “cada lote” se refiere a que si se rematan las pertenencias “JUANA” 1 al 20, si bien son veinte pertenencias diferentes, todas se rematan en un solo lote y el interesado deberá consignar por todas, aunque sólo esté interesado en una o más de ellas.

La consignación deberá hacerse según el valor de la U.T.M. del mes que corresponda al día del remate, de acuerdo al artículo 49 del Reglamento.

Mínimo para la subasta:

“El mínimo para la subasta de cada lote de concesiones será el valor de las patentes adeudadas” (art.149/1 CM).

Retiro de concesiones previo a la subasta:

El dueño de la concesión tiene el derecho a sustraerla de la subasta, hasta el momento del remate, pagando el doble del valor adeudado, esto es “la paga doblada”.

¿Quienes pueden participar en el remate?

En el remate de que se trata pueden participar todos excepto:

“El dueño de la concesión no será admitido a hacer posturas por ella, pero podrá eliminarla de la subasta hasta el momento del remate, pagando el doble del valor adeudado.” (art.149/2 CM).

Adjudicación en remate:

“Para enterar el precio de la subasta, el rematante pagará la parte correspondiente a las costas causadas en la gestión, en proporción al precio de remate, tasadas por el secretario; acompañará testimonio de haber pagado las patentes adeudadas y depositará el resto, si lo hubiere, a la orden del juzgado. Este saldo será entregado al anterior concesionario.” (art.150 CM).

“Si el rematante no entera el precio de la subasta dentro del plazo de ocho días, contado desde la fecha del remate, la adjudicación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley, y el juez hará efectiva la caución a beneficio fiscal y ordenará que la concesión o el lote sean sacados nuevamente a remate.” (art.152 CM) 

“La concesión minera subastada pasará a su nuevo dueño con todos los gravámenes inscritos que la afecten.” (art.154 CM)
Declaración de terreno franco:

“Si no hay postor por alguna concesión o lote, el juez declarará franco el terreno y ordenará cancelar las correspondientes inscripciones en el Conservador de Minas. Esta resolución se notificará por el estado diario.” (art.155/1 CM)

Situación de los inmuebles accesorios a la concesión subastada:

“En este caso, el derecho para reclamar los bienes a que se refiere el artículo 3 durará hasta seis meses después de constituida una pertenencia en el terreno en que dichos bienes se encuentren ubicados. Transcurrido ese plazo entrarán, por el solo ministerio de la ley, al dominio del dueño de la pertenencia, sin cargo para él.” (art.155/2 CM)

Derechos del anterior concesionario:

El concesionario anterior tiene derecho a reclamar los inmuebles accesorios (art.151 CM) y el derecho de que le sea entregado por el tribunal el saldo que se haya producido en el remate entre el valor de lo adeudado y el mayor precio alcanzado en las posturas.

Declaración de vigencia del acta de mensura:

El Código de Minería de 1932 en su artículo 127 establecía la caducidad automática por el no pago de dos patentes consecutivas, caducidad que se producía por el solo ministerio de la ley a la medianoche del 31 de Marzo del año en que se había incurrido en la mora del segundo pago.

“No obstante lo que disponía el artículo 127 del Código de Minería de 1932, el pago íntegro y oportuno de las cuatro últimas patentes consecutivas en la Tesorería o institución que legalmente correspondía o corresponda, habilitará a aquel a cuyo nombre aparezca inscrita la pertenencia para obtener del juez que sea competente conforme al inciso final del artículo 231 que declare la vigencia de la respectiva inscripción del acta de mensura, siempre que a la fecha de la correspondiente solicitud dicha inscripción no esté cancelada, ni al margen de ella esté anotado el hecho de haberse pedido judicialmente su cancelación. 

El pago de las patentes podrá acreditarse mediante los correspondientes boletines de ingreso u otro instrumento público. 

El juez ordenará que la solicitud sea publicada en el Boletín Oficial de Minería, dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de la resolución. 

Cualquier interesado podrá deducir oposición dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación. Dicha oposición se tramitará conforme al procedimiento del artículo 235 del presente Código y podrá fundarse sólo en la existencia, a la fecha de la solicitud a que se refiere el inciso primero, de concesión exclusiva para explorar o de concesión de exploración ya otorgadas o de pertenencia constituida o cuya mensura estuviere ya solicitada, casos en los cuales la oposición afectará únicamente a aquella o aquellas pertenencias objeto de la solicitud que sean abarcadas total o parcialmente por la respectiva concesión, pertenencia o solicitud de mensura, la oposición podrá además, fundarse en la existencia, a la misma fecha ya señalada, de una manifestación; en tal caso, ella afectará solamente a aquella pertenencia objeto de la solicitud en que el oponente pruebe que se encuentra el punto de interés designado en su manifestación. 

La circunstancia de haberse dictado la resolución judicial que declare la vigencia de la referida inscripción se anotará al margen de ella. Esta anotación hará presumir de derecho el debido amparo de la pertenencia hasta el período cubierto por el último pago acreditado.” (art.243 CM)

Requisitos para impetrar la vigencia:
1. Pago ínteghro y oportuno de las últimas cuatro patentes consecutivas.

2. Que la inscripción de acta de mensura no esté cancelada.

3. Que al margen del acta de mensura no esté anotado el hecho de haberse pedido judiciamente su cancelación.

Procedimiento:

El procedimiento para que se declare la vigencia de la inscripción de un acta de mensura es de carácter voluntario, pereo admite oposición por legítimo contradictor, en cuyo caso se hará contencioso el procedimiento.

Es hábil para requerir la declaración de vigencia aquel a cuyo nombre aparece inscrita la pertenencia.

Documentos que debe acompañar:

· Copiua autorizada del acta de mensura.

· Copia autorizada de la inscripción del acta de mensura con certificado de vigencia de ella.

· Certificado de gravámenes y prohibiciones.

· Comprobante de pago de las últimas cuatro patentes mineras consecutivas.

Resolución del tribunal:

El tribunal examinará los antecedentes, ordenará que la solicitud sea publicada en el Boletín Oficial de Minería dentro del plazo de 30 días, contados de la resolución que ordena la publicación, se publicará por una sola vez una copia íntegra de la solicitud y el proveído o resolución del tribunal, otorgado por el secretario.

Trámites posteriores:

Dentro de los 30 días siguientes a la publicación puede producirse o no oposición, por parte de cualquier interesado a la solicitud de vigencia. 

La oposición sólo podrá fundarse en la existencia, a la fecha de la solicitud de declaración de vigencia, de concesión exclusiva para explorar, o de concesión de exploración ya otorgada, o de pertenencia constituida o cuya mensura estuviere ya solicitada y, finalmente, en la existencia de una manifestación.

Concluido el procedimiento sumarísimo, el juez deberá pronunciarse en la misma sentencia, tanto sobre la oposición deducida como de la declaración de vigencia solicitada.

Si no se deduce oposición, el procedimiento no sufrirá interrupción y el juez deberá dictar sentencia declarando o no la vigencia de la inscripción del acta de mensura.

La resolución judicial que declare la vigencia de la inscripción se anotará a margen  de ella.
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El criterio de selección no sólo obedece a la calidad natural de minerales, sino que además al lugar en que la sustancia se encuentre
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